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Presentación
El Mecanismo Nacional de Preven-
ción de la Tortura (MNP) se crea por 
el artículo 83 de la Ley 18.446,1 de fe-
cha 24 de diciembre de 2008, conforme 
al mandato del Protocolo Facultativo 
de la Convención contra la Tortura y 
Otros Tratos o Penas Crueles, Inhu-
manos o Degradantes de Naciones 
Unidas (OPCAT).2

El OPCAT establece “(…) un sis-
tema de visitas periódicas a cargo de 
órganos internacionales y nacionales 
independientes a los lugares en que se 
encuentren personas privadas de su li-
bertad, con el fin de prevenir la tortura 
y otros tratos o penas crueles, inhuma-
nos o degradantes”.3

A su vez crea dos órganos de control y colaboración: el Subcomité para la Pre-
vención de la Tortura (SPT) a nivel internacional, y a nivel local, los Mecanismos 
Nacionales de Prevención (MNP). Estos se revelan como una innovadora herra-
mienta para contribuir a la erradicación de la tortura.

En el marco de las atribuciones conferidas, el MNP inició formalmente sus fun-
ciones el 20 de noviembre de 2013, bajo la dirección de la Dra. Mirtha Guianze, 
miembro del anterior Consejo Directivo (CD) de la Institución Nacional de Dere-
chos Humanos y Defensoría del Pueblo (INDDHH). A partir del 1° de setiembre 
de 2017, el CD designó al Dr. Wilder Tayler como director del MNP. 

Desde el comienzo de su actuación, el MNP ha planificado el abordaje a los 
centros de privación de libertad considerando los diferentes niveles de vulnerabi-
lidad detectados en cada uno de los ámbitos de encierro. 

1 El artículo 83 de la Ley 18.446 le asigna a la INDDHH las funciones del MNP al que refiere el OPCAT.
2 Aprobado por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 9 de enero de 2003 (Resolución 57/199 - entrado en 
vigor el 22 de junio de 2006). El OPCAT fue ratificado por Uruguay por Ley 17.914 del 25 de octubre de 2005.
Protocolo Facultativo de la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes: 
<http://www.ohchr.org/SP/ProfessionalInterest/Pages/OPCAT.aspx>.
3 OPCAT - Artículo 1.

Visión: Uruguay como país libre de la 
práctica de la tortura y otros tratos o 
penas crueles, inhumanos o degradan-
tes, en cualquier lugar donde haya una 
persona privada de libertad, detenida 
o en custodia o que no esté habilitada 
a salir libremente del lugar donde se 
encuentra.

Misión: Prevenir la tortura y otros 
tratos o penas crueles, inhumanos o 
degradantes en los lugares en que se 
encuentran personas privadas de su 
libertad, detenidas o en custodia o que 
no estén habilitadas a salir libremente 
del lugar donde se encuentra.
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El escalonamiento progresivo por 
sistemas ha permitido focalizar la ta-
rea, así como diseñar herramientas es-
pecíficas para su monitoreo: sistema de 
responsabilidad penal juvenil; sistema 
de protección 24 horas de niños, niñas 
y adolescentes; sistema carcelario de 
adultos; unidades policiales; unidades 
de violencia doméstica y de género; 
instituciones psiquiátricas.

A decir de Audrey Olivier: “El tra-
tado de prevención está basado en un 
cambio de paradigma: reemplazar el 
secreto que rodea a la detención -que 
permite la tortura, los malos tratos, los 
abusos y la violencia- con la apertura, 
la transparencia y el acceso sin previo 
aviso a cualquier lugar de privación 
de libertad. (…). El cambio también se 
plantea en el concepto mismo de lo que 
se considera un lugar de detención, un 
lugar donde una persona está privada 
de su libertad. En efecto, es el criterio 
de riesgos de ser sometido a actos de 
tortura o de malos tratos que define lo 

que es un lugar de detención. Así, el MNP no solo tiene acceso a las cárceles o a 
los puestos de policía, sino también a las instituciones psiquiátricas, a los hogares 
para adultos mayores, y a los centros para personas migrantes.4

La herramienta MNP, otorgada por el OPCAT a los Estados, porta un potencial 
invaluable para promover cambios radicales en la cultura del encierro institucio-
nal y para prevenir y combatir los actos que representan, estimulan, o permiten 
la tortura y otros malos tratos, así como aquellos que perpetúan la impunidad en 
todas o algunas de sus formas.

Consciente de la responsabilidad que este rol conlleva, así como del hecho que la 
erradicación de la tortura en nuestro país es una responsabilidad compartida, duran-
te la gestión 2017, el MNP buscó avanzar en la articulación con los distintos actores 
involucrados en la temática de privación de libertad, particularmente agentes guber-

4 Informe MNP 2016. Prólogo de Audrey Olivier Muralt, directora de la Oficina Regional para América Latina - Asocia-
ción para la Prevención de la Tortura (APT).

Mecanismo Nacional de Prevención:

Independiente. Independencia fun-
cional, presupuestaria y de criterio.

Autónomo. El Estado uruguayo se ha 
obligado a garantizar la independencia 
funcional del MNP, como así también 
la independencia de sus funcionarios 
(artículo 18 Numeral 1 del OPCAT).

Profesional. El Estado también se 
compromete a tomar las medidas ne-
cesarias a fin que los expertos/as del 
MNP tengan las capacidades y los co-
nocimientos profesionales requeridos.

Preventivo. La labor del MNP se diri-
ge fundamentalmente a prevenir y no 
a reaccionar ante denuncias individua-
les concretas.

Proactivo. Sus acciones tienden a co-
laborar en forma activa en la preven-
ción y erradicación de la tortura y los 
malos tratos.
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namentales, organizaciones de la sociedad civil, organismos internacionales y partici-
pación efectiva de las personas afectadas por las situaciones de encierro institucional.

Asimismo, se priorizó incrementar el alcance del sistema de monitoreo a nivel 
nacional; fortalecer los instrumentos metodológicos de monitoreo y generación 
de información, y profundizar en acciones que aporten a modificar las normativas 
y revertir las políticas públicas y prácticas institucionales que priorizan el encierro 
como forma de gestionar determinados conflictos sociales.

El artículo 23 del OPCAT establece que los Mecanismos Nacionales de Pre-
vención de los Estados Partes deberán elaborar un informe anual con la consi-
guiente obligación del Estado de difundirlo públicamente. 

Asimismo, se priorizó incrementar el alcance del sistema de monitoreo a nivel 
nacional; fortalecer los instrumentos metodológicos de monitoreo y generación 
de información, y profundizar en acciones que aporten a modificar las normativas 
y revertir las políticas públicas y prácticas institucionales que priorizan el encierro 
como forma de gestionar determinados conflictos sociales.

En este sentido, a través del análisis de las acciones y estrategias desarrolladas; 
los hallazgos y nudos críticos destacados; y los logros alcanzados durante el año 
2017, el presente Informe Anual procura transmitir una visión de lo que significa 
en la práctica la prevención de la tortura y otros malos tratos. 

Este IV Informe Anual presentado por el MNP tiene como objetivos: 
• Cumplir con el compromiso de los Estados Parte en observancia a lo dis-

puesto por el OPCAT, que establece en su artículo 23 “publicar y difundir 
los informes anuales de los Mecanismos Nacionales de Prevención”;

• Difundir y publicar las constataciones del MNP sobre los riesgos de tortura 
y malos tratos existentes en los lugares donde se encuentran personas pri-
vadas de libertad; 

• Explicitar el marco conceptual y metodológico del monitoreo realizado por 
el MNP.5

Está dirigido a la opinión pública en general y en particular a las organizacio-
nes de la sociedad civil, operadores públicos responsables de la implementación 
de las políticas en el marco de las cuales se efectúa la privación de libertad y a la 
comunidad internacional. 

Los contenidos se organizan en seis librillos; el primero brinda un panorama del 
Informe anual del MNP 2017 en el cual se sintetizan las principales novedades en 
todas las áreas de intervención. Los cuatro siguientes, analizan en forma específica 

5 De acuerdo a lo establecido por el artículo 68 de la Ley 18.446, en el mes de abril del año 2018, la INDDHH presentó 
su Informe Anual 2017 ante la Asamblea General del Poder Legislativo.
El capítulo IV del VI Informe Anual da cuenta de lo actuado durante el año 2017 en el cumplimiento de la función de MNP, 
conferida por el mandato legal. El presente Informe profundiza y amplía el análisis de algunos de los aspectos allí consignados. 
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las acciones referidas al monitoreo del sistema de protección de niñas, niños y ado-
lescentes, sistema de responsabilidad penal adolescente, sistema carcelario de adul-
tos y unidades policiales y finalmente, al monitoreo de instituciones psiquiátricas.

El último librillo compendia el marco normativo de referencia en privación de 
libertad. 

Con esta estructura, a manera de un “Modelo para armar”, se procura dar cuen-
ta de los distintos y disímiles ámbitos en los cuales el MNP está convocado a in-
tervenir, así como de facilitar la selección y tránsito por aquellos contenidos en los 
cuales cada actor involucrado focaliza su interés. 

El presente librillo, es una compilación de las disposiciones nacionales e in-
ternacionales más relevantes en materia de tortura y malos tratos. El objetivo es 
contar con una guía normativa acotada, que resulte de utilidad a todos/as quienes 
se encuentran vinculados con la problemática del encierro institucional.6

A fin de facilitar la consulta, la compilación se ha organizado por temas comen-
zando por aquella normativa general referente a los MNP, seguida de la normativa 
específica referida a niños, niñas y adolescentes institucionalizados (sistema de 
protección) y adolescentes en infracción a la ley penal, normativa aplicable a las 
mujeres privadas de libertad, personas en instituciones psiquiátricas y población 
LGTBI privada de libertad. Si bien la selección realizada pueda verse como una 
opción caprichosa o arbitraria en algunos casos, la recopilación de toda la norma-
tiva internacional y nacional como así también los distintos estándares referidos a 
la temática, requeriría de una publicación extensa y de dificultosa lectura, que no 
plasmaría el objetivo planteado. 

En esa línea no se incorporan normas que refieren particularmente a derechos 
fundamentales de las personas privadas de libertad (derecho a la salud, trabajo, edu-
cación, medio ambiente, etc.), así como a muchas otras cuestiones de la vida y convi-
vencia en contextos de encierro que, sin lugar a dudas, son de enorme importancia y 
trascendencia para la vida digna de todas/os quienes sufren la privación de su libertad. 

Se trata pues de una referencia normativa incompleta y, aún dentro del propó-
sito específico referido, con probables omisiones de carácter involuntario.

En virtud de ser consideradas de una incidencia y vínculo directo con even-
tuales situaciones de tortura, ha sido inevitable incluir algunas disposiciones que 
hacen referencia a cuestiones —fundamentalmente referidas al derecho a la sa-
lud— que no se corresponden estrictamente al criterio adoptado para la mencio-
nada selección. 

6 Ya sea operadores, profesionales y técnicos que trabajan en los diferentes sistemas, personas comprometidas con el 
respeto y ejercicio de los derechos humanos, medios de comunicación y, fundamentalmente, las personas privadas de su 
libertad y sus familiares. 
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El texto pretende ser asimismo un instrumento más en la trasmisión de los 
fundamentos de la labor del MNP y la referencia normativa básica que se tiene 
en cuenta en las visitas de monitoreo y en la información que se solicita para el 
análisis de las constataciones, la elaboración de informes y las recomendaciones 
que se emiten.
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Normativa general vinculada a la labor del MNP

INSTRUMENTOS INTERNACIONALES

Declaración Universal de Derechos Humanos (Arts. 5 y 9)
Artículo 5
Nadie será sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos o degra-

dantes.

Artículo 9
Nadie podrá ser arbitrariamente detenido, preso ni desterrado.

Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (Art. 25)
Artículo 25
Nadie puede ser privado de su libertad sino en los casos y según las formas 

establecidas por leyes preexistentes. 
Nadie puede ser detenido por incumplimiento de obligaciones de carácter ne-

tamente civil. 
Todo individuo que haya sido privado de su libertad tiene derecho a que el juez 

verifique sin demora la legalidad de la medida y a ser juzgado sin dilación injus-
tificada, o, de lo contrario, a ser puesto en libertad. Tiene derecho también a un 
tratamiento humano durante la privación de su libertad.

Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (Arts. 7, 9 y 10),  
aprobado por la Ley 13.751

Artículo 7
Nadie será sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos o degra-

dantes. En particular, nadie será sometido sin su libre consentimiento a experi-
mentos médicos o científicos.
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Artículo 9
1. Todo individuo tiene derecho a la libertad y a la seguridad personales. Na-

die podrá ser sometido a detención o prisión arbitrarias. Nadie podrá ser 
privado de su libertad, salvo por las causas fijadas por ley y con arreglo al 
procedimiento establecido en esta.

2. Toda persona detenida será informada, en el momento de su detención, de 
las razones de la misma, y notificada, sin demora, de la acusación formulada 
contra ella.

3. Toda persona detenida o presa a causa de una infracción penal será llevada 
sin demora ante un juez u otro funcionario autorizado por la ley para ejercer 
funciones judiciales, y tendrá derecho a ser juzgada dentro de un plazo ra-
zonable o a ser puesta en libertad. La prisión preventiva de las personas que 
hayan de ser juzgadas no debe ser la regla general, pero su libertad podrá 
estar subordinada a garantías que aseguren la comparecencia del acusado en 
el acto del juicio, o en cualquier otro momento de las diligencias procesales 
y, en su caso, para la ejecución del fallo.

4. Toda persona que sea privada de libertad en virtud de detención o prisión 
tendrá derecho a recurrir ante un tribunal, a fin de que este decida a la bre-
vedad posible sobre la legalidad de su prisión y ordene su libertad si la pri-
sión fuera ilegal.

5. Toda persona que haya sido ilegalmente detenida o presa, tendrá el derecho 
efectivo a obtener reparación.

Artículo 10
1. Toda persona privada de libertad será tratada humanamente y con el respe-

to debido a la dignidad inherente al ser humano.
2. a) Los procesados estarán separados de los condenados, salvo en circuns-

tancias excepcionales, y serán sometidos a un tratamiento distinto, adecua-
do a su condición de personas no condenadas;

  b) Los menores procesados estarán separados de los adultos y deberán ser 
llevados ante los tribunales de justicia con la mayor celeridad posible para su 
enjuiciamiento. 

3. El régimen penitenciario consistirá en un tratamiento cuya finalidad esen-
cial será la reforma y la readaptación social de los penados. Los menores 
delincuentes estarán separados de los adultos y serán sometidos a un trata-
miento adecuado a su edad y condición jurídica.
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Convención Americana sobre Derechos Humanos (Arts. 5, 7 y 25),  
aprobada por la Ley 15.737

Artículo 5
Derecho a la Integridad Personal 
1. Toda persona tiene derecho a que se respete su integridad f ísica, psíquica y 

moral. 
2. Nadie debe ser sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos 

o degradantes. Toda persona privada de libertad será tratada con el respeto 
debido a la dignidad inherente al ser humano. 

3. La pena no puede trascender de la persona del delincuente. 
4. Los procesados deben estar separados de los condenados, salvo en circuns-

tancias excepcionales, y serán sometidos a un tratamiento adecuado a su 
condición de personas no condenadas. 

5. Cuando los menores puedan ser procesados, deben ser separados de los 
adultos y llevados ante tribunales especializados, con la mayor celeridad po-
sible, para su tratamiento. 

6. Las penas privativas de la libertad tendrán como finalidad esencial la refor-
ma y la readaptación social de los condenados. 

Artículo 7
Derecho a la Libertad Personal 
1. Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad personales. 
2. Nadie puede ser privado de su libertad f ísica, salvo por las causas y en las 

condiciones fijadas de antemano por las Constituciones Políticas de los Es-
tados partes o por las leyes dictadas conforme a ellas. 

3. Nadie puede ser sometido a detención o encarcelamiento arbitrarios. 
4. Toda persona detenida o retenida debe ser informada de las razones de su 

detención y notificada, sin demora, del cargo o cargos formulados contra ella. 
5. Toda persona detenida o retenida debe ser llevada, sin demora, ante un juez 

u otro funcionario autorizado por la ley para ejercer funciones judiciales y 
tendrá derecho a ser juzgada dentro de un plazo razonable o a ser puesta en 
libertad, sin perjuicio de que continúe el proceso. Su libertad podrá estar 
condicionada a garantías que aseguren su comparecencia en el juicio. 

6. Toda persona privada de libertad tiene derecho a recurrir ante un juez o tri-
bunal competente, a fin de que este decida, sin demora, sobre la legalidad de 
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su arresto o detención y ordene su libertad si el arresto o la detención fueran 
ilegales. En los Estados partes cuyas leyes prevén que toda persona que se 
viera amenazada de ser privada de su libertad tiene derecho a recurrir a un 
juez o tribunal competente a fin de que este decida sobre la legalidad de tal 
amenaza, dicho recurso no puede ser restringido ni abolido. Los recursos 
podrán interponerse por sí o por otra persona. 

7. Nadie será detenido por deudas. Este principio no limita los mandatos de 
autoridad judicial competente dictados por incumplimientos de deberes ali-
mentarios.

Artículo 25
Protección Judicial 
1. Toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a cualquier 

otro recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que la ampa-
re contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la 
Constitución, la ley o la presente Convención, aun cuando tal violación sea 
cometida por personas que actúen en ejercicio de sus funciones oficiales. 

2. Los Estados partes se comprometen:
 a. a garantizar que la autoridad competente prevista por el sistema legal del 

Estado decidirá sobre los derechos de toda persona que interponga tal recurso;
 b. a desarrollar las posibilidades de recurso judicial, y
 c. a garantizar el cumplimiento, por las autoridades competentes, de toda 

decisión en que se haya estimado procedente el recurso.

Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos  
o Degradantes, aprobada por la Ley 15.798 (Arts. 1 al 2, 4, 10 al 13, 15 al 16)

Parte I
Artículo 1
1. A los efectos de la presente Convención, se entenderá por el término “tortura” 

todo acto por el cual se inflija intencionadamente a una persona dolores o 
sufrimientos graves, ya sean f ísicos o mentales, con el fin de obtener de ella o 
de un tercero información o una confesión, de castigarla por un acto que haya 
cometido, o se sospeche que ha cometido, o de intimidar o coaccionar a esa 
persona o a otras, o por cualquier razón basada en cualquier tipo de discrimi-
nación, cuando dichos dolores o sufrimientos sean infligidos por un funciona-
rio público u otra persona en el ejercicio de funciones públicas, a instigación 
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suya, o con su consentimiento o aquiescencia. No se considerarán torturas 
los dolores o sufrimientos que sean consecuencia únicamente de sanciones 
legítimas, o que sean inherentes o incidentales a estas.

2. El presente artículo se entenderá sin perjuicio de cualquier instrumento in-
ternacional o legislación nacional que contenga o pueda contener disposi-
ciones de mayor alcance.

Artículo 2
1. Todo Estado Parte tomará medidas legislativas, administrativas, judiciales o 

de otra índole eficaces para impedir los actos de tortura en todo territorio 
que esté bajo su jurisdicción.

2. En ningún caso podrán invocarse circunstancias excepcionales tales como 
estado de guerra o amenaza de guerra, inestabilidad política interna o cual-
quier otra emergencia pública como justificación de la tortura. 

3. No podrá invocarse una orden de un funcionario superior o de una autori-
dad pública como justificación de la tortura.

Artículo 4
1. Todo Estado Parte velará por que todos los actos de tortura constituyan de-

litos conforme a su legislación penal. Lo mismo se aplicará a toda tentativa 
de cometer tortura y a todo acto de cualquier persona que constituya com-
plicidad o participación en la tortura.

2. Todo Estado Parte castigará esos delitos con penas adecuadas en las que se 
tenga en cuenta su gravedad.

Artículo 10
1. Todo Estado Parte velará por que se incluyan una educación y una informa-

ción completas sobre la prohibición de la tortura en la formación profesio-
nal del personal encargado de la aplicación de la ley, sea este civil, militar, del 
personal médico, de los funcionarios públicos y otras personas que puedan 
participar en la custodia, el interrogatorio o el tratamiento de cualquier per-
sona sometida a cualquier forma de arresto, detención o prisión.

2. Todo Estado Parte incluirá esta prohibición en las normas o instrucciones 
que se publiquen en relación con los deberes y funciones de esas personas.
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Artículo 11
Todo Estado Parte mantendrá sistemáticamente en examen las normas e ins-

trucciones, métodos y prácticas de interrogatorio, así como las disposiciones para 
la custodia y el tratamiento de las personas sometidas a cualquier forma de arres-
to, detención o prisión en cualquier territorio que esté bajo su jurisdicción, a fin 
de evitar todo caso de tortura. 

Artículo 12
Todo Estado Parte velará por que, siempre que haya motivos razonables para 

creer que dentro de su jurisdicción se ha cometido un acto de tortura, las autori-
dades competentes procedan a una investigación pronta e imparcial. 

Artículo 13
Todo Estado Parte velará por que toda persona que alegue haber sido sometida 

a tortura en cualquier territorio bajo su jurisdicción tenga derecho a presentar una 
queja y a que su caso sea pronta e imparcialmente examinado por sus autoridades 
competentes. Se tomarán medidas para asegurar que quien presente la queja y los 
testigos estén protegidos contra malos tratos o intimidación como consecuencia 
de la queja o del testimonio prestado. 

Artículo 15
Todo Estado Parte se asegurará de que ninguna declaración que se demuestre 

que ha sido hecha como resultado de tortura pueda ser invocada como prueba en 
ningún procedimiento, salvo en contra de una persona acusada de tortura como 
prueba de que se ha formulado la declaración.

Artículo 16
1. Todo Estado Parte se comprometerá a prohibir en cualquier territorio bajo 

su jurisdicción otros actos que constituyan tratos o penas crueles, inhuma-
nos o degradantes y que no lleguen a ser tortura tal como se define en el 
artículo 1, cuando esos actos sean cometidos por un funcionario público u 
otra persona que actúe en el ejercicio de funciones oficiales, o por instiga-
ción o con el consentimiento o la aquiescencia de tal funcionario o persona. 
Se aplicarán, en particular, las obligaciones enunciadas en los artículos 10, 
11, 12 y 13, sustituyendo las referencias a la tortura por referencias a otras 
formas de tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes.
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2. La presente Convención se entenderá sin perjuicio de lo dispuesto en otros 
instrumentos internacionales o leyes nacionales que prohíban los tratos y 
las penas crueles, inhumanos o degradantes o que se refieran a la extradi-
ción o expulsión.

Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura,  
aprobada por la Ley 16.294 (Arts. 1 al 10)

Artículo 1
Los Estados Partes se obligan a prevenir y a sancionar la tortura en los términos 

de la presente Convención.

Artículo 2
Para los efectos de la presente Convención se entenderá por tortura todo acto 

realizado intencionalmente por el cual se inflijan a una persona penas o sufri-
mientos f ísicos o mentales, con fines de investigación criminal, como medio in-
timidatorio, como castigo personal, como medida preventiva, como pena o con 
cualquier otro fin. Se entenderá también como tortura la aplicación sobre una per-
sona de métodos tendientes a anular la personalidad de la víctima o a disminuir 
su capacidad f ísica o mental, aunque no causen dolor f ísico o angustia psíquica.

No estarán comprendidos en el concepto de tortura las penas o sufrimientos 
f ísicos o mentales que sean únicamente consecuencia de medidas legales o inhe-
rentes a estas, siempre que no incluyan la realización de los actos o la aplicación 
de los métodos a que se refiere el presente artículo.

Artículo 3
Serán responsables del delito de tortura:
a) Los empleados o funcionarios públicos que actuando en ese carácter or-

denen, instiguen, induzcan a su comisión, lo cometan directamente o que, 
pudiendo impedirlo, no lo hagan.

b) Las personas que a instigación de los funcionarios o empleados públicos a 
que se refiere el inciso a) ordenen, instiguen o induzcan a su comisión, lo 
cometan directamente o sean cómplices. 

Artículo 4
El hecho de haber actuado bajo órdenes superiores no eximirá de la responsa-

bilidad penal correspondiente.
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Artículo 5
No se invocará ni admitirá como justificación del delito de tortura la existencia 

de circunstancias tales como estado de guerra, amenaza de guerra, estado de sitio o 
de emergencia, conmoción o conflicto interior, suspensión de garantías constitucio-
nales, la inestabilidad política interna y otras emergencias o calamidades públicas.

Ni la peligrosidad del detenido o penado, ni la inseguridad del establecimiento 
carcelario o penitenciario pueden justificar la tortura.

Artículo 6
De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1, los Estados Partes tomarán me-

didas efectivas para prevenir y sancionar la tortura en el ámbito de su jurisdicción.
Los Estado Partes se asegurarán de que todos los actos de tortura y los intentos 

de cometer tales actos constituyan delitos conforme a su derecho penal, estable-
ciendo para castigarlos sanciones severas que tengan en cuenta su gravedad.

Igualmente, los Estados Partes tomarán medidas efectivas para prevenir y san-
cionar, además, otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes en el ám-
bito de su jurisdicción.

Artículo 7
Los Estados Partes tomarán medidas para que, en el adiestramiento de agentes 

de la policía y de otros funcionarios públicos responsables de la custodia de las 
personas privadas de su libertad, provisional o definitiva, en los interrogatorios, 
detenciones o arrestos, se ponga especial énfasis en la prohibición del empleo de 
la tortura.

Igualmente, los Estados Partes tomarán medidas similares para evitar otros 
tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes.

Artículo 8
Los Estados Partes garantizarán a toda persona que denuncie haber sido some-

tida a tortura en el ámbito de su jurisdicción el derecho a que el caso sea exami-
nado imparcialmente.

Asimismo, cuando exista denuncia o razón fundada para creer que se ha co-
metido un acto de tortura en el ámbito de su jurisdicción, los Estados Partes ga-
rantizarán que sus respectivas autoridades proceder5án de oficio y de inmediato 
a realizar una investigación sobre el caso y a iniciar, cuando corresponda, el res-
pectivo proceso penal.
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Una vez agotado el ordenamiento jurídico interno del respectivo Estado y los 
recursos que este prevé, el caso podrá ser sometido a instancias internacionales 
cuya competencia haya sido aceptada por ese Estado.

Artículo 9
Los Estados Partes se comprometen a incorporar en sus legislaciones nacio-

nales normas que garanticen una compensación adecuada para las víctimas del 
delito de tortura.

Nada de lo dispuesto en este artículo afectará el derecho que puedan tener la 
víctima y otras personas de recibir compensación en virtud de legislación nacio-
nal existente.

Artículo 10
Ninguna declaración que se compruebe haber sido obtenida mediante tortura po-

drá ser admitida como medio de prueba en un proceso, salvo en el que se siga contra 
la persona o personas acusadas de haberla obtenido, mediante actos de tortura y 
únicamente como prueba de que por ese medio el acusado obtuvo tal declaración.

Protocolo Facultativo de la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, 
Inhumanos o Degradantes, aprobado por la Ley 17.914 (Arts. 1 al 4 y 17 al 23)

Parte I 
Principios generales 
Artículo 1
El objetivo del presente Protocolo es establecer un sistema de visitas periódicas 

a cargo de órganos internacionales y nacionales independientes a los lugares en 
que se encuentren personas privadas de su libertad, con el fin de prevenir la tor-
tura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes.

Artículo 2
1. Se establecerá un Subcomité para la Prevención de la Tortura y Otros Tratos 

o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes del Comité contra la Tortura 
(en adelante denominado el Subcomité para la Prevención) que desempeña-
rá las funciones previstas en el presente Protocolo.

2. El Subcomité para la Prevención realizará su labor en el marco de la Carta de 
las Naciones Unidas y se guiará por los propósitos y principios enunciados 
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en ella, así como por las normas de las Naciones Unidas relativas al trato de 
las personas privadas de su libertad.

3. Asimismo, el Subcomité para la Prevención se guiará por los principios de 
confidencialidad, imparcialidad, no selectividad, universalidad y objetividad.

4. El Subcomité para la Prevención y los Estados Partes cooperarán en la apli-
cación del presente Protocolo.

Artículo 3
Cada Estado Parte establecerá, designará o mantendrá, a nivel nacional, uno 

o varios órganos de visitas para la prevención de la tortura y otros tratos o penas 
crueles, inhumanos o degradantes (en adelante denominado el mecanismo nacio-
nal de prevención).

Artículo 4
1. Cada Estado Parte permitirá las visitas, de conformidad con el presente Pro-

tocolo, de los mecanismos mencionados en los artículos 2 y 3 a cualquier 
lugar bajo su jurisdicción y control donde se encuentren o pudieran encon-
trarse personas privadas de su libertad, bien por orden de una autoridad 
pública o a instigación suya o con su consentimiento expreso o tácito (en 
adelante denominado lugar de detención). Estas visitas se llevarán a cabo 
con el fin de fortalecer, si fuera necesario, la protección de estas personas 
contra la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes.

2. A los efectos del presente Protocolo, por privación de libertad se entiende 
cualquier forma de detención o encarcelamiento o de custodia de una persona 
por orden de una autoridad judicial o administrativa o de otra autoridad pú-
blica, en una institución pública o privada de la cual no pueda salir libremente.

Parte IV 
Mecanismos nacionales de prevención 
Artículo 17 
Cada Estado Parte mantendrá, designará o creará, a más tardar un año después 

de la entrada en vigor del presente Protocolo o de su ratificación o adhesión, uno 
o varios mecanismos nacionales independientes para la prevención de la tortu-
ra a nivel nacional. Los mecanismos establecidos por entidades descentralizadas 
podrán ser designados mecanismos nacionales de prevención a los efectos del 
presente Protocolo si se ajustan a sus disposiciones.
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Artículo 18
1. Los Estados Partes garantizarán la independencia funcional de los mecanis-

mos nacionales de prevención, así como la independencia de su personal.
2. Los Estados Partes tomarán las medidas necesarias a fin de garantizar que 

los expertos del mecanismo nacional de prevención tengan las aptitudes y 
los conocimientos profesionales requeridos. Se tendrá igualmente en cuenta 
el equilibrio de género y la adecuada representación de los grupos étnicos y 
minoritarios del país.

3. Los Estados Partes se comprometen a proporcionar los recursos necesarios 
para el funcionamiento de los mecanismos nacionales de prevención.

4. Al establecer los mecanismos nacionales de prevención, los Estados Partes 
tendrán debidamente en cuenta los Principios relativos al estatuto de las ins-
tituciones nacionales de promoción y protección de los derechos humanos.

Artículo 19
Los mecanismos nacionales de prevención tendrán como mínimo las siguien-

tes facultades:
a) Examinar periódicamente el trato de las personas privadas de su libertad en 

lugares de detención, según la definición del artículo 4, con miras a fortale-
cer, si fuera necesario, su protección contra la tortura y otros tratos o penas 
crueles, inhumanos o degradantes;

b) Hacer recomendaciones a las autoridades competentes con objeto de me-
jorar el trato y las condiciones de las personas privadas de su libertad y de 
prevenir la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, 
tomando en consideración las normas pertinentes de las Naciones Unidas;

c) Hacer propuestas y observaciones acerca de la legislación vigente o de los 
proyectos de ley en la materia. 

Artículo 20
A fin de que los mecanismos nacionales de prevención puedan desempeñar su 

mandato, los Estados Partes en el presente Protocolo se comprometen a darles:
a) Acceso a toda la información acerca del número de personas privadas de su 

libertad en lugares de detención según la definición del artículo 4 y sobre el 
número de lugares de detención y su emplazamiento;

b) Acceso a toda la información relativa al trato de esas personas y a las condi-
ciones de su detención;
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c) Acceso a todos los lugares de detención y a sus instalaciones y servicios;
d) Posibilidad de entrevistarse con las personas privadas de su libertad, sin tes-

tigos, personalmente o con la asistencia de un intérprete en caso necesario, 
así como con cualquier otra persona que el mecanismo nacional de preven-
ción considere que pueda facilitar información pertinente;

e) Libertad para seleccionar los lugares que deseen visitar y las personas a las 
que deseen entrevistar;

f ) El derecho a mantener contactos con el Subcomité para la Prevención, en-
viarle información y reunirse con él. 

Artículo 21
1. Ninguna autoridad o funcionario ordenará, aplicará, permitirá o tolerará 

sanción alguna contra una persona u organización por haber comunicado al 
mecanismo nacional de prevención cualquier información, ya sea verdadera 
o falsa, y ninguna de estas personas u organizaciones sufrirá perjuicios de 
ningún tipo por este motivo.

2. La información confidencial recogida por el mecanismo nacional de pre-
vención tendrá carácter reservado. No podrán publicarse datos personales 
sin el consentimiento expreso de la persona interesada.

Artículo 22
Las autoridades competentes del Estado Parte interesado examinarán las reco-

mendaciones del mecanismo nacional de prevención y entablarán un diálogo con 
este mecanismo acerca de las posibles medidas de aplicación.

Artículo 23
Los Estados Partes en el presente Protocolo se comprometen a publicar y di-

fundir los informes anuales de los mecanismos nacionales de prevención.



27

Marco normativo

Conjunto de Principios para la Protección de todas las personas sometidas a cual-
quier forma de detención o prisión (Principios 1 al 14, 16 al 34, 36 al 39)

Adoptado por la Asamblea General en su resolución 43/173, de 9 de diciembre 
de 1988.

Principio 1
Toda persona sometida a cualquier forma de detención o prisión será tratada 

humanamente y con el respeto debido a la dignidad inherente al ser humano.

Principio 2
El arresto, la detención o la prisión solo se llevarán a cabo en estricto cumpli-

miento de la ley y por funcionarios competentes o personas autorizadas para ese fin.

Principio 3 
No se restringirá o menoscabará ninguno de los derechos humanos de las per-

sonas sometidas a cualquier forma de detención o prisión reconocidos o vigentes 
en un Estado en virtud de leyes, convenciones, reglamentos o costumbres so pre-
texto de que el presente Conjunto de Principios no reconoce esos derechos o los 
reconoce en menor grado.

Principio 4 
Toda forma de detención o prisión y todas las medidas que afectan a los dere-

chos humanos de las personas sometidas a cualquier forma de detención o prisión 
deberán ser ordenadas por un juez u otra autoridad, o quedar sujetas a la fiscali-
zación efectiva de un juez u otra autoridad.

Principio 5 
1. Los presentes principios se aplicarán a todas las personas en el territorio 

de un Estado, sin distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión o 
creencia religiosa, opinión política o de otra índole, origen nacional, étnico 
o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición.

2. Las medidas que se apliquen con arreglo a la ley y que tiendan a proteger ex-
clusivamente los derechos y la condición especial de la mujer, en particular 
de las mujeres embarazadas y las madres lactantes, los niños y los jóvenes, 
las personas de edad, los enfermos o los impedidos, no se considerarán dis-
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criminatorias. La necesidad y la aplicación de tales medidas estarán siempre 
sujetas a revisión por un juez u otra autoridad.

Principio 6 
Ninguna persona sometida a cualquier forma de detención o prisión será so-

metida a tortura o a tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes. No podrá 
invocarse circunstancia alguna como justificación de la tortura o de otros tratos o 
penas crueles, inhumanos o degradantes.

Principio 7 
1. Los Estados deberán prohibir por ley todo acto contrario a los derechos y 

deberes que se enuncian en los presentes principios, someter todos esos ac-
tos a las sanciones procedentes y realizar investigaciones imparciales de las 
denuncias al respecto.

2. Los funcionarios que tengan razones para creer que se ha producido o está 
por producirse una violación del presente Conjunto de Principios comuni-
carán la cuestión a sus superiores y, cuando sea necesario, a las autoridades 
u órganos competentes que tengan atribuciones fiscalizadoras o correctivas.

3. Toda otra persona que tenga motivos para creer que se ha producido o está 
por producirse una violación del presente Conjunto de Principios tendrá 
derecho a comunicar el asunto a los superiores de los funcionarios invo-
lucrados, así como a otras autoridades u órganos competentes que tengan 
atribuciones fiscalizadoras o correctivas.

Principio 8 
Las personas detenidas recibirán un trato apropiado a su condición de perso-

nas que no han sido condenadas. En consecuencia, siempre que sea posible se las 
mantendrá separadas de las personas presas.

Principio 9 
Las autoridades que arresten a una persona, la mantengan detenida o investi-

guen el caso solo podrán ejercer las atribuciones que les confiera la ley, y el ejer-
cicio de esas atribuciones estará sujeto a recurso ante un juez u otra autoridad.
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Principio 10 
Toda persona arrestada será informada en el momento de su arresto de la ra-

zón por la que se procede a él y notificada sin demora de la acusación formulada 
contra ella.

Principio 11 
1. Nadie será mantenido en detención sin tener la posibilidad real de ser oído sin 

demora por un juez u otra autoridad. La persona detenida tendrá el derecho de 
defenderse por sí misma o ser asistida por un abogado según prescriba la ley.

2. Toda persona detenida y su abogado, si lo tiene, recibirán una comunicación 
inmediata y completa de la orden de detención, junto con las razones en que 
se funde.

3. Se facultará a un juez o a otra autoridad para considerar la prolongación de 
la detención según corresponda.

Principio 12 
1. Se harán constar debidamente:
 a) Las razones del arresto;
 b) La hora del arresto de la persona y la hora de su traslado al lugar de custodia, 

así como la hora de su primera comparecencia ante el juez u otra autoridad;
 c) La identidad de los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley que 

hayan intervenido;
 d) Información precisa acerca del lugar de custodia.
2. La constancia de esas actuaciones será puesta en conocimiento de la perso-

na detenida o de su abogado, si lo tiene, en la forma prescrita por la ley.

Principio 13 
Las autoridades responsables del arresto, detención o prisión de una persona 

deberán suministrarle, en el momento del arresto y al comienzo del período de 
detención o de prisión o poco después, información y una explicación sobre sus 
derechos, así como sobre la manera de ejercerlos.

Principio 14 
Toda persona que no comprenda o no hable adecuadamente el idioma em-

pleado por las autoridades responsables del arresto, detención o prisión tendrá 
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derecho a que se le comunique sin demora, en un idioma que comprenda, la in-
formación mencionada en el principio 10, el párrafo 2 del principio 11, el párrafo 
1 del principio 12 y el principio 13 y a contar con la asistencia, gratuita si fuese 
necesario, de un intérprete en las actuaciones judiciales posteriores a su arresto.

Principio 16 
1. Prontamente después de su arresto y después de cada traslado de un lugar 

de detención o prisión a otro, la persona detenida o presa tendrá derecho 
a notificar, o a pedir que la autoridad competente notifique, a su familia o a 
otras personas idóneas que él designe, su arresto, detención o prisión o su 
traslado y el lugar en que se encuentra bajo custodia.

2. Si se trata de un extranjero, la persona detenida o presa será también infor-
mada prontamente de su derecho a ponerse en comunicación por los me-
dios adecuados con una oficina consular o la misión diplomática del Estado 
del que sea nacional o de aquel al que, por otras razones, competa recibir 
esa comunicación, de conformidad con el derecho internacional o con el 
representante de la organización internacional competente, si se trata de un 
refugiado o se halla bajo la protección de una organización interguberna-
mental por algún otro motivo.

3. Si la persona detenida o presa es un menor o una persona incapaz de en-
tender cuáles son sus derechos, la autoridad competente se encargará por 
iniciativa propia de efectuar la notificación a que se hace referencia en este 
principio. Se velará en especial porque los padres o tutores sean notificados.

4. La autoridad competente hará o permitirá que se hagan sin demora las noti-
ficaciones a que se hace referencia en el presente principio. Sin embargo, la 
autoridad competente podrá retrasar una notificación por un período razo-
nable en los casos en que las necesidades excepcionales de la investigación 
así lo requieran.

Principio 17 
1. Las personas detenidas tendrán derecho a asistencia de un abogado. La au-

toridad competente les informará de ese derecho prontamente después de 
su arresto y les facilitará medios adecuados para ejercerlo.

2. La persona detenida que no disponga de asistencia de un abogado de su 
elección tendrá derecho a que un juez u otra autoridad le designe un aboga-
do en todos los casos en que el interés de la justicia así lo requiera y sin costo 
para él si careciere de medios suficientes para pagarlo. 
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Principio 18
1. Toda persona detenida o presa tendrá derecho a comunicarse con su aboga-

do y a consultarlo.
2. Se darán a la persona detenida o presa tiempo y medios adecuados para 

consultar con su abogado.
3. El derecho de la persona detenida o presa a ser visitada por su abogado y a 

consultarlo y comunicarse con él, sin demora y sin censura, y en régimen 
de absoluta confidencialidad, no podrá suspenderse ni restringirse, salvo en 
circunstancias excepcionales que serán determinadas por la ley o los regla-
mentos dictados conforme a derecho, cuando un juez u otra autoridad lo 
considere indispensable para mantener la seguridad y el orden.

4. Las entrevistas entre la persona detenida o presa y su abogado podrán cele-
brarse a la vista de un funcionario encargado de hacer cumplir la ley, pero 
este no podrá hallarse a distancia que le permita oír la conversación.

5. Las comunicaciones entre una persona detenida o presa y su abogado men-
cionadas en el presente principio no se podrán admitir como prueba en con-
tra de la persona detenida o presa a menos que se relacionen con un delito 
continuo o que se proyecte cometer.

Principio 19 
Toda persona detenida o presa tendrá el derecho de ser visitada, en particular por 

sus familiares, y de tener correspondencia con ellos y tendrá oportunidad adecuada 
de comunicarse con el mundo exterior, con sujeción a las condiciones y restriccio-
nes razonables determinadas por ley o reglamentos dictados conforme a derecho.

Principio 20 
Si lo solicita la persona detenida o presa, será mantenida en lo posible en un 

lugar de detención o prisión situado a una distancia razonable de su lugar de re-
sidencia habitual.

Principio 21 
1. Estará prohibido abusar de la situación de una persona detenida o presa para 

obligarla a confesar o declarar contra sí misma o contra cualquier otra persona.
2. Ninguna persona detenida será sometida, durante su interrogatorio, a vio-

lencia, amenazas o cualquier otro método de interrogación que menoscabe 
su capacidad de decisión o su juicio.
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Principio 22 
Ninguna persona detenida o presa será sometida, ni siquiera con su consenti-

miento, a experimentos médicos o científicos que puedan ser perjudiciales para 
su salud.

Principio 23 
1. La duración de todo interrogatorio a que se someta a una persona detenida o 

presa y la de los intervalos entre los interrogatorios, así como la identidad de 
los funcionarios que los hayan practicado y la de las demás personas presen-
tes, serán consignadas en registros y certificadas en la forma prescrita por ley.

2. La persona detenida o presa, o su abogado, cuando lo disponga la ley, tendrá 
acceso a la información descrita en el párrafo 1 del presente principio.

Principio 24 
Se ofrecerá a toda persona detenida o presa un examen médico apropiado con 

la menor dilación posible después de su ingreso en el lugar de detención o prisión 
y, posteriormente, esas personas recibirán atención y tratamiento médico cada 
vez que sea necesario. Esa atención y ese tratamiento serán gratuitos.

Principio 25 
La persona detenida o presa o su abogado, con sujeción únicamente a condi-

ciones razonables que garanticen la seguridad y el orden en el lugar de detención 
o prisión, tendrá derecho a solicitar autorización de un juez u otra autoridad para 
un segundo examen médico o una segunda opinión médica.

Principio 26 
Quedará debida constancia en registros del hecho de que una persona detenida 

o presa ha sido sometida a un examen médico, del nombre del médico y de los 
resultados de dicho examen. Se garantizará el acceso a esos registros. Las modali-
dades a tal efecto serán conformes a las normas pertinentes del derecho interno.

Principio 27 
La inobservancia de los presentes principios en la obtención de las pruebas se 

tendrá en cuenta al determinar la admisibilidad de tales pruebas contra una per-
sona detenida o presa.
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Principio 28 
La persona detenida o presa tendrá derecho a obtener, dentro de los límites 

de los recursos disponibles si se trata de fuentes públicas, cantidades razonables 
de materiales educacionales, culturales y de información, con sujeción a condi-
ciones razonables que garanticen la seguridad y el orden en el lugar de detención 
o prisión.

Principio 29 
1. A fin de velar por la estricta observancia de las leyes y reglamentos perti-

nentes, los lugares de detención serán visitados regularmente por personas 
calificadas y experimentadas nombradas por una autoridad competente dis-
tinta de la autoridad directamente encargada de la administración del lugar 
de detención o prisión, y dependientes de esa autoridad.

2. La persona detenida o presa tendrá derecho a comunicarse libremente y en 
régimen de absoluta confidencialidad con las personas que visiten los luga-
res de detención o prisión de conformidad con lo dispuesto en el párrafo 1 
del presente principio, con sujeción a condiciones razonables que garanti-
cen la seguridad y el orden en tales lugares.

Principio 30 
1. Los tipos de conducta de la persona detenida o presa que constituyan in-

fracciones disciplinarias durante la detención o la prisión, la descripción y 
duración de las sanciones disciplinarias que puedan aplicarse y las autori-
dades competentes para aplicar dichas sanciones se determinarán por ley o 
por reglamentos dictados conforme a derecho y debidamente publicados.

2. La persona detenida o presa tendrá derecho a ser oída antes de que se tomen 
medidas disciplinarias. Tendrá derecho a someter tales medidas a autorida-
des superiores para su examen.

Principio 31 
Las autoridades competentes procurarán asegurar, de conformidad con el de-

recho interno y cuando se necesite, la asistencia a los familiares de las personas 
detenidas o presas que estén a cargo de estas, y en particular a los menores, y 
velarán especialmente por la tutela de los niños que hayan quedado privados de 
supervisión.
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Principio 32 
1. La persona detenida o su abogado tendrá derecho a interponer en cualquier 

momento una acción, con arreglo al derecho interno, ante un juez u otra 
autoridad a fin de impugnar la legalidad de su detención y, si esta no fuese 
legal, obtener su inmediata liberación.

2. El procedimiento previsto en el párrafo 1 del presente principio, será sen-
cillo y expedito y no entrañará costo alguno para el detenido, si este care-
ciere de medios suficientes. La autoridad que haya procedido a la detención 
llevará sin demora injustificada al detenido ante la autoridad encargada del 
examen del caso.

Principio 33 
1. La persona detenida o presa o su abogado tendrá derecho a presentar a las 

autoridades encargadas de la administración del lugar de detención y a las 
autoridades superiores y, de ser necesario, a las autoridades competentes 
que tengan atribuciones fiscalizadoras o correctivas una petición o un re-
curso por el trato de que haya sido objeto, en particular en caso de tortura u 
otros tratos crueles, inhumanos o degradantes.

2. Los derechos que confiere el párrafo 1 del presente principio, podrán ser 
ejercidos por un familiar de la persona presa o detenida o por otra persona 
que tenga conocimiento del caso cuando ni la persona presa o detenida ni 
su abogado tengan posibilidades de ejercerlos.

3. La petición o recurso serán confidenciales si así lo pidiere el recurrente.
4. Toda petición o recurso serán examinados sin dilación y contestados sin 

demora injustificada. Si la petición o recurso fueren rechazados o hubiere 
un retraso excesivo, el recurrente tendrá derecho a presentar una petición 
o recurso ante un juez u otra autoridad. Ni las personas detenidas o presas 
ni los recurrentes sufrirán perjuicios por haber presentado una petición o 
recurso de conformidad con el párrafo 1 del presente principio.

Principio 34 
Si una persona detenida o presa muere o desaparece durante su detención o pri-

sión, un juez u otra autoridad, de oficio o a instancias de un miembro de la familia de 
esa persona o de alguna persona que tenga conocimiento del caso, investigará la causa 
de la muerte o desaparición. Cuando las circunstancias lo justifiquen, se llevará a cabo 
una investigación iniciada de la misma manera cuando la muerte o desaparición ocu-
rra poco después de terminada la detención o prisión. Las conclusiones de esa inves-
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tigación o el informe correspondiente serán puestos a disposición de quien lo solicite, 
a menos que con ello se obstaculice la instrucción de una causa penal en curso.

Principio 36 
1. Se presumirá la inocencia de toda persona sospechosa o acusada de un de-

lito y se la tratará como tal mientras no haya sido probada su culpabilidad 
conforme al derecho en un juicio público en el que haya gozado de todas las 
garantías necesarias para su defensa.

2. Solo se procederá al arresto o detención de esa persona en espera de la ins-
trucción y el juicio cuando lo requieran las necesidades de la administración 
de justicia por motivos y según condiciones y procedimientos determinados 
por ley. Estará prohibido imponer a esa persona restricciones que no estén 
estrictamente justificadas para los fines de la detención o para evitar que se 
entorpezca el proceso de instrucción o la administración de justicia, o para 
el mantenimiento de la seguridad y el orden en el lugar de detención.

Principio 37 
Toda persona detenida a causa de una infracción penal será llevada sin demora 

tras su detención ante un juez u otra autoridad determinada por ley. Esa autoridad 
decidirá sin dilación si la detención es lícita y necesaria. Nadie podrá ser mante-
nido en detención en espera de la instrucción o el juicio salvo en virtud de orden 
escrita de dicha autoridad. Toda persona detenida, al comparecer ante esa auto-
ridad, tendrá derecho a hacer una declaración acerca del trato que haya recibido 
durante su detención.

Principio 38 
La persona detenida a causa de una infracción penal tendrá derecho a ser juz-

gada dentro de un plazo razonable o puesta en libertad en espera de juicio.

Principio 39 
Excepto en casos especiales indicados por ley, toda persona detenida a causa de 

una infracción penal tendrá derecho, a menos que un juez u otra autoridad decida 
lo contrario en interés de la administración de justicia, a la libertad en espera de 
juicio con sujeción a las condiciones que se impongan conforme a derecho. Esa 
autoridad mantendrá en examen la necesidad de la detención.
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Cláusula general 
Ninguna de las disposiciones del presente Conjunto de Principios se entenderá 

en el sentido de que restrinja o derogue ninguno de los derechos definidos en el 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos.

Principios y Buenas Prácticas sobre la Protección de las Personas  
Privadas de Libertad en las Américas (Principios I, PIII.1-4) 
(Documento aprobado por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos 
en su 131º período ordinario de sesiones, celebrado del 3 al 14 de marzo de 2008)

Disposición general
A los efectos del presente documento, se entiende por “privación de libertad”: 
“Cualquier forma de detención, encarcelamiento, institucionalización, o custodia 

de una persona, por razones de asistencia humanitaria, tratamiento, tutela, protec-
ción, o por delitos e infracciones a la ley, ordenada por o bajo el control de facto de 
una autoridad judicial o administrativa o cualquier otra autoridad, ya sea en una 
institución pública o privada, en la cual no pueda disponer de su libertad ambula-
toria. Se entiende entre esta categoría de personas, no solo a las personas privadas 
de libertad por delitos o por infracciones e incumplimientos a la ley, ya sean estas 
procesadas o condenadas, sino también a las personas que están bajo la custodia y la 
responsabilidad de ciertas instituciones, tales como: hospitales psiquiátricos y otros 
establecimientos para personas con discapacidades f ísicas, mentales o sensoriales; 
instituciones para niños, niñas y adultos mayores; centros para migrantes, refugia-
dos, solicitantes de asilo o refugio, apátridas e indocumentados; y cualquier otra 
institución similar destinada a la privación de libertad de personas”.

Dada la amplitud del anterior concepto, los siguientes principios y buenas prác-
ticas se podrán invocar y aplicar, según cada caso, dependiendo de si se trata de 
personas privadas de libertad por motivos relacionados con la comisión de delitos 
o infracciones a la ley, o por razones humanitarias y de protección. 

Principios generales
Principio I
Trato humano
Toda persona privada de libertad que esté sujeta a la jurisdicción de cualquie-

ra de los Estados Miembros de la Organización de los Estados Americanos será 
tratada humanamente, con irrestricto respeto a su dignidad inherente, a sus dere-
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chos y garantías fundamentales, y con estricto apego a los instrumentos interna-
cionales sobre derechos humanos.

En particular, y tomando en cuenta la posición especial de garante de los Esta-
dos frente a las personas privadas de libertad, se les respetará y garantizará su vida 
e integridad personal, y se asegurarán condiciones mínimas que sean compatibles 
con su dignidad.

Se les protegerá contra todo tipo de amenazas y actos de tortura, ejecución, 
desaparición forzada, tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, violencia 
sexual, castigos corporales, castigos colectivos, intervención forzada o tratamien-
to coercitivo, métodos que tengan como finalidad anular la personalidad o dismi-
nuir la capacidad f ísica o mental de la persona. 

No se podrá invocar circunstancias, tales como, estados de guerra, estados de 
excepción, situaciones de emergencia, inestabilidad política interna, u otra emer-
gencia nacional o internacional, para evadir el cumplimiento de las obligaciones 
de respeto y garantía de trato humano a todas las personas privadas de libertad.

Principio III
Libertad personal
1. Principio básico
Toda persona tendrá derecho a la libertad personal y a ser protegida contra 

todo tipo de privación de libertad ilegal o arbitraria. La ley prohibirá, en toda cir-
cunstancia, la incomunicación coactiva de personas privadas de libertad y la pri-
vación de libertad secreta, por constituir formas de tratamiento cruel e inhumano. 
Las personas privadas de libertad solo serán recluidas en lugares de privación de 
libertad oficialmente reconocidos.

Por regla general, la privación de libertad de una persona deberá aplicarse du-
rante el tiempo mínimo necesario.

La privación de libertad de niños y niñas deberá aplicarse como último recurso, por 
el periodo mínimo necesario, y deberá limitarse a casos estrictamente excepcionales.

Cuando se impongan sanciones penales previstas por la legislación general a 
miembros de los pueblos indígenas, deberá darse preferencia a tipos de sanción 
distintos del encarcelamiento conforme a la justicia consuetudinaria y en conso-
nancia con la legislación vigente.

2. Excepcionalidad de la privación preventiva de la libertad
Se deberá asegurar por la ley que en los procedimientos judiciales o adminis-

trativos se garantice la libertad personal como regla general, y se aplique como 
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excepción la privación preventiva de la libertad, conforme se establece en los ins-
trumentos internacionales sobre derechos humanos.

En el marco de un proceso penal, deberán existir elementos de prueba suficien-
tes que vinculen al imputado con el hecho investigado, a fin de justificar una orden 
de privación de libertad preventiva. Ello configura una exigencia o condición sine 
qua non a la hora de imponer cualquier medida cautelar; no obstante, transcurri-
do cierto lapso, ello ya no es suficiente.

La privación preventiva de la libertad, como medida cautelar y no punitiva, de-
berá además obedecer a los principios de legalidad, presunción de inocencia, ne-
cesidad y proporcionalidad, en la medida estrictamente necesaria en una sociedad 
democrática, que solo podrá proceder de acuerdo con los límites estrictamente 
necesarios para asegurar que no se impedirá el desarrollo eficiente de las investi-
gaciones ni se eludirá la acción de la justicia, siempre que la autoridad competente 
fundamente y acredite la existencia, en el caso concreto, de los referidos requisitos.

3. Medidas especiales para las personas con discapacidades mentales
Los sistemas de salud de los Estados Miembros de la Organización de los Es-

tados Americanos deberán incorporar, por disposición de la ley, una serie de me-
didas en favor de las personas con discapacidades mentales, a fin de garantizar 
la gradual desinstitucionalización de dichas personas y la organización de ser-
vicios alternativos, que permitan alcanzar objetivos compatibles con un sistema 
de salud y una atención psiquiátrica integral, continua, preventiva, participativa 
y comunitaria, y evitar así, la privación innecesaria de la libertad en los estableci-
mientos hospitalarios o de otra índole. La privación de libertad de una persona en 
un hospital psiquiátrico u otra institución similar deberá emplearse como último 
recurso, y únicamente cuando exista una seria posibilidad de daño inmediato o 
inminente para la persona o terceros. La mera discapacidad no deberá en ningún 
caso justificar la privación de libertad.

4. Medidas alternativas o sustitutivas a la privación de libertad
Los Estados Miembros de la Organización de los Estados Americanos deberán 

incorporar, por disposición de la ley, una serie de medidas alternativas o sustitu-
tivas a la privación de libertad, en cuya aplicación se deberán tomar en cuenta los 
estándares internacionales sobre derechos humanos en esta materia.

Al aplicarse las medidas alternativas o sustitutivas a la privación de libertad, 
los Estados Miembros deberán promover la participación de la sociedad y de la 
familia, a fin de complementar la intervención del Estado, y deberán proveer los 
recursos necesarios y apropiados para garantizar su disponibilidad y eficacia.
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Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para el Tratamiento de los Reclusos.  
“Reglas Nelson Mandela” (Reglas 1 a 3, 5, 11, 37, 39, 41a 53, 56, 57, 71, 73-75, 82)7

I. Reglas de aplicación general
Principios fundamentales
Regla 1
Todos los reclusos serán tratados con el respeto que merecen su dignidad y va-

lor intrínsecos en cuanto seres humanos. Ningún recluso será sometido a tortura 
ni a otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, contra los cuales se 
habrá de proteger a todos los reclusos, y no podrá invocarse ninguna circunstan-
cia como justificación en contrario. Se velará en todo momento por la seguridad 
de los reclusos, el personal, los proveedores de servicios y los visitantes.

Regla 2
1. Las presentes reglas se aplicarán de forma imparcial. No habrá discrimina-

ción por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de cual-
quier otra índole, origen nacional o social, fortuna, nacimiento o cualquier otra 
situación. Deberán respetarse las creencias religiosas y preceptos morales de los 
reclusos.

2. Con el propósito de aplicar el principio de no discriminación, las administra-
ciones penitenciarias tendrán en cuenta las necesidades individuales de los reclu-
sos, en particular de las categorías más vulnerables en el contexto penitenciario. 
Se deberán adoptar medidas de protección y promoción de los derechos de los 
reclusos con necesidades especiales, y dichas medidas no se considerarán discri-
minatorias.

Regla 3
La prisión y demás medidas cuyo efecto es separar a una persona del mundo 

exterior son aflictivas por el hecho mismo de que despojan a esa persona de su 
derecho a la autodeterminación al privarla de su libertad.

Por lo tanto, a excepción de las medidas de separación justificadas y de las que 
sean necesarias para el mantenimiento de la disciplina, el sistema penitenciario no 
deberá agravar los sufrimientos inherentes a tal situación.

7  Asamblea General, resolución 70/175, anexo, aprobado el 17 de diciembre de 2015.
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Regla 5
1.El régimen penitenciario procurará reducir al mínimo las diferencias entre 

la vida en prisión y la vida en libertad que tiendan a debilitar el sentido de 
responsabilidad del recluso o el respeto a su dignidad como ser humano.

2. Las administraciones penitenciarias facilitarán todas las instalaciones y 
acondicionamientos razonables para asegurar que los reclusos con discapa-
cidades f ísicas, mentales o de otra índole participen en condiciones equita-
tivas y de forma plena y efectiva en la vida en prisión.

Regla 11
Los reclusos pertenecientes a categorías distintas deberán ser alojados en es-

tablecimientos diferentes o en pabellones diferentes dentro de un mismo esta-
blecimiento, según su sexo y edad, sus antecedentes penales, los motivos de su 
detención y el trato que corresponda aplicarles; por consiguiente: 

a) los hombres serán recluidos, en la medida de lo posible, en establecimientos 
distintos a los de las mujeres y, en los establecimientos mixtos, el pabellón 
destinado a las mujeres estará completamente separado del de los hombres;

b) los reclusos en espera de juicio estarán separados de los penados;
c) los encarcelados por deudas u otras causas civiles estarán separados de los 

encarcelados por causas criminales; 
d) los jóvenes estarán separados de los adultos.

Regla 37
La ley pertinente, o el reglamento de la autoridad administrativa competente, 

determinarán en cada caso:
a) las conductas que constituyen una falta disciplinaria;
b) el carácter y la duración de las sanciones disciplinarias aplicables;
c) la autoridad competente para imponer esas sanciones;
d) toda forma de separación forzosa del resto de la población reclusa (como el 

aislamiento, la incomunicación, la segregación y los módulos de vigilancia 
especial o de semiaislamiento), ya sirva como sanción disciplinaria o para 
mantener el orden y la seguridad, incluida la aprobación de normas y pro-
cedimientos relativos al uso, la revisión, la imposición o el levantamiento de 
cualquier régimen de separación forzosa.
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Regla 39
1. Los reclusos solo podrán ser sancionados conforme a la ley o el reglamento 

mencionados en la regla 37 y a los principios de equidad y de respeto de las 
garantías procesales. Ningún recluso será sancionado dos veces por el mis-
mo hecho o falta.

2. La administración del establecimiento penitenciario velará por que la san-
ción disciplinaria sea proporcional a la falta para la que se haya establecido, y 
llevará un registro adecuado de todas las sanciones disciplinarias impuestas.

3. Antes de imponer sanciones disciplinarias, la administración del estableci-
miento penitenciario considerará en qué medida la enfermedad mental o 
discapacidad del desarrollo del recluso pueden haber contribuido a su con-
ducta y a la comisión de la falta o hecho que haya motivado la sanción. La 
administración no sancionará ninguna conducta que se considere resultado 
directo de la enfermedad mental o discapacidad intelectual del recluso.

Regla 41
1. Toda denuncia relativa a la comisión de una falta disciplinaria por un reclu-

so se comunicará con celeridad a la autoridad competente, que la investigará 
sin demoras injustificadas.

2. Los reclusos serán informados, sin dilación y en un idioma que compren-
dan, de la naturaleza de los cargos que se les imputen, y dispondrán del 
tiempo y los medios adecuados para la preparación de su defensa.

3. Los reclusos estarán autorizados a defenderse solos o con asistencia jurídi-
ca, cuando el interés de la justicia así lo exija, en particular en casos que en-
trañen faltas disciplinarias graves. Si no comprenden o no hablan el idioma 
utilizado en la audiencia disciplinaria, contarán con la asistencia gratuita de 
un intérprete.

4. Los reclusos tendrán la posibilidad de solicitar una revisión judicial de las 
sanciones disciplinarias que se les hayan impuesto.

5. Cuando una falta disciplinaria se persiga como delito, el recluso tendrá de-
recho a todas las garantías procesales aplicables a las actuaciones penales, 
incluido el libre acceso a un asesor jurídico.

Regla 42
Las condiciones de vida generales a las que se hace referencia en las presentes 

reglas, incluidas las relativas a la iluminación, la ventilación, la climatización, el 
saneamiento, la nutrición, el agua potable, el acceso al aire libre y el ejercicio f ísi-
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co, la higiene personal, la atención de la salud y un espacio personal suficiente, se 
aplicarán a todos los reclusos sin excepción.

Regla 43
1. Las restricciones o sanciones disciplinarias no podrán, en ninguna circuns-

tancia, equivaler a tortura u otros tratos o penas crueles, inhumanos o de-
gradantes. En particular, quedarán prohibidas las siguientes prácticas:

 a) el aislamiento indefinido;
 b) el aislamiento prolongado;
 c) el encierro en una celda oscura o permanentemente iluminada;
 d) las penas corporales o la reducción de los alimentos o del agua potable;
 e) los castigos colectivos.
2. En ningún caso se utilizarán métodos de coerción f ísica como sanción por 

faltas disciplinarias.
3. Entre las sanciones disciplinarias o medidas restrictivas no podrá figurar la 

prohibición del contacto con la familia. Solo se podrán restringir los medios 
de contacto familiar por un período limitado y en la estricta medida en que 
lo exija el mantenimiento de la seguridad y el orden.

Regla 44
A los efectos de las presentes reglas, por aislamiento se entenderá el aislamien-

to de reclusos durante un mínimo de 22 horas diarias sin contacto humano apre-
ciable. Por aislamiento prolongado se entenderá el aislamiento que se extienda 
durante un período superior a 15 días consecutivos.

Regla 45
1. El aislamiento solo se aplicará en casos excepcionales, como último recurso, 

durante el menor tiempo posible y con sujeción a una revisión independien-
te, y únicamente con el permiso de una autoridad competente.

 No se impondrá a un recluso en virtud de su condena.
2. La imposición de sanciones de aislamiento estará prohibida cuando el reclu-

so tenga una discapacidad f ísica o mental que pudiera agravarse bajo dicho 
régimen. Continúa aplicándose la prohibición de emplear sanciones de ais-
lamiento y medidas similares con mujeres y niños en los casos descritos en 
otras reglas y normas de las Naciones Unidas en materia de prevención del 
delito y justicia penal.



43

Marco normativo

Regla 46
1. El personal sanitario no desempeñará ningún papel en la imposición de san-

ciones disciplinarias u otras medidas restrictivas. Prestará, en cambio, par-
ticular atención a la salud de todo recluso sometido a cualquier régimen de 
separación forzosa, por ejemplo visitándolo a diario y proporcionándole con 
prontitud atención y tratamiento médicos si así lo solicita el propio recluso 
o el personal penitenciario.

2. El personal sanitario comunicará al director del establecimiento penitencia-
rio, sin dilación, todo efecto desfavorable en la salud f ísica o mental del reclu-
so de las sanciones disciplinarias u otras medidas restrictivas que se le hayan 
impuesto, y le hará saber si considera necesario que se interrumpan o modifi-
quen dichas sanciones o medidas por razones de salud f ísica o mental.

3. El personal sanitario estará facultado para examinar las condiciones de se-
paración forzosa de un recluso y recomendar los cambios que correspondan 
con el fin de velar por que dicha separación no agrave la enfermedad o la 
discapacidad f ísica o mental del recluso.

Regla 47
1. Se prohibirá el empleo de cadenas, grilletes y otros instrumentos de coer-

ción f ísica que por su naturaleza sean degradantes o causen dolor.
2. Otros instrumentos de coerción f ísica solo podrán ser utilizados cuando la 

ley los autorice y en los siguientes casos:
 a) como medida de precaución contra la evasión durante un traslado, siem-

pre que sean retirados en el momento en que el recluso comparezca ante 
una autoridad judicial o administrativa; 

 b) por orden del director del establecimiento penitenciario, si han fracasado 
los demás métodos de control, a fin de impedir que el recluso se lesione a vsí 
mismo o lesione a terceros, o que produzca daños materiales, en cuyos casos 
el director deberá alertar inmediatamente al médico u otros profesionales de 
la salud competentes e informar a la autoridad administrativa superior.

Regla 48
1. Cuando la utilización de instrumentos de coerción f ísica esté autorizada de 

conformidad con el párrafo 2 de la regla 47 habrán de aplicarse los siguientes 
principios:

 a) emplear instrumentos de coerción f ísica únicamente cuando ninguna 
otra forma menor de control resulte eficaz frente a los riesgos que entrañaría 
la libre movilidad;
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 b) optar por el menos invasivo de los métodos de coerción f ísica que sean 
necesarios para controlar la movilidad del recluso y que puedan aplicarse ra-
zonablemente, en función del nivel y la naturaleza de los riesgos en cuestión;

 c) aplicar instrumentos de coerción f ísica únicamente durante el tiempo 
necesario, y retirarlos lo antes posible una vez que desaparezcan los riesgos 
planteados por la libre movilidad.

2. No se utilizarán instrumentos de coerción f ísica en el caso de las mujeres 
que estén por dar a luz, ni durante el parto ni en el período inmediatamente 
posterior.

Regla 49
La administración penitenciaria tratará de utilizar técnicas de control para evi-

tar la necesidad de imponer instrumentos de coerción f ísica o reducir el carácter 
invasivo de esos instrumentos, y ofrecerá capacitación en esas técnicas.

Registros de reclusos y celdas
Regla 50
Las leyes y reglamentos que regulen los registros de reclusos y celdas serán 

acordes con las obligaciones derivadas del derecho internacional y tomarán en 
consideración las reglas y normas internacionales, teniendo en cuenta la necesi-
dad de garantizar la seguridad en el establecimiento penitenciario. Los registros 
se realizarán de un modo que respete la dignidad intrínseca del ser humano y la 
intimidad de las personas, así como los principios de proporcionalidad, legalidad 
y necesidad.

Regla 51
Los registros no se utilizarán para acosar ni intimidar al recluso ni para inmis-

cuirse innecesariamente en su intimidad. A efectos de rendir cuentas, la admi-
nistración penitenciaria dejará debida constancia de los registros que se lleven a 
cabo, en particular de los registros personales sin ropa, los registros de los orificios 
corporales y los registros de las celdas, así como de los motivos de esos registros, 
la identidad de quienes los llevaron a cabo y los resultados obtenidos.

Regla 52
1. Los registros invasivos, como los registros personales sin ropa y los registros 

de los orificios corporales, solo se efectuarán cuando sean absolutamente ne-
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cesarios. Se alentará a las administraciones penitenciarias a idear y poner en 
práctica alternativas adecuadas a los registros invasivos. Los registros invasivos 
se harán en privado y por personal calificado del mismo sexo que el recluso.

2. Los registros de los orificios corporales solo los podrán hacer profesionales 
médicos calificados que no sean los principales responsables de la atención 
del recluso o, como mínimo, miembros del personal que hayan sido adecua-
damente capacitados por profesionales médicos en cuanto a las normas de 
higiene, salud y seguridad.

Regla 53
Los reclusos tendrán acceso a los documentos de las actuaciones judiciales re-

lativas a su caso, o estarán autorizados a mantenerlos en su posesión sin que tenga 
acceso a ellos la administración del establecimiento penitenciario.

Regla 56
1. Todo recluso tendrá cada día la oportunidad de presentar peticiones o que-

jas al director del establecimiento penitenciario o al funcionario penitencia-
rio autorizado a representarlo.

2. Las peticiones o quejas podrán presentarse al inspector de prisiones duran-
te sus inspecciones. El recluso podrá hablar libremente y con plena confi-
dencialidad con el inspector o con cualquier otro funcionario encargado de 
inspeccionar, sin que el director ni cualquier otro funcionario del estableci-
miento se hallen presentes.

3. Todo recluso estará autorizado a dirigir, sin censura en cuanto al fondo, una 
petición o queja sobre su tratamiento a la administración penitenciaria cen-
tral y a la autoridad judicial o cualquier otra autoridad competente, incluidas 
las autoridades con facultades en materia de revisión o recurso.

4. Los derechos a que se refieren los párrafos 1 a 3 de esta regla se extende-
rán al asesor jurídico del recluso. Cuando ni el recluso ni su asesor jurídico 
puedan ejercerlos, se extenderán a un familiar del recluso o a cualquier otra 
persona que tenga conocimiento del caso.

Regla 57
1. Toda petición o queja se examinará cuanto antes y recibirá una pronta res-

puesta.
 Si la petición o queja es desestimada, o en caso de retraso injustificado, el 

interesado tendrá derecho a presentarla ante un juez u otra autoridad.
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2. Se contará con salvaguardias que garanticen a los reclusos la posibilidad de 
presentar peticiones o quejas de forma segura y, si así lo solicita el interesa-
do, confidencial. Ni el recluso ni las personas mencionadas en el párrafo 4 
de la regla 56 quedarán expuestos a represalias, intimidación u otras conse-
cuencias negativas por haber presentado una petición o queja.

3. Las denuncias de tortura u otros tratos o penas crueles, inhumanos o degra-
dantes se tramitarán con prontitud y darán lugar a una investigación rápida 
e imparcial a cargo de una autoridad nacional independiente de conformi-
dad con lo dispuesto en los párrafos 1 y 2 de la regla 71.

Investigaciones
Regla 71
1. Sin menoscabo de que se inicie una investigación interna, el director del es-

tablecimiento penitenciario comunicará sin dilación todo fallecimiento, desa-
parición o lesión grave de un recluso a una autoridad judicial u otra autoridad 
competente que sea independiente de la administración del establecimiento 
penitenciario y esté facultada para llevar a cabo investigaciones expeditas, im-
parciales y efectivas de las circunstancias y causas de ese tipo de casos. La 
administración del establecimiento penitenciario cooperará plenamente con 
esa autoridad y garantizará la preservación de todas las pruebas.

2. La obligación enunciada en el párrafo 1 de esta regla se aplicará igualmente 
siempre que existan motivos razonables para considerar que en el estableci-
miento penitenciario se ha cometido un acto que constituya tortura u otros 
tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, independientemente de 
que se haya recibido o no una denuncia formal.

3. Siempre que existan motivos razonables para considerar que se ha cometido 
alguno de los actos mencionados en el párrafo 2, se tomarán medidas de in-
mediato para velar por que ninguna persona que pudiera estar involucrada 
participe en la investigación o mantenga contacto con los testigos, la víctima 
o la familia de esta. 

Traslado de reclusos
Regla 73
1. Cuando los reclusos sean conducidos a un establecimiento o trasladados a 

otro, se tratará de exponerlos al público lo menos posible y se tomarán las 
disposiciones adecuadas para protegerlos de los insultos y de la curiosidad 
del público e impedir toda clase de publicidad. 
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2. Estará prohibido transportar a los reclusos en malas condiciones de ventila-
ción o de luz o por cualquier medio que les imponga un sufrimiento f ísico 
innecesario.

3. El transporte de los reclusos se hará a expensas de la administración peni-
tenciaria y en condiciones de igualdad para todos.

Personal penitenciario
Regla 74
1. La administración penitenciaria seleccionará cuidadosamente al personal 

de todos los grados, puesto que de la integridad, humanidad, aptitud perso-
nal y capacidad profesional de dicho personal dependerá la buena dirección 
de los establecimientos penitenciarios.

2. La administración penitenciaria se esforzará constantemente por respetar y 
mantener, en el espíritu del personal y en la opinión pública, la convicción de 
que la función penitenciaria constituye un servicio social de gran importancia 
y, al efecto, utilizará todos los medios apropiados para informar al público.

Regla 75
1. Todo el personal penitenciario poseerá un nivel de educación suficiente y 

dispondrá de la capacidad y los medios necesarios para desempeñar sus fun-
ciones de una manera profesional.

2. A todo el personal penitenciario se le impartirá, antes de su entrada en fun-
ciones, una capacitación adaptada a sus funciones generales y específicas, 
que refleje las mejores prácticas contemporáneas de base empírica en el 
ámbito de las ciencias penales. Solo los candidatos que superen satisfac-
toriamente las pruebas teóricas y prácticas al término de la capacitación 
recibirán autorización para ingresar en el servicio penitenciario.

3. La administración penitenciaria impartirá de manera continua cursos de 
formación en el empleo con miras a mantener y mejorar los conocimientos 
y la capacidad profesional del personal después de su incorporación al ser-
vicio y durante su carrera profesional.

Regla 82
1. Los funcionarios penitenciarios no recurrirán a la fuerza en sus relaciones 

con los reclusos salvo en caso de legítima defensa, de tentativa de evasión o 
de resistencia f ísica activa o pasiva a una orden basada en la ley o reglamen-
to correspondientes. Los funcionarios que recurran a la fuerza se limitarán a 
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emplearla en la medida estrictamente necesaria e informarán de inmediato 
al director del establecimiento penitenciario sobre el incidente.

2. Los funcionarios penitenciarios recibirán entrenamiento f ísico especial 
para poder reducir a los reclusos violentos.

3. Salvo en circunstancias especiales, el personal que en el desempeño de sus 
funciones entre en contacto directo con los reclusos no estará armado. Ade-
más, no se confiará jamás un arma a un miembro del personal sin que este 
haya sido antes adiestrado en su manejo.

NORMATIVA NACIONAL

Constitución de la República (Arts. 15, 16, 26,)
Sección II 
Derechos, deberes y garantías 
Capítulo I
(...)
Artículo 15
Nadie puede ser preso sino infraganti delito o habiendo semiplena prueba de él, 

por orden escrita de Juez competente.

Artículo 16
En cualquiera de los casos del artículo anterior, el Juez, bajo la más seria res-

ponsabilidad, tomará al arrestado su declaración dentro de veinticuatro horas, y 
dentro de cuarenta y ocho, lo más, empezará el sumario. La declaración del acusa-
do deberá ser tomada en presencia de su defensor. Este tendrá también el derecho 
de asistir a todas las diligencias sumariales.

Artículo 26 
A nadie se le aplicará la pena de muerte. En ningún caso se permitirá que las 

cárceles sirvan para mortificar, y sí solo para asegurar a los procesados y penados, 
persiguiendo su reeducación, la aptitud para el trabajo y la profilaxis del delito.
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Código Penal. Ley 9.155 del 4 de diciembre de 1933. (Art. 286)
286. (Abuso de autoridad contra los detenidos)
El funcionario público encargado de la administración de una cárcel, de la cus-

todia o del traslado de una persona arrestada o condenada que cometiere con ella 
actos arbitrarios o la sometiere a rigores no permitidos por los reglamentos, será 
castigado con pena de seis meses de prisión a dos años de penitenciaría.

Delito de tortura

Ley 18.026 del 25 de setiembre de 2006. Cooperación con la Corte Penal  
Internacional en materia de lucha contra el genocidio, los crímenes de guerra  
y de lesa humanidad. Tipificación del delito de tortura (Arts. 22 al 24)

Artículo 22. (Tortura).
22.1. El que de cualquier manera y por cualquier motivo, siendo agente del 

Estado o sin serlo contando con la autorización, apoyo o aquiescencia de 
uno o más agentes del Estado impusiere cualquier forma de tortura a una 
persona privada de libertad o bajo su custodia o control o a una persona 
que comparezca ante la autoridad en calidad de testigo, perito o similar, 
será castigado con veinte meses de prisión a ocho años de penitenciaría.

22.2. Se entenderá por “tortura”:
 A) Todo acto por el cual se inflija dolores o sufrimientos graves, f ísicos, 

mentales o morales.
 B) El sometimiento a penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes.
 C) Todo acto tendiente a anular la personalidad o disminuir la capacidad 

f ísica o mental aunque no cause dolor ni angustia f ísica o cualquier acto 
de los previstos en el artículo 291 del Código Penal realizado con fines 
indagatorios, de castigo o intimidación. 

22.3. No se entenderá por tortura el dolor o los sufrimientos que se deriven 
únicamente de sanciones lícitas o que sean consecuencia normal o for-
tuita de ellas.

Artículo 23. (Privación grave de la libertad). El que cometiera el delito pre-
visto en el artículo 281 del Código Penal siendo agente del Estado o que sin serlo 
hubiera contado con la autorización, apoyo o aquiescencia de uno o más agentes 
del Estado, será castigado con seis a doce años de penitenciaría.

Artículo 24. (Agresión sexual contra persona privada de libertad). El que 
siendo agente del Estado o sin serlo contando con la autorización, apoyo o aquies-
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cencia de uno o más agentes del Estado, cometiere cualquier acto de agresión se-
xual contra una persona privada de libertad o bajo su custodia o control o contra 
una persona que comparezca ante la autoridad en calidad de denunciante, testigo, 
perito o similar, será castigado con dos a quince años de penitenciaría

Ley 18.315 del 5 de julio de 2008 - Procedimiento policial (Arts. 4, 6, 14  
al 19, 38 al 42, 49 al 51, 57 al 61, 64, 75 al 81, 87 al 91) 

Artículo 4º. (Principios de actuación policial).
1) En el cumplimiento de su deber, y como encargados de hacer cumplir la ley, 

el personal policial respetará y protegerá los derechos humanos de todas las 
personas.

2) El personal policial tratará a todas las personas que requieran sus servicios 
de manera diligente, correcta y respetuosa, sin ningún tipo de discrimina-
ción por razones de edad, género, etnia, religión, posición económica o so-
cial, o de cualquier otra índole.

3) En todo momento, el personal policial debe cumplir las obligaciones que 
le impone el Código de conducta para funcionarios encargados de hacer 
cumplir la ley, aprobado por la Asamblea General de las Naciones Unidas 
(Resolución 34/169, de 17 de diciembre de 1979). 

Artículo 6º. (Comunicación inmediata al Juez competente). En los casos 
señalados expresamente en esta ley, se entiende por comunicación inmediata 
aquella que contiene la información imprescindible para que el Juez pueda obte-
ner una clara representación de lo actuado, contando con los elementos primarios 
necesarios para tomar la decisión que a su juicio corresponda.

El plazo para la comunicación inmediata al Juez competente en estos casos, 
no podrá ser superior a las dos horas, contadas a partir del momento en que se 
produce la actuación policial.

Título II 
Parte especial 
Capítulo I 
Del uso de la fuerza f ísica, las armas u otros medios de coacción
Artículo 14. (Seguridad estrictamente necesaria). El personal policial ten-

drá presente en todo momento que solamente se adoptarán las medidas de segu-
ridad defensivas u ofensivas estrictamente necesarias para el cumplimiento de su 
función, de acuerdo a la normativa vigente.



51

Marco normativo

Artículo 15. (Torturas o tratos crueles, inhumanos o degradantes). El per-
sonal policial tiene especialmente prohibido infligir, instigar o tolerar torturas o 
tratos crueles, inhumanos o degradantes sobre cualquier persona. En el marco del 
artículo 8º de la presente ley, en ningún caso podrá invocar la orden de un supe-
rior o circunstancias especiales, como amenazas a la seguridad interna o inestabi-
lidad política o social para justificar tales conductas, propias o de terceros.

Artículo 16. (Atención a personas bajo custodia policial). El personal po-
licial asegurará la plena protección de la salud e integridad f ísica de quienes estén 
eventualmente bajo su custodia. En particular, tomará medidas inmediatas para 
proporcionar atención médica y/o psicológica cuando sea necesario.

Artículo 17. (Uso de la fuerza). El personal policial solamente podrá usar la 
fuerza legítima cuando sea estrictamente necesario y en la medida que lo requiera 
el desempeño de sus tareas, conforme a lo preceptuado en esta ley.

Artículo 18. (Principios que rigen el uso de la fuerza). El uso de la fuerza, 
incluyendo los distintos tipos de armas, debe ser moderado, racional, progresivo y 
proporcional, considerando el riesgo a enfrentar y el objetivo legítimo que se persiga.

Artículo 19. (Uso de medios no violentos). La policía en el desempeño de 
sus funciones utilizará medios no violentos antes de recurrir al empleo de la fuer-
za f ísica, medios de coacción o armas de fuego, los que se utilizarán solamente 
cuando los primeros resulten ineficaces o no garanticen el logro del resultado pre-
visto mediante la acción policial.

Capítulo III 
Detenciones 
Artículo 38. (Concepto de detención). Por detención se entiende privar de 

la libertad ambulatoria a una persona, haciéndose responsable de ella, conforme 
con lo establecido por el artículo 15 de la Constitución de la República y las leyes 
vigentes.

Artículo 39. (Justificación de las medidas de seguridad policiales). Las 
medidas de seguridad policiales son aquellas que impiden o limitan la libertad de 
movimientos de una persona detenida. En ningún caso estas medidas afectarán la 
integridad f ísica o la dignidad de la persona detenida.

Las medidas de seguridad se impondrán a una persona detenida exclusivamen-
te por su propia seguridad, la del personal policial actuante o la de terceras perso-
nas, en forma racional, progresiva y proporcional.

Artículo 40. (Seguridad del personal policial). El personal policial debe lle-
var a cabo cualquier detención en forma eficiente y con el menor riesgo posible 
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para su vida o integridad f ísica o la de los efectivos que participen en el procedi-
miento, sin aplicar la fuerza en forma innecesaria u ostentosa.

Artículo 41. (Seguridad de terceros). En todas las detenciones se debe tener 
en cuenta la seguridad de personas ajenas al hecho que se encuentren presentes.

Artículo 42. (Seguridad de las personas detenidas). La fuerza f ísica, me-
dios de coacción o armas de fuego deben utilizarse por la policía tras agotar todos 
los medios disuasivos posibles y deben cesar en forma inmediata una vez que la o 
las personas objeto del procedimiento de detención dejen de ofrecer resistencia, 
conforme con lo dispuesto por el Capítulo I del Título II de la presente ley.

Artículo 49. (Derecho de la persona detenida o conducida a ser informa-
da). Toda persona conducida o detenida deberá ser informada de inmediato del 
motivo de su detención o conducción.

En la dependencia policial se documentará por escrito de dicha información, 
labrando el acta correspondiente que será firmada por la persona detenida o con-
ducida. En caso que la persona detenida o conducida no quiera o no pueda hacer-
lo, el acta mencionada será firmada por dos testigos.

Toda persona detenida o conducida tiene derecho a comunicar inmediatamen-
te su situación a sus familiares, allegados o a un abogado.

Artículo 50. (Familiares del detenido). Los familiares del detenido incomu-
nicado deberán ser informados por la policía respecto al lugar y la hora de deten-
ción, el Juzgado que interviene en el caso y el motivo de la detención. Otro tipo 
de información requerida podrá proporcionarse, siempre y cuando lo autorice la 
Justicia competente, fuera de las hipótesis contenidas en los artículos 75 y 76 de 
la presente ley.

Capítulo IV 
Procedimientos con personas detenidas o conducidas en dependencia 

policial
Sección I 
Registro de personas detenidas y conducidas 
Artículo 51. (Constatación del estado de salud de la persona detenida o 

conducida). En caso que una persona que registre ingreso como detenida o con-
ducida en dependencias policiales se encuentre herida o en presunto estado de 
intoxicación por alcohol u otro tipo de sustancia, la policía deberá solicitar apoyo 
médico para brindarle inmediata atención (artículo 16 de la presente ley).

Artículo 57. (Alojamiento de personas detenidas o conducidas). El supe-
rior a cargo del servicio dispondrá del alojamiento adecuado para cada persona 
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detenida o conducida, valorando su decisión según criterios técnico profesionales 
fundados, evitando la permanencia conjunta.

El personal policial no debe permitir el contacto entre personas detenidas o 
conducidas mayores y menores de edad, como tampoco entre personas detenidas 
o conducidas de diferentes sexos.

Artículo 58. (Dependencias policiales especializadas en familia, mujer, 
niñez y adolescencia). Las dependencias policiales especializadas adoptarán si-
milares medidas de seguridad a las mencionadas en los artículos anteriores, sin 
perjuicio de lo que pueda disponer la Justicia competente.

Artículo 59. (Limitaciones en el manejo de personas detenidas o condu-
cidas). El superior a cargo del servicio no permitirá el contacto de ningún tipo 
con personas detenidas o conducidas por parte de personal policial que no esté 
debidamente autorizado o supervisado.

Artículo 60. (Trato con la persona detenida o conducida). Está prohibido 
al personal policial utilizar palabras agraviantes, humillantes o que provoquen la 
reacción de la persona detenida o conducida.

Artículo 61. (Actitudes prohibidas con personas detenidas o conduci-
das). Está prohibido al personal policial utilizar forma alguna de coacción f ísica 
ilegítima o maltrato psicológico con las personas detenidas o conducidas.

Sección II 
Artículo 64. (Intervención de la defensa en dependencia policial). La in-

tervención de la defensa en dependencia policial se regirá por lo dispuesto en el 
Código del Proceso Penal.

En todo caso, la defensa deberá ser informada sobre la hora y motivo de la de-
tención y sobre la hora de comunicación de la misma al Juez competente.

Cuando se trate de procedimientos que involucren a adolescentes presunta-
mente infractores de la ley penal, se estará a lo dispuesto por el literal F) del artí-
culo 74 del Código de la Niñez y la Adolescencia (Ley Nº 17.823, de 7 de setiembre 
de 2004).

Sección III 
La incomunicación 
Artículo 75. (Procedencia de la incomunicación). Estrictamente como me-

dida de urgencia, a los solos efectos de preservar la escena del hecho, la policía 
podrá disponer la incomunicación de la persona presuntamente responsable en el 
hecho investigado, como forma de evitar que se afecte la indagatoria o se incida 
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sobre los elementos probatorios, enterando de inmediato al Juez competente, de 
acuerdo con el artículo 6º de la presente ley.

Cuando se trate de procedimientos que involucren a adolescentes presunta-
mente infractores de la ley penal, se estará a lo dispuesto por los literales D) y G) 
del artículo 74 del Código de la Niñez y la Adolescencia (Ley Nº 17.823, de 7 de 
setiembre de 2004).

Artículo 76. (Concepto de la incomunicación). La incomunicación de las 
personas presuntamente responsables en el hecho implica una medida de coer-
ción personal por la que se les impide mantener contacto de cualquier tipo con 
terceros (incluidos sus familiares, otros testigos, abogados defensores, víctimas o 
allegados, entre otros), con la finalidad establecida en el artículo anterior.

Artículo 77. (Régimen general). Fuera de la hipótesis contenida en los ar-
tículos 75 y 76 de la presente ley, serán de aplicación las normas pertinentes del 
Código del Proceso Penal.

Sección IV 
Detenidos en centros asistenciales 
Artículo 78. (Desempeño de la custodia). El personal policial encargado de 

la custodia procurará armonizar su accionar con la actividad del centro asisten-
cial, sin desmedro del estricto cumplimiento de las medidas de seguridad que le 
sean ordenadas respecto a la persona detenida que se encuentra custodiando.

El personal policial asignado a la tarea no podrá abandonar la custodia bajo 
ninguna circunstancia, debiendo mantener contacto visual permanente con la 
persona detenida, sin perjuicio de lo dispuesto por el artículo 84 de la presente ley.

Artículo 79. (Equipo de custodia). En el caso de que participen dos policías 
en la custodia, uno deberá permanecer constantemente en contacto con la per-
sona detenida y otro se colocará fuera del recinto donde este se encuentre. Los 
integrantes del equipo de custodia se mantendrán en permanente contacto radial 
y, eventualmente, lo harán con sus superiores. El relevo se hará en presencia de 
ambos, controlando debidamente los aspectos del servicio y su seguridad.

Artículo 80. (Medidas de seguridad policiales). Las medidas de seguridad 
respecto a una persona detenida en centro asistencial deberán disponerse por el 
superior a cargo del operativo de conformidad con la autoridad del centro asisten-
cial, sin perjuicio de lo establecido por el artículo 84 de la presente ley.

El personal policial está obligado a brindar a la persona detenida un trato ade-
cuado y respetuoso de su dignidad.

En ningún caso se mantendrán esposadas a mujeres detenidas en el trabajo de 
parto ni en el momento del mismo.
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Artículo 81. (Precauciones del personal asignado a la custodia). En nin-
guna circunstancia el personal policial asignado a la custodia deberá desarmarse 
ni dejar abandonado el correaje, a los efectos de evitar que su armamento quede 
al alcance del custodiado.

Sección V 
Traslado de personas detenidas 
Artículo 87. (Medidas de seguridad). Toda persona detenida deberá ser tras-

ladada con las medidas de seguridad ordenadas por el superior a cargo del servicio.
Artículo 88. (Incomunicación). Cuando se trate del traslado de dos o más 

personas detenidas, las mismas serán mantenidas en régimen de incomunicación. 
A estos efectos se requerirá previa orden judicial, excepto en la hipótesis definida 
en el artículo 75 de la presente ley.

Artículo 89. (Otras medidas de seguridad). Cuando el traslado se realice en 
cualquier tipo de vehículo, deberá previamente procederse al exhaustivo registro 
del mismo para verificar que no se encuentren objetos que puedan facilitar la fuga 
de la persona detenida.

Artículo 90. (Limitaciones a las medidas de seguridad). En los traslados 
en vehículos las personas detenidas nunca serán esposadas a partes fijas de los 
mismos, a los efectos de preservar su integridad f ísica en caso de que se produzca 
un accidente de tránsito.

Artículo 91. (Traslado específico). El vehículo para el traslado debe estar 
debidamente identificado como móvil policial, con excepción del utilizado para 
el traslado de personas detenidas que, por orden superior, requieran medidas ex-
cepcionales de seguridad. En todo caso, se deberá coordinar con la Justicia el pro-
cedimiento correspondiente.

Código del Proceso Penal. Ley 19.293 (Arts. 53 al 56, 59, 61, 63,  
65, 71, 75, 217, 219, 220, 223 al 229, 231 al 233, 235 y 288)

Artículo 53 (Actuaciones de la autoridad administrativa sin orden previa). 
Corresponderá a los funcionarios con funciones de policía realizar las siguien-

tes  actuaciones, sin necesidad de recibir previamente instrucciones particulares 
de  los fiscales: 

a) Cumplir con las fases del accionar policial: observación, prevención,  disua-
sión y excepcionalmente la represión, según los términos establecidos en la Ley N° 
18.315, de 5 de julio de 2008 (Ley de Procedimiento Policial).



Guía normativa acotada vinculada a la labor del Mecanismo Nacional de Prevención de la Tortura - Uruguay

56

c) Practicar la detención en los casos de flagrancia o fuga, conforme a la ley.  
g) Efectuar las actuaciones que dispusiere la Ley N° 18.315, de 5 de julio de 

2008 (Ley de Procedimiento Policial) y otras normas legales y reglamentarias.

Artículo 54 (Información al Ministerio Público). 
Recibida una denuncia o conocido por cualquier medio el acaecimiento de un 

hecho con apariencia delictiva, la autoridad administrativa, de acuerdo a la gra-
vedad del hecho, informará inmediatamente y por el medio más expeditivo al 
Ministerio Público. Sin, perjuicio de ello, procederá a realizar las diligencias que 
correspondan a la investigación del hecho, respecto de las cuales se cumplirá la 
obligación de información inmediata a la autoridad competente.

Artículo 55 (Control de identidad). 
55.3 En caso de negativa de una persona a acreditar su identidad o si habiendo 

recibido las facilidades del caso no lo hubiera hecho, la policía podrá conducirla a 
la unidad policial más cercana, exclusivamente con fines de identificación. 

55.4 La facultad policial de requerir la identificación de una persona deberá 
ejercerse de la forma más rápida posible. En ningún caso, el conjunto de proce-
dimientos detallados en los incisos precedentes podrá extenderse por un plazo 
mayor de dos horas, transcurridas las cuales la persona será puesta en libertad. 

Artículo 56 (Derechos de la persona sujeta a control de identidad). 
En cualquier caso, en que hubiere sido necesario conducir a la unidad policial 

a la persona cuya identidad se trata de averiguar en virtud del artículo preceden-
te, el funcionario que practique el traslado deberá informarle verbalmente de su 
derecho a que se comunique a un familiar o a otra persona, su permanencia en 
la repartición policial. El afectado no podrá ser ingresado a celdas o calabozos, ni 
mantenido en contacto con otras personas detenidas. 

Artículo 59 (Registro personal, de vestimenta, equipaje y vehículo). 
Respecto de quien se hallare legalmente detenido o de quien existan indicios 

de que haya cometido o intentado cometer delito, se podrá practicar el registro 
de su persona, de su vestimenta, del equipaje y demás efectos que lleve consigo 
y  del vehículo en el que viaje. Para practicar el registro personal se comisionará, 
siempre que fuere posible, a personas de su mismo sexo.
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Artículo 61 (Declaraciones del imputado ante la policía). 
La autoridad administrativa solo podrá interrogar autónomamente al imputado 

a los efectos de constatar su identidad. Si el imputado manifiesta su disposición a 
declarar, se tomarán las medidas necesarias para que declare inmediatamente ante 
el fiscal. Si esto no fuera posible, se podrá consignar las declaraciones que volun-
tariamente quiera prestar, previa autorización del fiscal y bajo su responsabilidad.

Artículo 63 (Imputado). (Derechos y garantías del imputado). 
Todo imputado podrá hacer valer hasta la terminación del proceso, los dere-

chos y garantías que le confieren la Constitución de la República y las leyes. Entre 
otros, tendrá derecho a: 

a) no ser sometido a tortura ni a otros tratos crueles, inhumanos o degradantes; 
b) designar libremente defensor de su confianza desde la primera actuación 

del Ministerio Público y hasta la completa ejecución de la sentencia que se 
dicte. Si no lo tuviera, será asistido por un defensor público en la forma que 
establece la ley; 

c) que se le informe de manera específica y clara acerca de los hechos que se le 
imputan y los derechos que le otorgan la Constitución de la República y las 
leyes; 

d) solicitar del fiscal las diligencias de investigación destinadas a desvirtuar las 
imputaciones que se le formulan; 

e) solicitar directamente al juez que cite a una audiencia, a la cual deberá con-
currir con su abogado con el fin de prestar declaración sobre los hechos 
materia de la investigación;

f ) conocer el contenido de la investigación, salvo en los casos en que alguna 
parte de ella hubiere sido declarada reservada y solo por el tiempo que dure 
esa reserva, de acuerdo con las normas que regulen la indagatoria prelimi-
nar; 

g) solicitar el sobreseimiento de la causa y recurrir contra la resolución que 
rechace la petición, en ambos casos mediante intervención de su defensor; 

h) guardar silencio, sin que ello implique presunción de culpabilidad; 
i) negarse a prestar juramento o promesa de decir la verdad;
j) no ser juzgado en ausencia. 
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Artículo 65 (Imputado privado de libertad). 
El imputado privado de libertad tendrá además las siguientes garantías y derechos:
a) que se le exprese específica y claramente el motivo de su privación de liber-

tad y la orden judicial que la haya dispuesto, salvo el caso de delito flagrante; 
b) que el funcionario a cargo del procedimiento de detención o aprehensión le 

informe sobre los derechos que le asisten; 
c) que si no tuviera defensor designado previamente, cualquier familiar o per-

sona allegada pueda proponer para él un defensor determinado, sin perjui-
cio de lo previsto en el artículo 64 literal b) de este Código; 

d) ser conducido sin demora ante el tribunal que hubiere ordenado su deten-
ción; e) solicitar al tribunal que le conceda la libertad ambulatoria; 

f ) que la autoridad administrativa del lugar en el cual se encuentra detenido 
informe en su presencia a la persona que él indique, que ha sido detenido y 
el motivo de su detención; 

g) tener a sus expensas las comodidades y ocupaciones compatibles con la se-
guridad del recinto en el que está detenido; 

h) entrevistarse privadamente con su defensor.

Sección II - De la defensa
Artículo 71 (Derechos y deberes del defensor).
71.1 El defensor podrá ejercer todos los derechos y facultades que la ley reco-

noce al imputado, a menos que está expresamente reserve su ejercicio exclusivo 
a este último. 

71.2 El ejercicio de la defensa es un derecho y un deber del abogado que acepta 
el cargo y abarcará la etapa de conocimiento y la de ejecución. 

71.3 El defensor actuará en el proceso como parte formal en interés del impu-
tado, con todos los derechos y atribuciones de esa calidad. 

71.4 El defensor tiene derecho a tomar conocimiento de todas las actuaciones 
que se hayan cumplido o que se estén cumpliendo en el proceso, desde la inda-
gatoria preliminar y en un plano de absoluta igualdad procesal respecto del Mi-
nisterio Público. El juez, bajo su más seria responsabilidad funcional, adoptará las 
medidas necesarias para preservar y hacer cumplir este principio, sin perjuicio de 
las medidas urgentes y reservadas. 

71.5 Todo abogado tiene derecho a requerir del funcionario encargado de cual-
quier lugar de detención, que le informe por escrito y de inmediato, si una persona 
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está o no está detenida en ese establecimiento. El ejercicio de este derecho no 
condiciona en modo alguno el ejercicio de la acción de habeas corpus.

Artículo 75 (Efectos de la ausencia del defensor). 
La ausencia del defensor en cualquier actuación en que la ley exija expresamen-

te su participación, acarreará su nulidad. 

Capítulo II - Privación o limitación de la libertad f ísica del imputado 
Artículo 217 (Estado de inocencia). 
En todo caso el imputado será tratado como inocente hasta tanto no recaiga sen-

tencia de condena ejecutoriada. La prisión preventiva se cumplirá de modo tal que 
en ningún caso podrá adquirir los caracteres de una pena. 

Artículo 219 (Flagrancia delictual). 
Se considera que existe flagrancia delictual en los siguientes casos cuando:
a) una persona fuere sorprendida en el acto de cometer un delito; 
b) Inmediatamente después de la comisión del delito, una persona fuere sor-

prendida en el acto de huir o de ocultarse o en cualquier otra situación o 
estado que haga presumir firmemente su participación y al mismo tiempo, 
fuere designada por la persona ofendida o damnificada o por testigos pre-
senciales hábiles como partícipe en el hecho delictivo; 

c) en tiempo inmediato a la comisión del delito una persona fuere hallada con 
efectos y objetos procedentes de él, con las armas o instrumentos adecuados 
para cometerlo sin brindar explicaciones suficientes sobre su tenencia, o 
presentare rastros o señales que hagan presumir firmemente que acaba de 
participar en un delito. 

Artículo 220 (Detención en flagrancia delictual). 
La persona que sea sorprendida en flagrancia delictual deberá ser detenida aun 

sin orden judicial. En las mismas circunstancias cualquier particular podrá proce-
der a la detención y entregar inmediatamente al detenido a la autoridad. En tales 
casos se dará cuenta inmediatamente al Ministerio Público, el que pondrá al dete-
nido a disposición del tribunal competente, adoptando las medidas pertinentes o 
solicitando su adopción, cuando corresponda, a aquel. 
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Artículo 223 (Procedencia de la prisión preventiva). 
Toda persona tiene derecho a la libertad personal, a la seguridad individual y a 

que se presuma su  inocencia hasta que la sentencia de condena pase en autoridad 
de cosa juzgada. La resolución del tribunal, en caso de acoger la solicitud de prisión 
preventiva del Ministerio Público se regirá por Io establecido en el artículo 224.

Artículo 224 (Requisitos para disponer la prisión preventiva).
224.1 Iniciado el proceso y a petición del Ministerio Público, el tribunal podrá  

decretar la prisión preventiva del imputado si hubiera semiplena prueba  de la 
existencia del hecho y de la participación del imputado y elementos de convicción 
suficientes para presumir que intentará fugarse, ocultarse  o entorpecer de cual-
quier manera la investigación o que la medida es necesaria para la seguridad de la 
víctima o de la sociedad (artículo 15 de la Constitución de la República).

224.2 El riesgo de fuga, el ocultamiento, el entorpecimiento de la investigación, 
así como el riesgo para la seguridad de la víctima y de la sociedad se presumirá 
cuando el imputado posea la calidad de reiterante o reincidente y el Ministerio 
Público imputare alguna de las siguientes tipificaciones delictuales:

a) Violación (artículo 272 del Código Penal).
b) Abuso sexual, cuando la violencia se presume de acuerdo a las situaciones 

previstas por los numerales 1 a 4 del artículo 272 - BIS del Código Penal.
c) Abuso sexual especialmente agravado (artículo 272 - TER del Código Penal)
d) Atentado violento al pudor, cuando el sujeto pasivo del delito fuese un me-

nor de doce años (artículo 273 del Código Penal).
e) Rapiña (artículo 344 del Código Penal).
f ) Rapiña con privación de libertad. Copamiento (artículo 344 - BIS del Códi-

go Penal).
g) Extorsión (artículo 345 del Código Penal).
h) Secuestro (artículo 346 del Código Penal).
i) Homicidio agravado (artículos 31 1 y 312 del Código Penal).
j) Los crímenes y delitos contenidos en la Ley N° 18.026, de 25 de setiembre de 

2006.
k) Los delitos previstos en el Decreto-Ley N° 14.294, de 31 de octubre de 1974, 

y sus modificativas, que tuvieren penas mínimas de penitenciaría.
l) Los delitos previstos en la Ley N° 19.574, de 20 de diciembre de 2017, que 

tuvieren pena mínima de penitenciaría.
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224.3 En los casos previstos en el inciso 224.2, el Ministerio Público deberá  
solicitar la prisión preventiva.

Artículo 225 (Entorpecimiento de la investigación). 
Se entenderá que la prisión preventiva resulta indispensable para el éxito de la 

investigación cuando exista sospecha grave y fundada de que el imputado puede 
obstaculizarla mediante la destrucción, modificación, ocultación o falsificación 
de elementos probatorios, o cuando exista la presunción de que podrá inducir a 
coimputados, testigos, peritos o terceros, a fin de que declaren falsamente o se 
comporten de manera desleal o reticente. 

Artículo 226 (Peligro de fuga). 
Para determinar la existencia de peligro de fuga se tendrán en cuenta entre 

otras, las siguientes pautas: 
a) desarraigo determinado por la carencia de domicilio o residencia habitual 

asiento de su hogar, de sus negocios o de su trabajo; 
b) disposición de facilidades extraordinarias para abandonar el país; 
c) circunstancias, naturaleza del hecho y gravedad del delito; 
d) ocultamiento de información sobre su identidad o domicilio, o que los hu-

biera proporcionado falsamente. 

Artículo 227 (Riesgo para la seguridad de la víctima o de la sociedad).
227.1 Se entenderá que la seguridad de la víctima se encuentra en riesgo cuan-

do existan motivos fundados que permitan inferir que el imputado puede atentar 
contra ella, su familia o sus bienes. 

227.2 Se entenderá que existe riesgo para la sociedad cuando el imputado po-
sea la calidad de reiterante o de reincidente, o cuando se tratare de crímenes de 
genocidio, de lesa humanidad o de guerra. 

Artículo 228 (Elementos de especial relevancia).
228.1 Para decidir acerca de la imposición o en su caso la sustitución o la ce-

sación de la prisión preventiva, el juez les asignará especial relevancia a los 
siguientes elementos de juicio: 

a) necesidad de atender circunstancias familiares o especiales del imputado 
que hicieran evidentemente perjudicial su internación inmediata en prisión; 
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b) imputadas en estado de gravidez a partir del quinto mes de embarazo o ma-
dres que estén amamantando durante el primer año de lactancia; 

c) imputados afectados por una enfermedad que acarree grave riesgo para su 
vida o salud, extremo que deberá ser acreditado por el informe pericial co-
rrespondiente; 

d) imputados mayores de setenta años cuando ello no involucre riesgos consi-
derando las circunstancias del delito cometido. 

228.2 El juez ordenará la internación provisional del imputado en un estable-
cimiento asistencial adecuado cuando se acredite por informe pericial que sufre 
una grave alteración de sus facultades mentales que acarree grave riesgo para su 
vida o salud. 

Artículo 229 (Prohibición de solicitar prisión preventiva).
229.1 El fiscal no solicitará la prisión preventiva cuando: 
a) se trate de procedimiento por faltas; 
b) el delito imputado esté sancionado únicamente con pena pecuniaria o de 

inhabilitación; c) considere que solicitará pena alternativa a la privación de 
libertad.

229.2 Sin perjuicio de ello, el imputado deberá permanecer en el lugar del juicio 
hasta su finalización, presentarse a los actos de procedimiento para los cuales sea 
citado y posibilitar el efectivo cumplimiento de la sentencia a recaer.

Artículo 231 (Contralor del cumplimiento de la prisión preventiva).
231.1 El tribunal que impuso la prisión preventiva será competente para super-

visar la ejecución de la medida. 
231.2 Los Jueces Letrados de Primera Instancia de Ejecución y Vigilancia, toda 

vez que en el desempeño de sus funciones adviertan la violación de los derechos 
humanos del imputado, pondrán los hechos en conocimiento del juez competente. 

Artículo 232 (Condiciones de cumplimiento de la medida cautelar). 
La prisión preventiva se ejecutará en establecimientos especiales, separados de 

aquellos lugares de reclusión donde son alojados los condenados con sentencia eje-
cutoriada. La autoridad competente dispondrá lo necesario para el efectivo cumpli-
miento del designio legal. 
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Artículo 233 (Revocación o sustitución). 
En cualquier estado del proceso y antes de que haya recaído sentencia de con-

dena ejecutoriada, el juez a petición de parte podrá disponer la revocación o susti-
tución de la prisión preventiva, toda vez que hayan desaparecido los presupuestos 
en que se haya fundado su imposición. En las situaciones previstas por la Ley N° 
17.514, de 2 julio de 2002, dicha resolución deberá notificarse a la víctima, debiendo 
disponerse medidas de protección siempre que exista fundamento para su aplica-
ción. El procedimiento será el establecido en los artículos 284 y 285 de este Código.

Artículo 235 (Límite temporal).
235.1 Cesará la prisión preventiva cuando: 
a) el imputado hubiere cumplido en prisión preventiva la pena solicitada por 

el fiscal; 
b) el imputado haya agotado en prisión preventiva un tiempo igual a de la pena 

impuesta por sentencia de condena, aún no ejecutoriada; 
c) el imputado haya sufrido en prisión preventiva un tiempo que, de haber 

existido condena ejecutoriada, le habría permitido iniciar el trámite de la 
libertad anticipada; 

d) hayan transcurrido más de dos años contados desde el momento efectivo de 
la privación de libertad y aún no se haya deducido acusación; 

e) al concluir el proceso con sentencia de condena ejecutoriada y comenzar a 
cumplirse la pena privativa de libertad. 

Artículo 288 (Competencia del Juez Letrado de Primera Instancia de Eje-
cución y Vigilancia). 

En sede de ejecución conocerá el Juez Letrado de Primera Instancia de Ejecu-
ción y Vigilancia. Además de los cometidos que le asigna este Código y otras leyes, 
corresponde especialmente al Juez Letrado de Primera Instancia de Ejecución y 
Vigilancia: 

a) Velar por el respeto de los derechos humanos en todo el ámbito de su com-
petencia. Con fines de vigilancia y contralor, podrá hacer comparecer ante sí 
a condenados, imputados y a funcionarios del sistema penitenciario. 

b) Salvaguardar los derechos de los internos que cumplan condena, medidas de 
seguridad o prisión preventiva, dando cuenta en este último caso al tribunal 
competente, de los abusos y desviaciones que en cumplimiento de los pre-
ceptos del régimen penitenciario se puedan producir. 
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c) Controlar la regularidad de las sanciones disciplinaria impuestas a los pena-
dos, superiores a treinta días. Dichas sanciones serán comunicadas al Juez 
Letrado de Primera Instancia de Ejecución y Vigilancia dentro del plazo de 
cinco días desde el inicio de su efectivo cumplimiento. Recibida la comuni-
cación, el juez dará vista a la defensa del penado. Evacuada la vista o vencido 
el plazo para hacerlo, resolverá en única instancia. 

d) Controlar, con informe de la autoridad penitenciaria competente y de los 
organismos técnicos pertinentes, la clasificación y las progresiones o regre-
siones de las etapas respectivas así como los traslados que se efectuasen. 

e) Recibir, tramitar y resolver acerca de peticiones o quejas que formulen los 
internos, sus familiares o sus defensores respecto del trato penitenciario, 
pudiendo recabar a esos efectos los informes pertinentes. 

f ) Resolver las solicitudes de salidas transitorias de los penados, de acuerdo 
con los requisitos establecidos por la normativa vigente, sin perjuicio de lo 
establecido en el artículo 120 de la Ley N° 19.149, de 24 de octubre de 2013. 

g) Tomar conocimiento de las internaciones hospitalarias. 
h) Autorizar la salida del país del penado, en las mismas condiciones de trami-

tación previstas respecto del imputado, en el artículo 248 de este Código. 
i) Realizar visitas o inspecciones a los establecimientos carcelarios cada vez que 

lo considere necesario y por lo menos una vez cada treinta días. Si en oca-
sión de tales visitas o inspecciones verificare la existencia de irregularidades 
que afectaren seriamente a los penados en causas ajenas a su competencia la 
pondrá, a la mayor brevedad, en conocimiento del juez competente. 

j) Conocer y resolver en primera instancia sobre la concesión y revocación del 
beneficio de la libertad anticipada. 

k) Conocer y resolver en el proceso de unificación de penas.

Ley 18.446 del 24 de diciembre de 2008. Creación de la Institución  
Nacional de Derechos Humanos (Arts. 1 al 5, 35, 72 y 83)

Artículo 1º. (Creación). Créase la Institución Nacional de Derechos Huma-
nos (INDDHH), como una institución del Poder Legislativo, la que tendrá por co-
metido, en el ámbito de competencias definido por esta ley, la defensa, promoción 
y protección en toda su extensión, de los derechos humanos reconocidos por la 
Constitución y el derecho internacional.

Artículo 2º. (Autonomía). La INDDHH no se hallará sujeta a jerarquía y ten-
drá un funcionamiento autónomo no pudiendo recibir instrucciones ni órdenes 
de ninguna autoridad.
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Artículo 3º. (Efectos de las resoluciones). Las resoluciones de la INDDHH 
tendrán el carácter de recomendaciones y, consecuentemente, no podrán modifi-
car ni anular actos administrativos o jurisdiccionales.

Artículo 4º. (Competencia). La INDDHH será competente para:
A) Proponer la suscripción, aprobación, ratificación, adhesión e implementa-

ción de tratados internacionales relacionados con derechos humanos.
B) Proponer la denuncia de tratados internacionales que a juicio de la INDD-

HH sean violatorios de los derechos humanos.
C) Promover la adopción de las medidas que considere adecuadas para que 

el ordenamiento jurídico y las prácticas administrativas e institucionales se 
armonicen con los instrumentos internacionales relacionados con derechos 
humanos en los que el Estado sea parte.

D) Emitir opiniones y recomendaciones sobre los informes que el Estado se 
proponga presentar o que hubiere presentado a los órganos encargados del 
contralor internacional de las obligaciones contraídas por el Estado, en vir-
tud de tratados internacionales relacionados con derechos humanos y sobre 
las observaciones que dichos órganos internacionales de contralor hubieran 
emitido respecto de los informes del Estado.

E) Colaborar con las autoridades competentes en los informes que el Estado 
deba presentar a los órganos encargados del contralor internacional de las 
obligaciones contraídas por el Estado, en virtud de tratados internacionales 
relacionados con los derechos humanos.

F) Realizar, con el alcance y extensión que considere pertinente, estudios e in-
formes sobre la situación nacional, departamental o zonal, relacionados con 
los derechos humanos, sobre derechos humanos especialmente considera-
dos y sobre cuestiones específicas relacionadas con los derechos humanos.

G) Recomendar y proponer la adopción, supresión o modificación de prácticas 
institucionales, prácticas o medidas administrativas y criterios utilizados 
para el dictado de actos administrativos o resoluciones, que a su juicio re-
dunden en una mejor protección de los derechos humanos.

H) Emitir opiniones, recomendaciones y propuestas sobre proyectos de ley o pro-
puestas de reformas constitucionales relacionados con los derechos humanos.

I) Recomendar a las autoridades competentes la aprobación, derogación o 
modificación de las normas del ordenamiento jurídico que a su juicio re-
dunden en una mejor protección de los derechos humanos.

J) Conocer e investigar presuntas violaciones a los derechos humanos, a peti-
ción de parte o de oficio, de acuerdo al procedimiento que se establece en la 
presente ley.
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K) Proponer a las autoridades competentes la adopción de las medidas que 
considere pertinentes para poner fin a la violación de derechos humanos 
que haya constatado, establecer el plazo en el cual deberán ser cumplidas 
y sugerir las medidas reparatorias que estime adecuadas, sin perjuicio de 
realizar recomendaciones generales para eliminar o prevenir situaciones si-
milares o semejantes.

L) Proponer a las autoridades competentes, en el curso de una investigación que 
esté realizando de oficio o a denuncia de parte, la adopción de las medidas 
provisionales de carácter urgente que considere pertinentes para que cese la 
presunta violación de los derechos humanos, impedir la consumación de per-
juicios, el incremento de los ya generados o el cese de los mismos.

M) Cooperar, para la promoción y protección de los derechos humanos, con 
los órganos internacionales encargados del contralor internacional de las 
obligaciones contraídas por el Estado, con instituciones u organizaciones 
internacionales regionales o instituciones nacionales, que sean competentes 
en la promoción y protección de los derechos humanos.

N) Colaborar con las autoridades competentes en la educación en derechos hu-
manos en todos los niveles de enseñanza y, especialmente, colaborar con la 
Dirección de Derechos Humanos del Ministerio de Educación y Cultura en 
los programas generales y especiales de formación y capacitación en derechos 
humanos destinados a los funcionarios públicos, particularmente en los pre-
vistos en el artículo 30 de la Ley Nº 18.026, de 25 de setiembre de 2006.

O) Informar y difundir de la forma más amplia posible a la opinión pública, los 
derechos humanos, las normas nacionales e internacionales que los regulan 
y los mecanismos de protección nacional e internacional. 

Artículo 5º. (Alcance). La competencia de la INDDHH, con las excepciones 
que expresamente se establecen, se extiende a todos los Poderes y organismos 
públicos cualesquiera sea su naturaleza jurídica y función, sea que actúen en el 
territorio nacional o en el extranjero.

Quedan comprendidas en la competencia de la INDDHH las entidades paraes-
tatales, sociedades de economía mixta, personas públicas no estatales y entidades 
privadas que presten servicios públicos o sociales.

La competencia de la INDDHH en relación con personas privadas se enten-
derá con los organismos públicos de su contralor y supervisión, conforme a los 
procedimientos establecidos en la presente ley.

 Artículo 35°. (Facultades). En ejercicio de sus funciones, el Consejo Directi-
vo de la INDDHH tiene facultades para:

A) Efectuar, con o sin previo aviso, visitas de inspección a cualquier lugar o 



67

Marco normativo

sector de actividad de los organismos y entidades objeto de su competen-
cia, pudiendo concurrir con peritos, asesores o con quien estime del caso, 
estando habilitada a registrar la inspección o visita por los medios y con los 
soportes tecnológicos que estime pertinentes.

B) Entrevistarse con cualquier autoridad, pedir informes, examinar expedien-
tes, archivos y todo tipo de documento, realizar interrogatorios o cualquier 
otro procedimiento razonable, todo ello sin sujeción a las normas de pro-
cedimiento que rigen la producción de la prueba siempre que no afecte los 
derechos esenciales de las personas.

C) Entrevistarse con cualquier persona y solicitarle el aporte de informes o do-
cumentación que fuere necesaria para dilucidar el asunto en el cual inter-
venga y realizar todas las demás acciones tendientes al esclarecimiento de 
los hechos.

D) Solicitar, ante quien corresponda, la adopción de cualquier medida cautelar 
con el fin de impedir la consumación de perjuicios, el incremento de los ya 
generados o el cese de los mismos.

E) Presentar denuncias penales e interponer recursos de hábeas corpus o am-
paro, sin perjuicio de solicitar otras medidas judiciales cautelares que consi-
dere pertinentes.

F) Ingresar, con o sin previo aviso a los lugares de detención, hospitales, esta-
blecimientos militares y cualquier otro establecimiento en que existan per-
sonas privadas de libertad o en régimen de internación.

G) Mantener contacto y suscribir acuerdos de cooperación con comités u orga-
nismos encargados del contralor internacional de las obligaciones contraí-
das por el Estado en virtud de tratados de derechos humanos, organizacio-
nes no gubernamentales de defensa y promoción de los derechos humanos, 
organizaciones académicas, organizaciones sociales y con expertos inde-
pendientes, todo para el mejor ejercicio de sus funciones.

H) Suscribir convenios con las Juntas Departamentales, Juntas Locales o con 
las Intendencias Departamentales en todo lo que sea necesario para el mejor 
desempeño de sus funciones.

I) Adoptar e interpretar las resoluciones y reglamentos que entienda pertinen-
tes para el mejor funcionamiento interno de la INDDHH. 

Artículo 72°. (Obligación de colaborar con la INDDHH). Todos los funcio-
narios de organismos objeto de la competencia de la INDDHH, tienen la obliga-
ción de colaborar con la INDDHH.

A los efectos previstos en el inciso anterior, todos los organismos e institucio-
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nes públicas harán conocer entre sus funcionarios la presente obligación y harán 
efectiva la responsabilidad disciplinaria para el caso de incumplimiento. Asimis-
mo deberá comunicarse idéntica obligación a las empresas de servicios públicos 
tercerizados o concesionarios en el acto mismo del contrato a celebrarse, debien-
do constar a texto expreso en los documentos que se suscriban.

Los organismos públicos solo podrán negarse a la exhibición de aquellos docu-
mentos que hubiesen sido calificados como secretos, reservados o confidenciales, 
mediante resolución expresa y fundada del jerarca máximo del organismo.

El Consejo Directivo de la INDDHH pondrá este hecho en conocimiento in-
mediato de la Asamblea General a través de su Presidente e incluirá la relación 
de la situación planteada en su Informe Anual o en Informe Especial producido a 
esos efectos.

Artículo 83. La INDDHH llevará a cabo, en coordinación con el Ministerio 
de Relaciones Exteriores, las funciones del mecanismo nacional de prevención al 
que se refiere el Protocolo Facultativo de la Convención Contra la Tortura y otros 
Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, Tratado Internacional del que 
la República es parte.

A tal efecto, la INDDHH deberá cumplir con las exigencias que, para el me-
canismo nacional, prevé el mencionado Protocolo dentro de sus competencias y 
atribuciones.
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Normativa específica referida a niños, niñas  
y adolescentes institucionalizados (sistema  

de protección) y adolescentes infractores (por  
la comisión de actos tipificados como delitos)

INSTRUMENTOS INTERNACIONALES

Convención sobre los Derechos del Niño, aprobada por la Ley 16.137. (Arts. 37, 39 y 40)
Artículo 37
Los Estados Partes velarán por que:
a) Ningún niño sea sometido a torturas ni a otros tratos a penas crueles, inhu-

manos o degradantes. No se impondrá la pena capital ni la de prisión perpe-
tua sin posibilidad de excarcelación por delitos cometidos por menores de 
18 años de edad;

b) Ningún niño será privado de su libertad ilegal o arbitrariamente. La deten-
ción, el encarcelamiento o la prisión de un niño se llevará a cabo de confor-
midad con la ley y se utilizará tan solo como medida de último recurso y 
durante el período más breve que proceda;

c) Todo niño privado de libertad sea tratado con la humanidad y el respeto 
que merece la dignidad inherente a la persona humana, y dé manera que se 
tengan en cuenta las necesidades de las personas de su edad. En particular, 
todo niño privado de libertad estará separado de los adultos, a menos que 
ello se considere contrario al interés superior del niño, y tendrá derecho a 
mantener contacto con su familia por medio de correspondencia y de visi-
tas, salvo en circunstancias excepcionales;

d) Todo niño privado de su libertad tendrá derecho a un pronto acceso a la asis-
tencia jurídica y otra asistencia adecuada, así corno derecho a impugnar la le-
galidad de la privación de su libertad ante un tribunal u otra autoridad compe-
tente, independiente e Imparcial y a una pronta decisión sobre dicha acción.
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Artículo 39
Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para promover la 

recuperación f ísica y psicológica y la reintegración social de todo niño víctima de: 
cualquier forma de abandono, explotación o abuso; tortura u otra forma de tratos 
o penas crueles, inhumanos o degradantes; o conflictos armados. Esa recupera-
ción y reintegración se llevarán a cabo en un ambiente que fomente la salud, el 
respeto de sí mismo y la dignidad del niño.

Artículo 40
1. Los Estados Partes reconocen el derecho de todo niño de quien se alegue 

que ha Infringido las leyes penales o a quien se acuse o declare culpable de 
haber Infringido esas leyes a ser tratado de manera acorde con el fomento de 
su sentido de la dignidad y el valor, que fortalezca el respeto del niño por los 
derechos humanos y las libertades fundamentales de terceros y en la que se 
tengan en cuenta la edad del niño y la importancia de promover la reintegra-
ción del niño y de que este asuma una función constructiva en la sociedad.

2. Con ese fin, y habida cuenta de las disposiciones pertinentes de los instru-
mentos internacionales, los Estados Partes garantizarán, en particular:

  a) Que no se alegue que ningún niño ha infringido las leyes penales, ni se 
acuse o declare culpable a ningún niño de haber infringido esas leyes, por 
actos u omisiones que no estaban prohibidos por las leyes nacionales o in-
ternacionales en el momento en que se cometieron;

  b) Que todo niño del que se alegue que ha infringido las leyes penales o a 
quien se acuse de haber infringido esas leyes se le garantice, por lo menos, 
lo siguiente:

 i) Que se lo presumirá inocente mientras no se pruebe su culpabilidad con-
forme a la ley;

  ii) Que será informado sin demora y directamente o, cuando sea proceden-
te, por Intermedio de sus padres o sus representantes legales, de los cargos 
que pesan contra él y que dispondrá de asistencia jurídica u. otra asistencia 
apropiada en la preparación y presentación de su defensa;

  iii) Que la causa será dirimida sin demora por una autoridad u órgano ju-
dicial competente, Independiente e imparcial en una audiencia equitativa 
conforme a la ley, en presencia de un asesor jurídico u otro tipo de asesor 
adecuado y, a menos que se considerare que ello fuere contrario al interés 
superior del niño, teniendo en cuenta en particular su edad o situación y a 
sus padres o representantes legales;
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  iv) Que no será obligado a prestar testimonio o a declararse culpable, que 
podrá Interrogar o hacer que se interrogue a testigos de cargo y obtener la 
participación y el interrogatorio de testigos de descargo en condiciones de 
Igualdad;

 v) Si se considerare que ha Infringido, en efecto, las leyes penales, que esta 
decisión y toda medida impuesta a consecuencia de ella, serán sometidas a 
una autoridad u órgano judicial superior competente, independiente e im-
parcial, conforme a la ley;

 vi) Que el niño contará con la asistencia gratuita de un intérprete sí no com-
prende o no habla el idioma utilizado;

 vii) Que se respetará plenamente su vida privada en todas las fases del pro-
cedimiento. 

3. Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para promover el 
establecimiento de leyes, procedimientos, autoridades e Instituciones espe-
cíficos para los niños de quienes se alegue que han infringido las leyes pena-
les o a quienes se acuse o declare culpables de haber Infringido esas leyes, y 
en particular:

 a) El establecimiento de una edad mínima antes de la cual se presumirá que 
los niños no tienen capacidad para infringir las leyes penales;

 b) Siempre que sea apropiado y deseable, la adopción de medidas para tratar 
a esos niños sin recurrir a procedimientos judiciales, en el entendimiento de 
que se respetarán plenamente los derechos humanos y las garantías legales.

 Se dispondrá de diversas medidas, tales como el cuidado, las órdenes de 
orientación y supervisión, el asesoramiento, la libertad vigilada, la coloca-
ción en hogares de guarda, los programas de enseñanza y formación profe-
sional, así como otras posibilidades alternativas a la Internación en institu-
ciones, para asegurar que los niños sean tratados de manera apropiada para 
su bienestar y que guarde proporción tanto con sus circunstancias como 
con la Infracción.

Reglas Mínimas para la Administración de la Justicia de Menores.  
“Reglas de Beijing” (Arts. 1 al 3, 7 al 10, 13, 17 al 22, 26 al 28)

Principios generales 
1. Orientaciones fundamentales 
 1.1 Los Estados Miembros procurarán, en consonancia con sus respectivos 

intereses generales, promover el bienestar del menor y de su familia. 
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1.2 Los Estados Miembros se esforzarán por crear condiciones que garanticen al 
menor una vida significativa en la comunidad fomentando, durante el período de 
edad en que el menor es más propenso a un comportamiento desviado, un proceso 
de desarrollo personal y educación lo más exento de delito y delincuencia posible. 

1.3 Con objeto de promover el bienestar del menor, a fin de reducir la necesi-
dad de intervenir con arreglo a la ley, y de someter a tratamiento efectivo, huma-
no y equitativo al menor que tenga problemas con la ley, se concederá la debida 
importancia a la adopción de medidas concretas que permitan movilizar plena-
mente todos los recursos disponibles, con inclusión de la familia, los voluntarios 
y otros grupos de carácter comunitario, así como las escuelas y otras instituciones 
de la comunidad. 

1.4 La justicia de menores se ha de concebir como una parte integrante del 
proceso de desarrollo nacional de cada país y deberá administrarse en el marco 
general de justicia social para todos los menores, de manera que contribuya a la 
protección de los jóvenes y al mantenimiento del orden pacífico de la sociedad. 

1.5 Las presentes Reglas se aplicarán según el contexto de las condiciones eco-
nómicas, sociales y culturales que predominen en cada uno de los Estados Miem-
bros. 

1.6 Los servicios de justicia de menores se perfeccionarán y coordinarán siste-
máticamente con miras a elevar y mantener la competencia de sus funcionarios, e 
incluso los métodos, enfoques y actitudes adoptados. 

2. Alcance de las Reglas y definiciones utilizadas 
2.1 Las Reglas mínimas que se enuncian a continuación se aplicarán a los me-

nores delincuentes con imparcialidad, sin distinción alguna, por ejemplo, de raza, 
color, sexo, idioma, religión, opinión política o de cualquier otra índole, origen 
nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición. 

2.2 Para los fines de las presentes Reglas, los Estados Miembros aplicarán las 
definiciones siguientes en forma compatible con sus respectivos sistemas y con-
ceptos jurídicos: 

a) Menor es todo niño o joven que, con arreglo al sistema jurídico respectivo, 
puede ser castigado por un delito en forma diferente a un adulto; 

b) Delito es todo comportamiento (acción u omisión) penado por la ley con 
arreglo al sistema jurídico de que se trate; y 

c) Menor delincuente es todo niño o joven al que se ha imputado la comisión 
de un delito o se le ha considerado culpable de la comisión de un delito. 

2.3 En cada jurisdicción nacional se procurará promulgar un conjunto de leyes, 
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normas y disposiciones aplicables específicamente a los menores delincuentes, así 
como a los órganos e instituciones encargados de las funciones de administración 
de la justicia de menores, conjunto que tendrá por objeto: 

a) Responder a las diversas necesidades de los menores delincuentes, y al mis-
mo tiempo proteger sus derechos básicos; 

b) Satisfacer las necesidades de la sociedad; 
c) Aplicar cabalmente y con justicia las reglas que se enuncian a continuación. 

3. Ampliación del ámbito de aplicación de las Reglas 
3.1 Las disposiciones pertinentes de las Reglas no solo se aplicarán a los meno-

res delincuentes, sino también a los menores que puedan ser procesados por rea-
lizar cualquier acto concreto que no sea punible tratándose del comportamiento 
de los adultos. 

3.2 Se procurará extender el alcance de los principios contenidos en las Reglas 
a todos los menores comprendidos en los procedimientos relativos a la atención 
al menor y a su bienestar. 

3.3 Se procurará asimismo extender el alcance de los principios contenidos en 
las Reglas a los delincuentes adultos jóvenes. 

7. Derechos de los menores 
7.1 En todas las etapas del proceso se respetarán garantías procesales básicas 

tales como la presunción de inocencia, el derecho a ser notificado de las acusa-
ciones, el derecho a no responder, el derecho al asesoramiento, el derecho a la 
presencia de los padres o tutores, el derecho a la confrontación con los testigos y a 
interrogar a estos y el derecho de apelación ante una autoridad superior. 

8. Protección de la intimidad 
8.1 Para evitar que la publicidad indebida o el proceso de difamación perjudiquen a 

los menores, se respetará en todas las etapas el derecho de los menores a la intimidad. 
8.2 En principio, no se publicará ninguna información que pueda dar lugar a la 

individualización de un menor delincuente. 

9. Cláusulas de salvedad 
9.1 Ninguna disposición de las presentes Reglas podrá ser interpretada en el 

sentido de excluir a los menores del ámbito de la aplicación de las Reglas mínimas 
para el tratamiento de los reclusos aprobadas por las Naciones Unidas y de otros 
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instrumentos y normas reconocidos por la comunidad internacional relativos al 
cuidado y protección de los jóvenes. 

Investigación y procesamiento 
10. Primer contacto 
10.1 Cada vez que un menor sea detenido, la detención se notificará inmedia-

tamente a sus padres o su tutor, y cuando no sea posible dicha notificación inme-
diata, se notificará a los padres o al tutor en el más breve plazo posible. 

10.2 El juez, funcionario u organismo competente examinará sin demora la 
posibilidad de poner en libertad al menor. 

10.3 Sin perjuicio de que se consideren debidamente las circunstancias de cada 
caso, se establecerán contactos entre los organismos encargados de hacer cumplir 
la ley y el menor delincuente para proteger la condición jurídica del menor, pro-
mover su bienestar y evitar que sufra daño. 

13. Prisión preventiva 
13.1 Solo se aplicará la prisión preventiva como último recurso y durante el 

plazo más breve posible. 
13.2 Siempre que sea posible, se adoptarán medidas sustitutorias de la prisión 

preventiva, como la supervisión estricta, la custodia permanente, la asignación a 
una familia o el traslado a un hogar o a una institución educativa. 

13.3 Los menores que se encuentren en prisión preventiva gozarán de todos 
los derechos y garantías previstos en las Reglas mínimas para el tratamiento de los 
reclusos aprobadas por las Naciones Unidas. 

13.4 Los menores que se encuentren en prisión preventiva estarán separados 
de los adultos y recluidos en establecimientos distintos o en recintos separados en 
los establecimientos en que haya detenidos adultos. 

13.5 Mientras se encuentren bajo custodia, los menores recibirán cuidados, pro-
tección y toda la asistencia - social, educacional, profesional, sicológica, médica y 
f ísica- que requieran, habida cuenta de su edad, sexo y características individuales. 

17. Principios rectores de la sentencia y la resolución 
17.1 La decisión de la autoridad competente se ajustará a los siguientes principios: 
a) La respuesta que se dé al delito será siempre proporcionada, no solo a las 

circunstancias y la gravedad del delito, sino también a las circunstancias y necesi-
dades del menor, así como a las necesidades de la sociedad; 



75

Marco normativo

b) Las restricciones a la libertad personal del menor se impondrán solo tras 
cuidadoso estudio y se reducirán al mínimo posible; 

c) Solo se impondrá la privación de libertad personal en el caso de que el menor 
sea condenado por un acto grave en el que concurra violencia contra otra persona 
o por la reincidencia en cometer otros delitos graves, y siempre que no haya otra 
respuesta adecuada; 

d) En el examen de los casos se considerará primordial el bienestar del menor. 
17.2 Los delitos cometidos por menores no se sancionarán en ningún caso con 

la pena capital. 
17.3 Los menores no serán sancionados con penas corporales. 
17.4 La autoridad competente podrá suspender el proceso en cualquier momento. 

18.2 Ningún menor podrá ser sustraído, total o parcialmente, a la supervisión 
de sus padres, a no ser que las circunstancias de su caso lo hagan necesario. 

19. Carácter excepcional del confinamiento en establecimientos peniten-
ciarios 

19.1 El confinamiento de menores en establecimientos penitenciarios se uti-
lizará en todo momento como último recurso y por el más breve plazo posible. 

20. Prevención de demoras innecesarias 
20.1 Todos los casos se tramitarán desde el comienzo de manera expedita y sin 

demoras innecesarias. 

21. Registros 
21.1 Los registros de menores delincuentes serán de carácter estrictamente 

confidencial y no podrán ser consultados por terceros. Solo tendrán acceso a di-
chos archivos las personas que participen directamente en la tramitación de un 
caso en curso, así como otras personas debidamente autorizadas. 

21.2 Los registros de menores delincuentes no se utilizarán en procesos de adul-
tos relativos a casos subsiguientes en los que esté implicado el mismo delincuente. 

22. Necesidad de personal especializado y capacitado 
22.1 Para garantizar la adquisición y el mantenimiento de la competencia pro-

fesional necesaria a todo el personal que se ocupa de casos de menores, se impar-
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tirá enseñanza profesional, cursos de capacitación durante el servicio y cursos de 
repaso, y se emplearán otros sistemas adecuados de instrucción. 

22.2 El personal encargado de administrar la justicia de menores responderá 
a las diversas características de los menores que entran en contacto con dicho 
sistema. Se procurará garantizar una representación equitativa de mujeres y de 
minorías en los organismos de justicia de menores. 

Tratamiento en establecimientos penitenciarios 
26. Objetivos del tratamiento en establecimientos penitenciarios 
26.1 La capacitación y el tratamiento de menores confinados en establecimien-

tos penitenciarios tienen por objeto garantizar su cuidado y protección, así como 
su educación y formación profesional para permitirles que desempeñen un papel 
constructivo y productivo en la sociedad. 

26.2 Los menores confinados en establecimientos penitenciarios recibirán los 
cuidados, la protección y toda la asistencia necesaria -- social, educacional, profe-
sional, sicológica, médica y f ísica -- que puedan requerir debido a su edad, sexo y 
personalidad y en interés de su desarrollo sano. 

26.3 Los menores confinados en establecimientos penitenciarios se manten-
drán separados de los adultos y estarán detenidos en un establecimiento separado 
o en una parte separada de un establecimiento en el que también estén encarce-
lados adultos. 

26.4 La delincuente joven confinada en un establecimiento merece especial 
atención en lo que atañe a sus necesidades y problemas personales. En ningún 
caso recibirá menos cuidados, protección, asistencia, tratamiento y capacitación 
que el delincuente joven. Se garantizará su tratamiento equitativo. 

26.5 En el interés y bienestar del menor confinado en un establecimiento peni-
tenciario, tendrán derecho de acceso los padres o tutores. 

26.6 Se fomentará la cooperación entre los ministerios y los departamentos 
para dar formación académica o, según proceda, profesional adecuada al menor 
que se encuentre confinado en un establecimiento penitenciario a fin de garanti-
zar que al salir no se encuentre en desventaja en el plano de la educación. 

27. Aplicación de las Reglas Mínimas para el Tratamiento de los Reclusos 
aprobadas por las Naciones Unidas 

27.1 En principio, las Reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos y las 
recomendaciones conexas serán aplicables en la medida pertinente al tratamiento 
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de los menores delincuentes en establecimientos penitenciarios, inclusive los que 
estén en prisión preventiva. 

27.2 Con objeto de satisfacer las diversas necesidades del menor específicas a 
su edad, sexo y personalidad, se procurará aplicar los principios pertinentes de 
las mencionadas Reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos en toda la 
medida de lo posible. 

28. Frecuente y pronta concesión de la libertad condicional 
28.1 La autoridad pertinente recurrirá en la mayor medida posible a la libertad 

condicional y la concederá tan pronto como sea posible. 
28.2 Los menores en libertad condicional recibirán asistencia del correspondien-

te funcionario a cuya supervisión estarán sujetos, y el pleno apoyo de la comunidad. 

Directrices de las Naciones Unidas para la Prevención 
 de la Delincuencia Juvenil. “Directrices de Riad”

Principios fundamentales
La prevención de la delincuencia juvenil es parte esencial de la prevención del 

delito en la sociedad. Si los jóvenes se dedican a actividades lícitas y socialmente 
útiles, se orientan hacia la sociedad y enfocan la vida con criterio humanista, pue-
den desarrollar actitudes no criminógenas. 

Para poder prevenir eficazmente la delincuencia juvenil, es necesario que toda 
la sociedad procure un desarrollo armonioso de los adolescentes, y respete y cul-
tive su personalidad a partir de la primera infancia. 

A los efectos de la interpretación de las presentes directrices, se debe centrar la 
atención en el niño. Los jóvenes deben desempeñar una función activa y de asociación 
en la sociedad, y no deben ser considerados meros objetos de socialización y control. 

En la aplicación de las presentes directrices y de conformidad con los orde-
namientos jurídicos nacionales, los programas preventivos deben centrarse en el 
bienestar de los jóvenes desde su primera infancia. 

Deberá reconocerse la necesidad y la importancia de aplicar una política pro-
gresista de prevención de la delincuencia, así como de estudiar sistemáticamente 
y elaborar medidas pertinentes que eviten criminalizar y penalizar al niño por una 
conducta que no causa graves perjuicios a su desarrollo ni perjudica a los demás. 

La política y las medidas de esa índole deberán incluir: 
a. El suministro de oportunidades, en particular educativas para cubrir las di-

versas necesidades de los jóvenes, y servir de marco de apoyo para velar por 
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el desarrollo personal de todos los jóvenes, en particular de aquellos que 
están patentemente en peligro o en situación de riesgo social y necesitan 
cuidado y protección especiales; 

b. La formulación de doctrinas y criterios especializados para la prevención 
de la delincuencia, basados en las leyes, los procesos, las instituciones, las 
instalaciones y una red de servicios, cuya finalidad sea reducir los motivos, 
la necesidad y las oportunidades de comisión de las infracciones o las con-
diciones que las propicien; 

c. Una intervención eficaz que se guíe por la justicia y la equidad, y cuya fina-
lidad primordial sea velar por el interés general de los jóvenes; 

d. La protección del bienestar, el desarrollo, los derechos y los intereses de to-
dos los jóvenes; 

e. El reconocimiento del hecho de que el comportamiento o la conducta de los 
jóvenes que no se ajustan a los valores y normas generales de la sociedad son 
con frecuencia parte del proceso de maduración y crecimiento y tienden a 
desaparecer espontáneamente en la mayoría de las personas cuando llegan 
a la edad adulta;

 f. La conciencia de que, según la opinión predominante de los expertos, cali-
ficar a un joven de “extraviado”, “delincuente” o “predelincuente”, a menudo 
contribuye a que los jóvenes desarrollen pautas permanentes de comporta-
miento indeseable. 

g. Deben desarrollarse servicios y programas con base en la comunidad para la 
prevención de la delincuencia juvenil, sobre todo si no se han creado todavía 
organismos oficiales. Solo en último extremo ha de recurrirse a organismos 
formales de control social. 

 
Prevención general 
Deberán formularse en todos los niveles del gobierno planes generales de pre-

vención que, entre otras cosas, comprendan: 
a. Análisis a fondo del problema y reseñas de programas y servicios, facilida-

des y recursos disponibles; 
b. Funciones bien definidas de los organismos, instituciones y personal com-

petentes que se ocupa de actividades preventivas; 
c. Mecanismos para la coordinación adecuada de las actividades de preven-

ción entre los organismos gubernamentales y no gubernamentales; 
d. Políticas, estrategias y programas basados en estudios de pronósticos que 

sean objeto de vigilancia permanente y evaluación cuidadosa en el curso de 
su aplicación; 
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e. Métodos para disminuir eficazmente las oportunidades de cometer actos de 
delincuencia juvenil. 

 f. Participación de la comunidad mediante una amplia gama de servicios y 
programas; 

g. Estrecha cooperación interdisciplinaria entre los gobiernos nacionales, es-
tatales, provinciales y municipales, con la participación del sector privado, 
de ciudadanos representativos de la comunidad interesada y de organismos 
laborales, de cuidado del niño, de educación sanitaria, sociales, judiciales y 
de los servicios de ejecución de la ley en la adopción de medidas coordina-
das para prevenir la delincuencia juvenil y los delitos de los jóvenes; 

h. Participación de los jóvenes en las políticas y en los procesos de prevención 
de la delincuencia juvenil, incluida la utilización de los recursos comunita-
rios y la aplicación de programas de auto ayuda juvenil y de indemnización 
y asistencia a víctimas; 

 i. Personal especializado en todos los niveles. 
 
Legislación y administración de la justicia de menores 
Los gobiernos deberán promulgar y aplicar leyes y procedimientos especiales 

para fomentar y proteger los derechos y el bienestar de todos los jóvenes. 
Deberán promulgarse y aplicarse leyes que prohíban la victimización, los malos 

tratos y la explotación de los niños y jóvenes, así como su utilización para activi-
dades delictivas. 

Ningún niño o joven deberá ser objeto de medidas de corrección o castigo se-
veros o degradantes en el hogar, en la escuela ni en ninguna otra institución. 

Deberán aprobarse y aplicarse leyes para limitar y controlar el acceso de los 
niños y jóvenes a las armas de cualquier tipo. 

A fin de impedir que prosiga la estigmatización, victimización y criminaliza-
ción de los jóvenes, deberán promulgarse leyes que garanticen que ningún acto 
que no sea considerado delito ni sea sancionado cuando lo comete un adulto, se 
considere delito ni sea objeto de sanción cuando es cometido por un joven. 

Debería considerarse la posibilidad de establecer un puesto de mediador o un 
órgano análogo independiente para los jóvenes, que garantice el respeto de su 
condición jurídica, sus derechos y sus intereses, así como la posibilidad de remitir 
los casos a los servicios disponibles. El mediador u otro órgano designado super-
visaría, además, la aplicación de las Directrices de Riad, las Reglas de Beijing y las 
Reglas para la Protección de los Menores Privados de la Libertad. El mediador u 
otro órgano publicará periódicamente un informe sobre los progresos alcanzados 
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y las dificultades encontradas en el proceso de aplicación. Se deberían establecer 
servicios de defensa jurídica del niño. 

Deberá capacitarse personal de ambos sexos encargado de hacer cumplir la 
ley y de otras funciones pertinentes para que pueda atender a las necesidades 
especiales de los jóvenes; ese personal deberá estar al corriente de los programas 
y posibilidades de remisión a otros servicios, y recurrir a ellos en la medida de lo 
posible con el fin de sustraer a los jóvenes al sistema de justicia penal. 

Deberán promulgarse y aplicarse estrictamente leyes para proteger a los niños 
y a los jóvenes del uso indebido de drogas y de los traficantes de drogas. 

Reglas de las Naciones Unidas para la Protección de los Menores Privados de  
Libertad, adoptadas por la Asamblea General en su resolución 45/113, de 14 
 de diciembre de 1990 (Arts. 1 al 10, 17, 18, 29 al 34, 37, 50, 59 al 61, 63 al  
65, 70, 72, 75 al 78, 81 al 82, 84 al 87)

I. Perspectivas fundamentales 
1. El sistema de justicia de menores deberá respetar los derechos y la seguridad 

de los menores y fomentar su bienestar f ísico y mental. El encarcelamiento 
deberá usarse como último recurso. 

2. Solo se podrá privar de libertad a los menores de conformidad con los prin-
cipios y procedimientos establecidos en las presentes Reglas, así como en las 
Reglas mínimas de las Naciones Unidas para la administración de la justicia 
de menores (Reglas de Beijing). La privación de libertad de un menor deberá 
decidirse como último recurso y por el período mínimo necesario y limitar-
se a casos excepcionales. La duración de la sanción debe ser determinada 
por la autoridad judicial sin excluir la posibilidad de que el menor sea puesto 
en libertad antes de ese tiempo. 

3. El objeto de las presentes Reglas es establecer normas mínimas aceptadas 
por las Naciones Unidas para la protección de los menores privados de li-
bertad en todas sus formas, compatibles con los derechos humanos y las 
libertades fundamentales, con miras a contrarrestar los efectos perjudiciales 
de todo tipo de detención y fomentar la integración en la sociedad. 

4. Las Reglas deberán aplicarse imparcialmente a todos los menores, sin dis-
criminación alguna por motivos de raza, color, sexo, edad, idioma, religión, 
nacionalidad, opinión política o de otra índole, prácticas o creencias cultu-
rales, patrimonio, nacimiento, situación de familia, origen étnico o social 
o incapacidad. Se deberán respetar las creencias religiosas y culturales, así 
como las prácticas y preceptos morales de los menores. 
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5. Las Reglas están concebidas para servir de patrones prácticos de referencia 
y para brindar alicientes y orientación a los profesionales que participen en 
la administración del sistema de justicia de menores. 

6. Las Reglas deberán ponerse a disposición del personal de justicia de menores 
en sus idiomas nacionales. Los menores que no conozcan suficientemente el 
idioma hablado por el personal del establecimiento de detención tendrán dere-
cho a los servicios gratuitos de un intérprete siempre que sea necesario, en par-
ticular durante los reconocimientos médicos y las actuaciones disciplinarias. 

7. Cuando corresponda, los Estados deberán incorporar las presentes Reglas a 
su legislación o modificarla en consecuencia y establecer recursos eficaces 
en caso de inobservancia, incluida la indemnización en los casos en que se 
causen perjuicios a los menores. Los Estados deberán además vigilar la apli-
cación de las Reglas. 

8. Las autoridades competentes procurarán sensibilizar constantemente al pú-
blico sobre el hecho de que el cuidado de los menores detenidos y su pre-
paración para su reintegración en la sociedad constituyen un servicio social 
de gran importancia y, a tal efecto, se deberá adoptar medidas eficaces para 
fomentar los contactos abiertos entre los menores y la comunidad local. 

9. Ninguna de las disposiciones contenidas en las presentes Reglas deberá in-
terpretarse de manera que excluya la aplicación de los instrumentos y nor-
mas pertinentes de las Naciones Unidas ni de los referentes a los derechos 
humanos, reconocidos por la comunidad internacional, que velen mejor por 
los derechos; la atención y la protección de los menores, de los niños y de 
todos los jóvenes. 

10. En el caso de que la aplicación práctica de las reglas específicas contenidas 
en las secciones II a V, inclusive, sea incompatible con las reglas que figuran 
en la presente sección estas últimas prevalecerán sobre las primeras. 

III. Menores detenidos o en prisión preventiva 
17. Se presume que los menores detenidos bajo arresto o en espera de juicio 

son inocentes y deberán ser tratados como tales. En la medida de lo posible, debe-
rá evitarse y limitarse a circunstancias excepcionales la detención antes del juicio. 
En consecuencia, deberá hacerse todo lo posible por aplicar medidas sustituto-
rias. Cuando, a pesar de ello, se recurra a la detención preventiva, los tribunales 
de menores y los órganos de investigación deberán atribuir máxima prioridad a la 
más rápida tramitación posible de esos casos a fin de que la detención sea lo más 
breve posible. Los menores detenidos en espera de juicio deberán estar separados 
de los declarados culpables. 
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18. Las condiciones de detención de un menor que no haya sido juzgado deberán 
ajustarse a las reglas siguientes, y a otras disposiciones concretas que resulten nece-
sarias y apropiadas, dadas las exigencias de la presunción de inocencia, la duración de 
la detención y la condición jurídica y circunstancias de los menores. Entre esas dis-
posiciones figurarán las siguientes, sin que esta enumeración tenga carácter taxativo: 

a) Los menores tendrán derecho al asesoramiento jurídico y podrán solicitar 
asistencia jurídica gratuita, cuando esta exista, y comunicarse regularmente con 
sus asesores jurídicos. Deberá respetarse el carácter privado y confidencial de esas 
comunicaciones; 

29. En todos los centros de detención, los menores deberán estar separados de 
los adultos a menos que pertenezcan a la misma familia. En situaciones controla-
das, podrá reunirse a los menores con adultos cuidadosamente seleccionados en 
el marco de un programa especial cuya utilidad para los menores interesados haya 
sido demostrada. 

30. Deben organizarse centros de detención abiertos para menores. Se entien-
de por centros de detención abiertos aquéllos donde las medidas de seguridad son 
escasas o nulas. La población de esos centros de detención deberá ser lo menos 
numerosa posible. El número de menores internado en centros cerrados deberá 
ser también suficientemente pequeño a fin de que el tratamiento pueda tener ca-
rácter individual. Los centros de detención para menores deberán estar descen-
tralizados y tener un tamaño que facilite el acceso de las familias de los menores 
y sus contactos con ellas. Convendrá establecer pequeños centros de detención e 
integrarlos en el entorno social, económico y cultural de la comunidad. 

D. Medio f ísico y alojamiento 
31. Los menores privados de libertad tendrán derecho a contar con locales y 

servicios que satisfagan todas las exigencias de la higiene y de la dignidad humana. 
32. El diseño de los centros de detención para menores y el medio f ísico de-

berán responder a su finalidad, es decir, la rehabilitación de los menores en tra-
tamiento de internado, teniéndose debidamente en cuenta la necesidad del me-
nor de intimidad, de estímulos sensoriales, de posibilidades de asociación con sus 
compañeros y de participación en actividades de esparcimiento. El diseño y la es-
tructura de los centros de detención para menores deberán ser tales que reduzcan 
al mínimo el riesgo de incendio y garanticen una evacuación segura de los locales. 
Deberá haber un sistema eficaz de alarma en los casos de incendio, así como pro-
cedimientos establecidos y ejercicios de alerta que garanticen la seguridad de los 
menores. Los centros de detención no estarán situados en zonas de riesgos cono-
cidos para la salud o donde existan otros peligros. 
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33. Los locales para dormir deberán consistir normalmente en dormitorios 
para pequeños grupos o en dormitorios individuales, teniendo presentes las nor-
mas del lugar. Por la noche, todas las zonas destinadas a dormitorios colectivos, 
deberán ser objeto de una vigilancia regular y discreta para asegurar la protección 
de todos los menores. Cada menor dispondrá, según los usos locales o nacionales, 
de ropa de cama individual suficiente, que deberá entregarse limpia, mantenerse 
en buen estado y mudarse con regularidad por razones de aseo. 

34. Las instalaciones sanitarias deberán ser de un nivel adecuado y estar situa-
das de modo que el menor pueda satisfacer sus necesidades f ísicas en la intimidad 
y en forma aseada y decente. 

37. Todos los centros de detención deben garantizar que todo menor disponga 
de una alimentación adecuadamente preparada y servida a las horas acostumbra-
das, en calidad y cantidad que satisfagan las normas de la dietética, la higiene y 
la salud y, en la medida de lo posible, las exigencias religiosas y culturales. Todo 
menor deberá disponer en todo momento de agua limpia y potable. 

50. Todo menor tendrá derecho a ser examinado por un médico inmediata-
mente después de su ingreso en un centro de menores, con objeto de hacer cons-
tar cualquier prueba de malos tratos anteriores y verificar cualquier estado f ísico 
o mental que requiera atención médica. 

J. Contactos con la comunidad en general 
59. Se deberán utilizar todos los medios posibles para que los menores tengan 

una comunicación adecuada con el mundo exterior, pues ella es parte integrante 
del derecho a un tratamiento justo y humanitario y es indispensable para preparar 
la reinserción de los menores en la sociedad. Deberá autorizarse a los menores a co-
municarse con sus familiares, sus amigos y otras personas o representantes de orga-
nizaciones prestigiosas del exterior, a salir de los centros de detención para visitar su 
hogar y su familia, y se darán permisos especiales para salir del establecimiento por 
motivos educativos, profesionales u otras razones de importancia. En caso de que el 
menor esté cumpliendo una condena, el tiempo transcurrido fuera de un estableci-
miento deberá computarse como parte del período de cumplimiento de la sentencia. 

60. Todo menor tendrá derecho a recibir visitas regulares y frecuentes, en prin-
cipio una vez por semana y por lo menos una vez al mes, en condiciones que 
respeten la necesidad de intimidad del menor, el contacto y la comunicación sin 
restricciones con la familia y con el abogado defensor. 

61. Todo menor tendrá derecho a comunicarse por escrito o por teléfono, al 
menos dos veces por semana, con la persona de su elección, salvo que se le haya 
prohibido legalmente hacer uso de este derecho, y deberá recibir la asistencia ne-
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cesaria para que pueda ejercer eficazmente ese derecho. Todo menor tendrá dere-
cho a recibir correspondencia. 

K. Limitaciones de la coerción f ísica y del uso de la fuerza 
63. Deberá prohibirse el recurso a instrumentos de coerción y a la fuerza con 

cualquier fin, salvo en los casos establecidos en el artículo 64 infra. 
64. Solo podrá hacerse uso de la fuerza o de instrumentos de coerción en ca-

sos excepcionales, cuando se hayan agotado y hayan fracasado todos los demás 
medios de control y solo de la forma expresamente autorizada y descrita por una 
ley o un reglamento. Esos instrumentos no deberán causar humillación ni degra-
dación y deberán emplearse de forma restrictiva y solo por el lapso estrictamen-
te necesario. Por orden del director de la administración, podrán utilizarse esos 
instrumentos para impedir que el menor lesione a otros o a sí mismo o cause im-
portantes daños materiales. En esos casos, el director deberá consultar inmedia-
tamente al personal médico y otro personal competente e informar a la autoridad 
administrativa superior. 

65. En todo centro donde haya menores detenidos deberá prohibirse al perso-
nal portar y utilizar armas. 

70. Ningún menor estará sujeto a sanciones disciplinarias que no se ajusten 
estrictamente a lo dispuesto en las leyes o los reglamentos en vigor. No deberá 
sancionarse a ningún menor a menos que haya sido informado debidamente de la 
infracción que le es imputada, en forma que el menor comprenda cabalmente, y 
que se le haya dado la oportunidad de presentar su defensa, incluido el derecho de 
apelar a una autoridad imparcial competente. Deberá levantarse un acta completa 
de todas las actuaciones disciplinarias. 

M. Inspección y reclamaciones 
72. Los inspectores calificados o una autoridad debidamente constituida de ni-

vel equivalente que no pertenezca a la administración del centro deberán estar 
facultados para efectuar visitas periódicas, y a hacerlas sin previo aviso, por ini-
ciativa propia, y para gozar de plenas garantías de independencia en el ejercicio 
de esta función. Los inspectores deberán tener acceso sin restricciones a todas las 
personas empleadas o que trabajen en los establecimientos o instalaciones donde 
haya o pueda haber menores privados de libertad, a todos los menores y a toda la 
documentación de los establecimientos. 

75. Todo menor deberá tener la oportunidad de presentar en todo momento 
peticiones o quejas al director del establecimiento o a su representante autorizado. 
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76. Todo menor tendrá derecho a dirigir, por la vía prescrita y sin censura en 
cuanto al fondo, una petición o queja a la administración central de los estableci-
mientos para menores, a la autoridad judicial o cualquier otra autoridad compe-
tente, y a ser informado sin demora de la respuesta. 

77. Debería procurarse la creación de un cargo independiente de mediador, 
facultado para recibir e investigar las quejas formuladas por los menores privados 
de libertad y ayudar a la consecución de soluciones equitativas. 

78. A los efectos de formular una queja, todo menor tendrá derecho a solicitar 
asistencia a miembros de su familia, asesores jurídicos, grupos humanitarios u 
otros cuando sea posible. Se prestará asistencia a los menores analfabetos cuan-
do necesiten recurrir a los servicios de organismos u organizaciones públicos o 
privados que brindan asesoramiento jurídico o que son competentes para recibir 
reclamaciones. 

V. Personal 
81. El personal deberá ser competente y contar con un número suficiente de 

especialistas, como educadores, instructores profesionales, asesores, asistentes 
sociales, siquiatras y sicólogos. Normalmente, esos funcionarios y otros especia-
listas deberán formar parte del personal permanente, pero ello no excluirá los 
auxiliares a tiempo parcial o voluntarios cuando resulte apropiado y beneficioso 
por el nivel de apoyo y formación que puedan prestar. Los centros de detención 
deberán aprovechar todas las posibilidades y modalidades de asistencia correcti-
vas, educativas, morales, espirituales y de otra índole disponibles en la comunidad 
y que sean idóneas, en función de las necesidades y los problemas particulares de 
los menores recluidos. 

82. La administración deberá seleccionar y contratar cuidadosamente al personal 
de todas las clases y categorías, por cuanto la buena marcha de los centros de deten-
ción depende de su integridad, actitud humanitaria, capacidad y competencia pro-
fesional para tratar con menores, así como de sus dotes personales para el trabajo. 

84. La administración deberá adoptar formas de organización y gestión que fa-
ciliten la comunicación entre las diferentes categorías del personal de cada centro 
de detención para intensificar la cooperación entre los diversos servicios dedica-
dos a la atención de los menores, así como entre el personal y la administración, 
con miras a conseguir que el personal que está en contacto directo con los meno-
res pueda actuar en condiciones que favorezcan el desempeño eficaz de sus tareas. 

85. El personal deberá recibir una formación que le permita desempeñar efi-
cazmente sus funciones, en particular la capacitación en sicología infantil, pro-
tección de la infancia y criterios y normas internacionales de derechos humanos 
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y derechos del niño, incluidas las presentes Reglas. El personal deberá mantener 
y perfeccionar sus conocimientos y capacidad profesional asistiendo a cursos de 
formación en el servicio que se organizarán a intervalos apropiados durante toda 
su carrera. 

86. El director del centro deberá estar debidamente calificado para su función 
por su capacidad administrativa, una formación adecuada y su experiencia en la 
materia y deberá dedicar todo su tiempo a su función oficial. 

87. En el desempeño de sus funciones, el personal de los centros de detención 
deberá respetar y proteger la dignidad y los derechos humanos fundamentales de 
todos los menores y, en especial: 

a) Ningún funcionario del centro de detención o de la institución podrá infli-
gir, instigar o tolerar acto alguno de tortura ni forma alguna de trato, castigo 
o medida correctiva o disciplinaria severo, cruel, inhumano o degradante 
bajo ningún pretexto o circunstancia de cualquier tipo; 

b) Todo el personal deberá impedir y combatir severamente todo acto de co-
rrupción, comunicándolo sin demora a las autoridades competentes; 

c) Todo el personal deberá respetar las presentes Reglas. Cuando tenga moti-
vos para estimar que estas Reglas han sido gravemente violadas o puedan 
serlo, deberá comunicarlo a sus autoridades superiores u órganos compe-
tentes facultados para supervisar o remediar la situación; 

d) Todo el personal deberá velar por la cabal protección de la salud f ísica y 
mental de los menores, incluida la protección contra la explotación y el mal-
trato f ísico, sexual y emocional, y deberá adoptar con urgencia medidas para 
que reciban atención médica siempre que sea necesario; 

e) Todo el personal deberá respetar el derecho de los menores a la intimidad y, 
en particular, deberá respetar todas las cuestiones confidenciales relativas a 
los menores o sus familias que lleguen a conocer en el ejercicio de su activi-
dad profesional; 

f ) Todo el personal deberá tratar de reducir al mínimo las diferencias entre la 
vida dentro y fuera del centro de detención que tiendan a disminuir el res-
peto debido a la dignidad de los menores como seres humanos.
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NORMATIVA NACIONAL

Ley 17.823 del 7 de setiembre de 2004. Código de la Niñez  
y la Adolescencia (Arts. 1 al 15, 22, 89 al 102, 116 al 126)

Artículo 1º. (Ámbito de aplicación). El Código de la Niñez y la Adolescencia 
es de aplicación a todos los seres humanos menores de dieciocho años de edad.

A los efectos de la aplicación de este Código, se entiende por niño a todo ser 
humano hasta los trece años de edad y por adolescente a los mayores de trece y 
menores de dieciocho años de edad.

Siempre que este Código se refiere a niños y adolescentes comprende ambos 
géneros.

Artículo 2º. (Sujetos de derechos, deberes y garantías). Todos los niños y 
adolescentes son titulares de derechos, deberes y garantías inherentes a su calidad 
de personas humanas.

Artículo 3º. (Principio de protección de los derechos). Todo niño y ado-
lescente tiene derecho a las medidas especiales de protección que su condición 
de sujeto en desarrollo exige por parte de su familia, de la sociedad y del Estado.

Artículo 4º. (Interpretación). Para la interpretación de este Código, se ten-
drán en cuenta las disposiciones y principios generales que informan la Constitu-
ción de la República, la Convención sobre los Derechos del Niño, leyes nacionales 
y demás instrumentos internacionales que obligan al país.

En los casos de duda se deberá recurrir a los criterios generales de interpreta-
ción y, especialmente, a las normas propias de cada materia.

Artículo 5º. (Integración). En caso de vacío legal o insuficiencia se deberá 
recurrir a los criterios generales de integración y, especialmente, a las normas 
propias de cada materia.

Artículo 6º. (Criterio específico de interpretación e integración: el inte-
rés superior del niño y adolescente). Para la interpretación e integración de este 
Código se deberá tener en cuenta el interés superior del niño y adolescente, que 
consiste en el reconocimiento y respeto de los derechos inherentes a su calidad 
de persona humana. En consecuencia, este principio no se podrá invocar para 
menoscabo de tales derechos.

Artículo 7º. (Concurrencia para la efectividad y la protección de los dere-
chos de los niños y adolescentes).

1) La efectividad y protección de los derechos de los niños y adolescentes es 
prioritariamente de los padres o tutores —en su caso—, sin perjuicio de la corres-
ponsabilidad de la familia, la comunidad y el Estado.
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 2) El Estado deberá actuar en las tareas de orientación y fijación de las políticas 
generales aplicables a las distintas áreas vinculadas a la niñez y adolescencia y a la fa-
milia, coordinando las actividades públicas y privadas que se cumplen en tales áreas.

3) En casos de insuficiencia, defecto o imposibilidad de los padres y demás obli-
gados, el Estado deberá actuar preceptivamente, desarrollando todas las activida-
des integrativas, complementarias o supletivas que sean necesarias para garanti-
zar adecuadamente el goce y ejercicio de los derechos de los niños y adolescentes. 

Capítulo II 
De los derechos de los niños y adolescentes 
Artículo 8º. (Principio general). Todo niño y adolescente goza de los dere-

chos inherentes a la persona humana. Tales derechos serán ejercidos de acuerdo 
a la evolución de sus facultades, y en la forma establecida por la Constitución de 
la República, los instrumentos internacionales, este Código y las leyes especiales. 
En todo caso tiene derecho a ser oído y obtener respuestas cuando se tomen de-
cisiones que afecten su vida.

Podrá acudir a los Tribunales y ejercer los actos procesales en defensa de sus 
derechos, siendo preceptiva la asistencia letrada. El Juez ante quien acuda tiene 
el deber de designarle curador, cuando fuere pertinente, para que lo represente y 
asista en sus pretensiones.

Los Jueces, bajo su más seria responsabilidad, deberán adoptar las medidas necesa-
rias para asegurar el cumplimiento de lo establecido en los incisos anteriores, debien-
do declararse nulas las actuaciones cumplidas en forma contraria a lo aquí dispuesto.

Artículo 9º. (Derechos esenciales). Todo niño y adolescente tiene derecho 
intrínseco a la vida, dignidad, libertad, identidad, integridad, imagen, salud, edu-
cación, recreación, descanso, cultura, participación, asociación, a los beneficios 
de la seguridad social y a ser tratado en igualdad de condiciones cualquiera sea su 
sexo, su religión, etnia o condición social.

Artículo 10°. (Derecho del niño y adolescente con capacidad diferente). 
Todo niño y adolescente, con capacidad diferente psíquica, f ísica o sensorial, tiene 
derecho a vivir en condiciones que aseguren su participación social a través del 
acceso efectivo especialmente a la educación, cultura y trabajo.

Este derecho se protegerá cualquiera sea la edad de la persona.
Artículo 11°. (Derecho a la privacidad de la vida). Todo niño y adolescente 

tiene derecho a que se respete la privacidad de su vida. Tiene derecho a que no 
se utilice su imagen en forma lesiva, ni se publique ninguna información que lo 
perjudique y pueda dar lugar a la individualización de su persona.
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Artículo 12°. (Derecho al disfrute de sus padres y familia). La vida familiar 
es el ámbito adecuado para el mejor logro de la protección integral.

Todo niño y adolescente tiene derecho a vivir y a crecer junto a su familia y a 
no ser separado de ella por razones económicas.

Solo puede ser separado de su familia cuando, en su interés superior y en el curso 
de un debido proceso, las autoridades determinen otra relación personal sustitutiva.

En los casos en que sobrevengan circunstancias especiales que determinen la se-
paración del núcleo familiar, se respetará su derecho a mantener vínculos afectivos y 
contacto directo con uno o ambos padres, salvo si es contrario a su interés superior.

Si el niño o adolescente carece de familia, tiene derecho a crecer en el seno de 
otra familia o grupo de crianza, la que será seleccionada atendiendo a su bienestar.

Solo en defecto de esta alternativa, se considerará el ingreso a un establecimien-
to público o privado. Se procurará que su estancia en el mismo sea transitoria.

Artículo 13°. (Conflictos armados). Los niños y adolescentes no pueden for-
mar parte de las hostilidades en conflictos armados ni recibir preparación para ello.

Capítulo III 
De los deberes del Estado 
Artículo 14°. (Principio general). El Estado protegerá los derechos de todos 

los niños y adolescentes sujetos a su jurisdicción, independientemente del origen 
étnico, nacional o social, el sexo, el idioma, la religión, la opinión política o de otra 
índole, la posición económica, los impedimentos psíquicos o f ísicos, el nacimien-
to o cualquier otra condición del niño o de sus representantes legales.

El Estado pondrá el máximo empeño en garantizar el reconocimiento del prin-
cipio de que ambos padres o sus representantes legales, cuya preocupación funda-
mental será el interés superior del niño, tienen obligaciones y derechos comunes 
en lo que respecta a su crianza y desarrollo.

El Estado asegurará la aplicación de toda norma que dé efectividad a esos derechos.
Artículo 15°. (Protección especial). El Estado tiene la obligación de proteger 

especialmente a los niños y adolescentes respecto a toda forma de:
A) Abandono, abuso sexual o explotación de la prostitución.
B) Trato discriminatorio, hostigamiento, segregación o exclusión en los lugares 

de estudio, esparcimiento o trabajo.
C) Explotación económica o cualquier tipo de trabajo nocivo para su salud, 

educación o para su desarrollo f ísico, espiritual o moral.
D) Tratos crueles, inhumanos o degradantes.
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E) Estímulo al consumo de tabaco, alcohol, inhalantes y drogas.
F) Situaciones que pongan en riesgo su vida o inciten a la violencia, como el 

uso y el comercio de armas.
G) Situaciones que pongan en peligro su seguridad, como detenciones y trasla-

dos ilegítimos.
H) Situaciones que pongan en peligro su identidad, como adopciones ilegítimas 

y ventas.
I) Incumplimiento de los progenitores o responsables de alimentarlos, cuidar 

su salud y velar por su educación. 

Políticas sociales de promoción y protección a la niñez y adolescencia 
Artículo 22°. (Líneas de acción). La atención hacia la niñez y la adolescencia 

se orientará primordialmente a:
A) La aplicación de políticas sociales básicas, que hagan efectivos los derechos 

consagrados en la Constitución de la República, para todos los niños y los 
adolescentes.

B) La creación de programas de atención integral, para aquellos que lo necesi-
ten, por carencia temporal o permanente: niños y adolescentes con capaci-
dad diferente, situación de desamparo o marginalidad.

C) La implementación de medidas apropiadas para que los niños tengan dere-
cho a beneficiarse de los servicios de instalaciones de guarda, especialmente 
en el caso de que los padres trabajen.

D) La adopción de programas integrales y servicios especiales de prevención y 
atención médica y psicosocial a las víctimas de negligencia, maltrato, violen-
cia o explotación laboral o sexual.

E) La aplicación de programas de garantías para la protección jurídico-social 
de los niños y adolescentes en conflicto con la ley, y de educación para la 
integración social.

F) La adopción de programas de promoción de la niñez y adolescencia en las 
áreas deportivas, culturales y recreativas, entre otras.

G) La creación de sistemas de indicadores de desarrollo del niño y del adoles-
cente, respetando el derecho a la privacidad y el secreto profesional. 

Régimen de privación de libertad
 Artículo 89°. (Privación de libertad). El régimen de privación de libertad 

consiste en recluir al adolescente en un establecimiento que asegure su perma-
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nencia en el recinto, sin menoscabo de los derechos consagrados en este Código, 
las normas constitucionales, legales e instrumentos internacionales.

Artículo 90°. (Régimen de semilibertad). El régimen de semilibertad consis-
te en disponer que el adolescente, cuya privación de libertad ha sido dispuesta en 
establecimientos, goce de permiso para visitar a su familia o para la realización de 
actividades externas, de ocho horas de duración, en su beneficio personal, contro-
ladas por la autoridad donde se encuentra internado.

Este régimen se extiende, a voluntad del adolescente, mientras se aplica la me-
dida de privación de libertad, salvo la suspensión temporaria o definitiva por in-
observancia de las reglas de comportamiento.

Artículo 91°. (Duración de las medidas de privación de libertad). La medi-
da de privación de libertad tendrá una duración máxima de cinco años.

En ningún caso el adolescente que al llegar a los dieciocho años permanece 
sujeto a medidas, cumplirá lo que le resta en establecimientos destinados a los 
adultos.

En situaciones de peligrosidad manifiesta, se adoptarán las medidas que fueren 
compatibles con la seguridad de la población y los propósitos de recuperación del 
infractor.

Artículo 92°. (Cumplimiento). El cumplimiento de las medidas de privación 
de libertad son de responsabilidad exclusiva, irrenunciable e indelegable del Estado.

Se cumplirán en centros especiales hasta la finalización de las medidas y de 
acuerdo a criterios, entre otros, de edad, complexión f ísica, gravedad de la infrac-
ción y adaptación a la convivencia.

En ningún caso podrán cumplirse en establecimientos destinados a los adultos.
Se tendrá especial cuidado por las situaciones en que el adolescente requiera 

tratamiento médico, en cuyo caso deberá ser internado en un centro adecuado a 
sus condiciones.

Artículo 93°. (Infractores con dependencia). En los casos de adolescentes 
infractores, que padecen dependencias alcohólicas o toxicómanas, se efectivizará 
la asistencia a programas de orientación y tratamiento adecuados.

Artículo 94°. (Procedimiento por modificación o cese de las medidas). Se 
deberá decretar, en cualquier momento, el cese de la medida cuando resulte acre-
ditado en autos que la misma ha cumplido su finalidad socioeducativa.

La tramitación de todas las solicitudes de sustitución, modificación o cese de 
las medidas, se hará en audiencia, debiendo dictarse resolución fundada, previo 
los informes técnicos que se estimen pertinentes, con presencia del adolescente, 
de sus representantes legales, de la defensa y del Ministerio Público.
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La audiencia deberá celebrarse en un plazo que no exceda los diez días a partir 
de la respectiva solicitud.

Artículo 95°. (Traslado de infractores). La internación de los adolescentes 
fuera de la jurisdicción de su domicilio se limitará al mínimo posible, atendidas las 
circunstancias del caso.

Cuando los Juzgados dispongan la internación de adolescentes infractores fuera 
de su jurisdicción, declinarán competencia para ante el Juez del lugar de internación.

Deberán enviar junto con el adolescente, fotocopia certificada del expediente 
en sobre cerrado, que será entregado por el funcionario que lo traslade, bajo su 
más grave responsabilidad funcional, al Juez de turno del lugar de la internación.

Artículo 96°. (Reserva). Queda prohibida la identificación de la persona del 
adolescente por cualquier medio de comunicación, sin perjuicio de la información 
sobre los hechos.

Los funcionarios públicos que faciliten noticias a la prensa, en contravención 
a lo dispuesto en el inciso anterior, serán pasibles de una suspensión de diez días 
con pérdida de haberes la primera vez, y un mes por la siguiente. La tercera infrac-
ción dará lugar a la destitución. La infracción será comunicada preceptivamente a 
la institución a que pertenece, con transcripción de las normas.

Los medios de comunicación que infringieren lo dispuesto en el inciso primero 
incurrirán en una multa, a juicio del Juez, equivalente entre 20 UR (veinte uni-
dades reajustables) y 200 UR (doscientas unidades reajustables), según los casos, 
siendo el destino de la misma el Instituto Nacional del Menor.

Artículo 97°. (Competencia). En las infracciones previstas en el inciso tercero 
del artículo anterior, entenderán los Jueces Letrados de Adolescentes, siguiendo el 
procedimiento legal para reprimir las faltas en el Derecho Penal de adultos.

Artículo 98°. (Recurribilidad). La sentencia podrá ser apelada ante el Tribu-
nal de Familia respectivo, cuya decisión hará cosa juzgada.

IV- Principios de la ejecución
Artículo 99°. (Supuestos de la ejecución). La actividad procesal de ejecución 

de las medidas educativas, comprende los actos destinados a promover el cumpli-
miento de las medidas y el trámite y la decisión de las cuestiones sobrevinientes.

Artículo 100°. (Control que ejercen los Jueces competentes). Son cometi-
dos de los Jueces Letrados de Adolescentes:

1) Vigilar los casos en los que han recaído medidas educativas dispuestas por 
sentencia ejecutoriada, hasta el término de su cumplimiento.
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2) Entender por audiencia y con intervención del defensor y Ministerio Públi-
co, las reclamaciones de los adolescentes durante el período de ejecución de 
las medidas, tanto en los establecimientos, como fuera de ellos.

3) Visitar, por lo menos cada tres meses los centros de internación, dejando 
constancia en el expediente respectivo del resultado.

 Sin perjuicio de lo que antecede, podrá realizar inspecciones cada vez que lo 
considere oportuno.

 En ambos casos, tomar las medidas que más convengan al interés superior 
del adolescente.

4) Dar cuenta a la Suprema Corte de Justicia en los casos que se constaten irre-
gularidades graves. 

Artículo 101°. (Control de la autoridad administrativa). El Instituto Na-
cional del Menor o las autoridades de los establecimientos de internación, in-
formarán cada tres meses al Juez sobre la forma como se cumple la medida y la 
evolución del adolescente.

El Instituto Nacional del Menor reglamentará el funcionamiento de los estable-
cimientos donde se cumplen las medidas privativas de libertad.

V - Derechos y deberes durante la ejecución de las medidas socioeducativas
Artículo 102°. (Principio especial de la privación de libertad). Sin perjui-

cio de los derechos y garantías enumerados en el artículo 74, se tendrán en cuenta 
los derechos y deberes de los adolescentes, con miras a contrarrestar los efectos 
perjudiciales de la institucionalización y a fomentar su integración a la sociedad:

A) Derechos:
1) A ser informado del régimen de funcionamiento institucional y de sus dere-

chos y deberes y conocer a los funcionarios que lo tendrán bajo su respon-
sabilidad durante la internación o en régimen ambulatorio.

2) A conocer el régimen interno a fin de comunicarse personalmente con el 
Juez, Fiscal, defensor, educadores, familiares y a ejercer efectivamente ese 
derecho.

3) A estar informado sobre las medidas que se proyectan para lograr su inser-
ción al ámbito familiar y social.

4) A recibir los servicios de salud, sociales, educativos, religiosos y de esparci-
miento, y ser tratado conforme a su desarrollo y necesidades.

 En todo caso se garantizará su seguridad, en tanto protección contra in-
fluencias nocivas y situaciones de riesgo.
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5) A estar informado sobre el régimen de convivencia.
6) A no ser trasladado del centro donde cumple la medida educativa sin que se 

dé cuenta de inmediato al Juez competente. Todo traslado podrá ser recu-
rrido conforme a derecho, sin efecto suspensivo.

7) No podrán imponerse sanciones colectivas

B) Deberes:
Durante la ejecución de las medidas, los adolescentes, deberán respetar a sus 
educadores y responsables y observar los reglamentos internos en cuanto a 
convivencia, estudio y tareas de capacitación, esparcimiento, aseo personal 
y de las dependencias que ocupan, y respeto a sus educadores, responsables 
y demás personas con quienes se vinculan cotidianamente.

 C) Ámbito de aplicación:
Todos los derechos y deberes establecidos en orden a la ejecución de las me-

didas socioeducativas, se aplicarán, en lo pertinente, a todo tipo de privación de 
libertad. 

Artículo 116°. Redacción dada por: Ley Nº 18.778 de 15/07/2011 
Artículo 1. (Infracciones reiteradas). En los casos de infracciones reiteradas, 

los procesos se tramitarán por el Juez competente de cada una hasta la sentencia 
ejecutoriada, sin perjuicio de la unificación de las medidas impuestas, la que se 
realizará en vía incidental por el Juez Letrado de Adolescentes que hubiere enten-
dido en la última infracción.

La Suprema Corte de Justicia creará y reglamentará un Registro Nacional 
de Antecedentes Judiciales de Adolescentes en Conflicto con la Ley Penal.
Dicho Registro tendrá dos secciones:
A) La primera sección contendrá los antecedentes de los delitos de violación, 

rapiña, copamiento, secuestro y homicidio doloso o ultraintencional.
 B) La segunda sección contendrá todas las demás infracciones a la ley penal 

previstas en este Código. 

Artículo 116°-BIS Agregado/s por: Ley Nº 19.055 de 04/01/2013 artículo 3
(Régimen especial).- Sin perjuicio de la aplicación de las normas y principios 

establecidos en este Código, en los casos en que el presunto autor sea mayor de 
quince y menor de dieciocho años de edad, y cuando el proceso refiera a las infrac-
ciones gravísimas previstas en los numerales 1), 2), 3), 4), 5), 6) y 9) del artículo 72 
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de la presente ley, el Juez, a solicitud expresa del Ministerio Público y una vez oída 
la defensa, deberá disponer la aplicación de las siguientes reglas:

A) La privación cautelar de libertad será preceptiva hasta el dictado de la sen-
tencia definitiva.

B) Las medidas privativas de libertad tendrán una duración no inferior a los 
doce meses.

C) El infractor, una vez ejecutoriada la sentencia de condena podrá solicitar la 
libertad anticipada, siempre y cuando haya cumplido efectivamente el mí-
nimo de privación de libertad establecido en el literal anterior y a su vez, 
superare la mitad de la pena impuesta.

D) Las medidas de privación de libertad deberán ser cumplidas en estableci-
mientos especiales, separados de los adolescentes privados de libertad por 
el régimen general.

E) Cuando el infractor cumpla los dieciocho años de edad, pasará a cumplir la 
medida de privación de libertad en un establecimiento especial del sistema 
de responsabilidad penal adolescente separado de los menores de dieciocho 
años de edad.

F) La elevación preceptiva de las actuaciones al Juzgado Penal de turno a efec-
tos de que este convoque a los representantes legales del adolescente para 
determinar su eventual responsabilidad en los hechos. 

Capítulo XI 
I - Protección de los derechos amenazados o vulnerados de los niños y 

adolescentes y situaciones especiales
Artículo 117°. (Principio general). Siempre que los derechos reconocidos a 

los niños y adolescentes en este Código sean amenazados o vulnerados, se aplica-
rán las medidas que dispone este título.

De igual forma se aplicarán a los niños que vulneren derechos de terceros.
Artículo 118°. (Primeras diligencias). El Juez que tiene conocimiento, por 

cualquier medio, que un niño o adolescente se encuentra en la situación prevista 
en el artículo anterior, tomará las más urgentes e imprescindibles medidas, de-
biéndose proceder a continuación conforme lo estatuye el artículo 321 del Código 
General del Proceso.

Salvo imposibilidad, tomará declaración al niño o adolescente, en presencia del 
defensor que se le proveerá en el acto y de sus padres o responsables, si los tuviere, 
y recabará los informes técnicos correspondientes.
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El Ministerio Público deberá ser oído preceptivamente, quien intervendrá en 
favor del efectivo respeto a los derechos y garantías, reconocidos a los niños y 
adolescentes, debiéndose pronunciar en el plazo de tres días.

Artículo 119°. (Medidas). Medidas para los padres o responsables.
El Juez podrá imponer, en protección de los derechos de los niños o adolescen-

tes, para los padres o responsables, las siguientes medidas:
A) Llamada de atención para corregir o evitar la amenaza o violación de los de-

rechos de los hijos a su cuidado, y exigir el cumplimiento de las obligaciones 
que le corresponden en la protección de los derechos afectados.

B) Orientación, apoyo y seguimiento temporario socio-familiar prestado por 
programas públicos o privados reconocidos.

C) Obligación de inscribir al niño o adolescente en un centro de enseñanza o pro-
gramas educativos o de capacitación y observar su asistencia o aprendizaje.

D) Derivación a un programa público o privado de protección a la familia. 

Artículo 120°. (Medidas ambulatorias para niños y adolescentes). El Juez 
dispondrá las siguientes medidas:

A) Que el Instituto Nacional del Menor otorgue protección a sus derechos a 
través del sistema de atención integral diurno. Al mismo servicio podrá re-
currirse respecto a los institutos privados especializados, que así lo acepten.

B) Solicitud de tratamiento ambulatorio médico, psicológico o psiquiátrico a 
instituciones públicas o privadas.

El Instituto Nacional del Menor podrá solicitar o aplicar directamente estas 
medidas, cuando su intervención haya sido requerida por el niño, padres o res-
ponsables o terceros interesados. 

Artículo 121°. (Medidas en régimen de internación sin conformidad del 
niño o adolescente). El Juez solamente podrá ordenar la internación compulsiva 
en los siguientes casos:

A) Niño o adolescente con patología psiquiátrica.
B) Niño o adolescente que curse episodios agudos vinculados al consumo de 

drogas.
C) Niño o adolescente necesitado de urgente tratamiento médico destinado a 

protegerlo de grave riesgo a su vida o su salud. 
En todos los casos deberá existir prescripción médica. El plazo máximo de la 

internación será de treinta días prorrogables por períodos de igual duración me-
diando indicación médica hasta el alta de internación.
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El Instituto Nacional del Menor podrá aplicar directamente estas medidas me-
diando indicación médica y cuando su intervención obedezca a la situación de un 
niño o adolescente que pone en riesgo inminente su vida o la integridad f ísica de otras 
personas, de todo lo que se dará cuenta inmediata al Juez de Familia de Urgencia.

Artículo 122°. (Adicciones a drogas y alcohol). El Juez podrá ordenar la 
aceptación de niños y adolescentes en centros residenciales especializados de 
atención a adicciones de drogas y alcohol, sea en régimen de tiempo completo, 
ambulatorio o semiambulatorio.

Tratándose de adolescentes se requerirá su conformidad; en caso de niños será ne-
cesario el consentimiento de sus padres o responsables y se oirá previamente al niño.

En todos los casos se deberá proporcionar defensor al niño o adolescente, to-
mar declaración salvo imposibilidad, oír preceptivamente al Ministerio Público, 
tomar declaración a los padres o responsables, y recabar los informes técnicos 
correspondientes.

Artículo 123°. (Derivación a centros de atención permanente para niños 
y adolescentes). El Juez podrá disponer la derivación de un niño o adolescente 
a un centro de atención permanente como medida de último recurso, cuando se 
encuentre gravemente amenazado su derecho a la vida o integridad f ísica.

Esta medida no podrá implicar en caso alguno privación de libertad y durará el 
menor tiempo posible, promoviéndose la superación de la amenaza de sus dere-
chos para favorecer su egreso.

En estos establecimientos se procurará mantener los vínculos familiares, según 
lo dispone el artículo 12 de este Código y la incorporación del niño o adolescente 
al sistema educativo que corresponda, según sea su edad.

Artículo 124°. (Programas de atención integral). El Estado deberá garantizar 
a todos los niños y adolescentes el derecho a acceder voluntariamente a programas 
de atención integral, cuidados y alojamiento. Si la solicitud fuera formulada por los 
padres, se oirá preceptivamente al niño, quien será asistido por su defensor.

Si a la solicitud formulada por el niño o adolescente se oponen sus padres o 
responsables, sin perjuicio de la inmediata protección del niño o adolescente, la 
situación se pondrá en el más breve plazo posible en conocimiento del Juzgado de 
Familia de Urgencia.

El Juez resolverá atendiendo a la opinión del niño o adolescente. Deberá tener-
se en cuenta esta y el interés superior.

Artículo 125°. (Programas de alternativa familiar). El Juez podrá entregar 
al niño o adolescente gravemente amenazado en su derecho a la vida o integridad 
f ísica o privado de su medio familiar, al cuidado de una persona o matrimonio 
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seleccionado por el Instituto Nacional del Menor, que se comprometa a brindarle 
protección integral.

Estos niños o adolescentes deberán recibir orientación y apoyo de la persona 
o matrimonio, quienes serán supervisados por medio de equipos especializados.

Artículo 126°. (Comportamiento policial). Cuando la autoridad policial 
tome conocimiento que un niño o adolescente se encuentra en la situación pre-
vista en el artículo 117 de este Código, deberá llevarlo de inmediato a presencia 
del Juez competente, el que notificará con la mayor urgencia al Instituto Nacional 
del Menor.

Si no fuera posible llevarlo de inmediato a presencia del Juez, previa autori-
zación, deberá llevarlo al Instituto Nacional del Menor, quien deberá prestarle la 
debida atención.
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Normativa aplicable a las  
mujeres privadas de libertad

INSTRUMENTOS INTERNACIONALES 

Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas  
de Discriminación contra la Mujer. CEDAW (Arts. 1 al 3)

Artículo 1
A los efectos de la presente Convención, la expresión “discriminación contra la 

mujer” denotará toda distinción, exclusión a restricción basada en el sexo que tenga 
por objeto o por resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio 
por la mujer, independientemente de su estado civil, sobre la base de la igualdad del 
hombre y la mujer, de los derechos humanos y las libertades fundamentales en las 
esferas política, económica, social, cultural y civil o en cualquier otra esfera.

Artículo 2
Los Estados Partes condenan la discriminación contra la mujer en todas sus 

formas, convienen en seguir, por todos los medios apropiados y sin dilaciones, 
una política encaminada a eliminar la discriminación contra la mujer y, con tal 
objeto, se comprometen a:

a) Consagrar, si aún no lo han hecho, en sus constituciones nacionales y en 
cualquier otra legislación apropiada el principio de la igualdad del hombre 
y de la mujer y asegurar por ley u otros medios apropiados la realización 
práctica de ese principio;

b) Adoptar medidas adecuadas, legislativas y de otro carácter, con las sancio-
nes correspondientes, que prohíban toda discriminación contra la mujer;

c) Establecer la protección jurídica de los derechos de la mujer sobre una base 
de igualdad con los del hombre y garantizar, por conducto de los tribunales 
nacionales o competentes y de otras instituciones públicas, la protección 
efectiva de la mujer contra todo acto de discriminación;
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d) Abstenerse de incurrir en todo acto a práctica de discriminación contra la 
mujer y velar porque las autoridades e instituciones públicas actúen de con-
formidad con esta obligación;

e) Tomar todas las medidas apropiadas para eliminar la discriminación contra 
la mujer practicada por cualesquiera personas, organizaciones o empresas;

f ) Adaptar todas las medidas adecuadas, incluso de carácter legislativo, para 
modificar o derogar leyes, reglamentos, usos y prácticas que constituyan 
discriminación contra la mujer;

g) Derogar todas las disposiciones penales nacionales que constituyan discri-
minación contra la mujer.

Árticulo 3
Los Estados Partes tomarán en todas las esferas, y en particular en las esferas 

política, social, económica y cultural, todas las medidas apropiadas, incluso de 
carácter legislativo, para asegurar el pleno desarrollo y adelanto de la mujer, con el 
objeto de garantizarle el ejercicio y el goce de los derechos humanos y las liberta-
des fundamentales en igualdad de condiciones con el hombre.

Reglas de las Naciones Unidas para el Tratamiento de las Reclusas y Medidas  
no Privativas de la Libertad para las Mujeres Delincuentes. “Reglas de Bangkok” 
(Reglas 1, 2, 4, 5, 7, 9, 11 al 13, 16, 18 al 33, 35 al 39).

I. Reglas de aplicación general
1. Principio básico
Regla 1
A fin de poner en práctica el principio de no discriminación consagrado en el 

párrafo 6 de las Reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos, se deben tener 
en cuenta las necesidades especiales de las reclusas en la aplicación de las presen-
tes Reglas. La atención de esas necesidades para lograr en lo sustancial la igualdad 
entre los sexos no deberá considerarse discriminatoria.

2. Ingreso
Regla 2
1. Se deberá prestar atención adecuada a los procedimientos de ingreso de 

las mujeres y los niños, particularmente vulnerables en ese momento. Las 
reclusas recién llegadas deberán tener acceso a los medios que les permitan 
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reunirse con sus familiares, recibir asesoramiento jurídico, y ser informa-
das sobre el reglamento, el régimen penitenciario y las instancias a las que 
recurrir en caso de necesitar ayuda en un idioma que comprendan, y, en el 
caso de las extranjeras, deberán también tener acceso a sus representantes 
consulares.

2. Antes de su ingreso o en el momento de producirse, se deberá permitir a 
las mujeres con niños a cargo adoptar disposiciones respecto de ellos, pre-
viéndose incluso la posibilidad de suspender la reclusión por un período 
razonable, en función del interés superior de los niños.

4. Lugar de reclusión
Regla 4
En la medida de lo posible, las reclusas serán enviadas a centros de reclusión 

cercanos a su hogar o sus centros de rehabilitación social, teniendo presentes sus 
responsabilidades de cuidado de otras personas, así como sus preferencias y la 
disponibilidad de programas y servicios apropiados.

5. Higiene personal
Regla 5
Los recintos destinados al alojamiento de las reclusas deberán contar con las 

instalaciones y artículos necesarios para satisfacer las necesidades de higiene pro-
pias de su género, incluidas toallas sanitarias gratuitas y el suministro permanente 
de agua para el cuidado personal de niños y mujeres, en particular las que cocinen, 
las embarazadas y las que se encuentren en período de lactancia o menstruación.

6. Servicios de atención de salud
a) Reconocimiento médico al ingresar
Regla 7
1. En caso de determinarse que la reclusa ha sufrido abuso sexual u otra for-

ma de violencia antes de su reclusión o durante ella, se le informará de su 
derecho a recurrir ante las autoridades judiciales. Se le informará exhausti-
vamente de los procedimientos correspondientes y sus etapas. Si la reclusa 
decide entablar acciones judiciales, se notificará de ello al personal corres-
pondiente y se remitirá de inmediato el caso a la autoridad competente para 
que lo investigue. Las autoridades penitenciarias ayudarán a la mujer a ob-
tener asistencia jurídica.
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2. Decida o no la mujer entablar acciones judiciales, las autoridades peniten-
ciarias se esforzarán por brindarle acceso inmediato a apoyo psicológico u 
orientación especializados.

3. Se elaborarán medidas concretas para evitar todo tipo de represalias contra 
quien prepare los informes correspondientes o entable acciones judiciales.

Regla 9
Si la reclusa está acompañada por un niño, se deberá someter también a este a 

reconocimiento médico, que realizará de preferencia un pediatra, a fin de deter-
minar sus necesidades médicas y el tratamiento, si procede. Se brindará atención 
médica adecuada, y como mínimo equivalente a la que se presta en la comunidad.

b) Atención de salud orientada expresamente a la mujer
Regla 11
1. Durante el reconocimiento médico deberá estar presente únicamente perso-

nal médico, a menos que el doctor considere que existen circunstancias extraor-
dinarias o que pida la presencia de un miembro del personal penitenciario por 
razones de seguridad, o si la reclusa solicita expresamente esa presencia, como se 
indica en la regla 10, párrafo 2, supra.

2. Si durante el reconocimiento médico se requiere la presencia de personal pe-
nitenciario no médico, dicho personal deberá ser femenino, y el reconocimiento 
se realizará de manera tal que se proteja la intimidad y la dignidad de la reclusa y 
se mantenga la confidencialidad del procedimiento.

c) Atención de salud mental
Regla 12
Se pondrán a disposición de las reclusas con necesidades de atención de salud 

mental, en prisión o en un entorno no carcelario, programas amplios de atención 
de salud y rehabilitación individualizados, que tengan en consideración las cues-
tiones de género y estén habilitados para el tratamiento de los traumas.

Regla 13
Se deberá sensibilizar al personal penitenciario sobre los posibles momentos 

de especial angustia para las mujeres, a fin de que pueda reaccionar correctamen-
te ante su situación y prestarles el apoyo correspondiente.
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f) Prevención del suicidio y las lesiones autoinfligidas
Regla 16
La elaboración y aplicación de estrategias, en consulta con los servicios de aten-

ción de salud mental y de asistencia social, para prevenir el suicidio y las lesiones 
autoinfligidas entre las reclusas y la prestación de apoyo adecuado, especializado 
y centrado en sus necesidades a las mujeres en situación de riesgo deberán formar 
parte de una política amplia de atención de salud mental en los centros de reclu-
sión para mujeres.

g) Servicios de atención preventiva de salud
Regla 18
Las reclusas tendrán el mismo acceso que las mujeres de su edad no privadas 

de libertad a intervenciones de atención preventiva de la salud pertinentes a su 
género, como pruebas de Papanicolau y exámenes para la detección de cáncer de 
mama y otros tipos de cáncer que afecten a la mujer.

7. Seguridad y vigilancia
a) Registros personales
Regla 19
Se adoptarán medidas efectivas para resguardar la dignidad y asegurar el respe-

to de las reclusas durante los registros personales, que serán realizados únicamente 
por personal femenino que haya recibido capacitación adecuada sobre los métodos 
apropiados de registro personal y con arreglo a procedimientos establecidos.

Regla 20
Se deberán preparar otros métodos de inspección, por ejemplo de escaneo, 

para sustituir los registros sin ropa y los registros corporales invasivos, a fin de 
evitar las consecuencias psicológicas dañinas y la posible repercusión f ísica de 
esas inspecciones corporales invasivas.

Regla 21
Al inspeccionar a los niños que se hallen en prisión con sus madres y a los 

niños que visiten a las reclusas, el personal penitenciario deberá proceder de ma-
nera competente, profesional y respetuosa de su dignidad.
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b) Disciplina y sanciones
Regla 22
No se aplicarán las sanciones de aislamiento o segregación disciplinaria a las mu-

jeres embarazadas, ni a las mujeres con hijos o a las madres en período de lactancia.

Regla 23
Las sanciones disciplinarias para las reclusas no comprenderán la prohibición 

del contacto con sus familiares, especialmente con los niños.

c) Medios de coerción
Regla 24
No se utilizarán medios de coerción en el caso de las mujeres que estén por dar 

a luz ni durante el parto ni en el período inmediatamente posterior.
d) Información a las reclusas y quejas recibidas de estas; inspecciones

Regla 25
1. Las reclusas que denuncien abusos recibirán protección, apoyo y orienta-

ción inmediatos, y sus denuncias serán investigadas por autoridades compe-
tentes e independientes, que respetarán plenamente el principio de la confi-
dencialidad. En toda medida de protección se tendrá presente expresamente 
el riesgo de represalias.

2. Las reclusas que hayan sufrido abuso sexual, en particular las que hayan 
quedado embarazadas, recibirán asesoramiento y orientación médicos 
apropiados, y se les prestará la atención de salud f ísica y mental, así como el 
apoyo y la asistencia jurídica, necesarios.

3. A fin de vigilar las condiciones de la reclusión y el tratamiento de las reclu-
sas, entre los miembros de las juntas de inspección, de visita o de supervi-
sión o de los órganos fiscalizadores deberán figurar mujeres.

8. Contacto con el mundo exterior
Regla 26
Se alentará y facilitará por todos los medios razonables el contacto de las reclu-

sas con sus familiares, incluidos sus hijos, y los tutores y representantes legales de 
sus hijos. Cuando sea posible, se adoptarán medidas para reducir los problemas 
de las mujeres que se hallen recluidas en instituciones lejanas de su hogar.
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Regla 27
En caso de que se permitan las visitas conyugales, las reclusas tendrán el mis-

mo derecho a ellas que los reclusos de sexo masculino.

Regla 28
Las visitas en que se lleve a niños se realizarán en un entorno propicio, incluso 

por lo que atañe al comportamiento del personal, y en ellas se deberá permitir el 
libre contacto entre la madre y su hijo o sus hijos. De ser posible, se deberán alen-
tar las visitas que permitan una permanencia prolongada con ellos.

9. El personal penitenciario y su capacitación
Regla 29
La capacitación del personal de los centros de reclusión para mujeres deberá 

ponerlo en condiciones de atender a las necesidades especiales de las reclusas a 
efectos de su reinserción social, así como de mantener servicios seguros y propi-
cios para cumplir ese objetivo. Las medidas de creación de capacidad para el per-
sonal femenino deberán comprender también la posibilidad de acceso a puestos 
superiores y de responsabilidad primordial en la elaboración de políticas y estra-
tegias para el tratamiento de las reclusas y su atención.

Regla 30
En las instancias superiores de la administración penitenciaria deberá existir 

el compromiso claro y permanente de prevenir y eliminar la discriminación por 
razones de género contra el personal femenino.

Regla 31
Se deberán elaborar y aplicar políticas y reglamentos claros sobre el compor-

tamiento del personal penitenciario, a fin de brindar el máximo de protección a 
las reclusas contra todo tipo de violencia f ísica o verbal motivada por razones de 
género, así como de abuso y acoso sexual.

Regla 32
El personal penitenciario femenino deberá tener el mismo acceso a la capacita-

ción que sus colegas hombres, y todos los funcionarios que se ocupen de la admi-
nistración de los centros de reclusión para mujeres recibirán capacitación sobre las 
cuestiones de género y la necesidad de eliminar la discriminación y el acoso sexual.
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Regla 33
1. El personal que deba ocuparse de las reclusas recibirá capacitación relativa a 

las necesidades específicas de las reclusas y sus derechos humanos.
3. Cuando se permita que los niños permanezcan en la cárcel con sus madres, 

se sensibilizará también al personal penitenciario sobre las necesidades de desa-
rrollo del niño y se le impartirán nociones básicas sobre la atención de la salud 
del niño a fin de que pueda reaccionar correctamente en caso de necesidad y de 
emergencia.

Regla 35
Se capacitará al personal penitenciario para detectar las necesidades de aten-

ción de salud mental y el riesgo de lesiones autoinfligidas y suicidio entre las reclu-
sas, así como para prestar asistencia y apoyo y remitir esos casos a especialistas.

10. Reclusas menores de edad
Regla 36
Las autoridades penitenciarias adoptarán medidas para satisfacer las necesida-

des de protección de las reclusas menores de edad.

Regla 37
Las reclusas menores de edad tendrán el mismo acceso a la educación y la for-

mación profesional que los reclusos menores de edad.

Regla 38
Las reclusas menores de edad tendrán acceso a programas y servicios corres-

pondientes a su edad y su género, como los de orientación sobre los problemas 
de abuso o violencia sexual. Recibirán educación sobre la atención de salud para 
la mujer y tendrán el mismo acceso permanente a servicios de ginecología que las 
reclusas adultas.

Regla 39
Las reclusas menores de edad embarazadas recibirán apoyo y atención médica 

equivalente a la que se presta a las reclusas adultas. Su estado de salud estará su-
jeto a la vigilancia de un especialista médico, teniendo en cuenta que por su edad 
pueden hallarse en mayor riesgo de complicaciones durante el embarazo.
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Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la  
Violencia contra la Mujer. “Convención de Belém do Pará” (Arts. 2 y 4)

Artículo 2
Se entenderá que violencia contra la mujer incluye la violencia f ísica, sexual y 

psicológica:
 a. que tenga lugar dentro de la familia o unidad doméstica o en cualquier otra re-

lación interpersonal, ya sea que el agresor comparta o haya compartido el mis-
mo domicilio que la mujer, y que comprende, entre otros, violación, maltrato y 
abuso sexual;

 b. que tenga lugar en la comunidad y sea perpetrada por cualquier persona y que 
comprende, entre otros, violación, abuso sexual, tortura, trata de personas, 
prostitución forzada, secuestro y acoso sexual en el lugar de trabajo, así como 
en instituciones educativas, establecimientos de salud o cualquier otro lugar, y

 c. que sea perpetrada o tolerada por el Estado o sus agentes, donde quiera que 
ocurra.

Artículo 4
 Toda mujer tiene derecho al reconocimiento, goce, ejercicio y protección de 

todos los derechos humanos y a las libertades consagradas por los instrumentos 
regionales e internacionales sobre derechos humanos. Estos derechos compren-
den, entre otros:

a. el derecho a que se respete su vida;
b. el derecho a que se respete su integridad f ísica, psíquica y moral;
c. el derecho a la libertad y a la seguridad personales;
d. el derecho a no ser sometida a torturas;
e. el derecho a que se respete la dignidad inherente a su persona y que se pro-

teja a su familia;
f. el derecho a igualdad de protección ante la ley y de la ley;
g. el derecho a un recurso sencillo y rápido ante los tribunales competentes, 

que la ampare contra actos que violen sus derechos;
h. el derecho a libertad de asociación;
i. el derecho a la libertad de profesar la religión y las creencias propias dentro 

de la ley, y
j. el derecho a tener igualdad de acceso a las funciones públicas de su país y a 

participar en los asuntos públicos, incluyendo la toma de decisiones.
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Ley 18.717 del 24 de diciembre de 2010. Seguridad perimetral (Arts. 1 al 6)
Artículo 1º. Facúltase al Poder Ejecutivo hasta el 31 de diciembre de 2012 para 

encomendar al personal militar dependiente del Ministerio de Defensa Nacional el 
cumplimiento de funciones transitorias de guardia perimetral en aquellas cárceles, 
penitenciarías y centros de recuperación del Ministerio del Interior a determinar.

Artículo 2º. Facúltase al Poder Ejecutivo hasta el 31 de diciembre de 2012 para 
encomendar al personal militar dependiente del Ministerio de Defensa Nacional 
el control de acceso y egreso, revisación e inspección de personas, vehículos y ob-
jetos que ingresen a las cárceles, penitenciarías y centros de recuperación siempre 
que cumplan la función de guardia perimetral externa.

El personal policial no quedará exento del control a que refiere el inciso anterior.
Artículo 3º. El personal militar asignado al desempeño extraordinario de las 

tareas de custodia como guardia perimetral y de control, revisación e inspección 
de ingreso y egreso a los centros penitenciarios, queda sujeto, en todo lo relacio-
nado con la citada misión, a las órdenes y directrices que disponga el Ministerio de 
Defensa Nacional, de acuerdo con la reglamentación que dicte el Poder Ejecutivo.

Artículo 4º. El Poder Ejecutivo, a través de los Ministerios del Interior y de 
Defensa Nacional, delimitará las áreas donde cumplirá funciones el personal mili-
tar asignado a las tareas previstas en los artículos 1º y 2º de la presente ley. El área 
delimitada será considerada, a todos los efectos, zona militar.

Artículo 5º. El Poder Ejecutivo dictará la reglamentación que corresponda 
para establecer la forma y modo en que deberán realizarse los controles, revisacio-
nes e inspecciones de personas, vehículos y objetos y adoptará todas las medidas 
necesarias para instruir al personal asignado sobre los alcances de las previsiones 
a adoptar en estos casos y de los reglamentos correspondientes de la Dirección 
Nacional de Cárceles, Penitenciarías y Centros de Recuperación y sus posteriores 
modificaciones.

Artículo 6º. En los casos en que el personal militar asignado a las tareas refe-
ridas en los artículos 1º y 2º de la presente ley se viera obligado a utilizar medios 
materiales de coacción, deberá hacerlo en forma racional, progresiva y proporcio-
nal, agotando previamente los mecanismos de disuasión adecuados que estén a su 
alcance, según cada caso. Hasta tanto el Poder Ejecutivo no reglamente esta ley 
se aplicará la Resolución Nº 119/08, de 20 de junio de 2008, de la Dirección Na-
cional de Cárceles, Penitenciarías y Centros de Recuperación y sus modificativos 
correspondientes.
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Normativa referida a personas que se  
encuentran en instituciones psiquiátricas 

INSTRUMENTOS INTERNACIONALES 

Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad.  
Ratificada por la Ley 18.651 (Arts. 14 y 15)

Artículo 14
Libertad y seguridad de la persona
1. Los Estados Partes asegurarán que las personas con discapacidad, en igual-

dad de condiciones con las demás:
 a) Disfruten del derecho a la libertad y seguridad de la persona; 
 b) No se vean privadas de su libertad ilegal o arbitrariamente y que cualquier 

privación de libertad sea de conformidad con la ley, y que la existencia de 
una discapacidad no justifique en ningún caso una privación de la libertad.

2. Los Estados Partes asegurarán que las personas con discapacidad que se 
vean privadas de su libertad en razón de un proceso tengan, en igualdad 
de condiciones con las demás, derecho a garantías de conformidad con el 
derecho internacional de los derechos humanos y a ser tratadas de confor-
midad con los objetivos y principios de la presente Convención, incluida la 
realización de ajustes razonables.

Artículo 15
Protección contra la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o de-

gradantes
1. Ninguna persona será sometida a tortura u otros tratos o penas crueles, in-

humanos o degradantes. En particular, nadie será sometido a experimentos 
médicos o científicos sin su libre consentimiento.

2. Los Estados Partes tomarán todas las medidas de carácter legislativo, adminis-
trativo, judicial o de otra índole que sean efectivas para evitar que las personas 
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con discapacidad, en igualdad de condiciones con las demás, sean sometidas 
a torturas u otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes.

Reglas Nelson Mandela (Reglas 109 y 110)
B. Reclusos con discapacidades o enfermedades mentales
Regla 109
1. No deberán permanecer en prisión las personas a quienes no se considere pe-

nalmente responsables o a quienes se diagnostique una discapacidad o enfermedad 
mental grave, cuyo estado pudiera agravarse en prisión, y se procurará trasladar a 
esas personas a centros de salud mental lo antes posible.

2. En caso necesario, otros reclusos con discapacidades o enfermedades mentales 
podrán ser observados y tratados en centros especializados bajo la supervisión de 
profesionales de la salud competentes.

3. El servicio de atención sanitaria proporcionará tratamiento psiquiátrico a to-
dos los demás reclusos que lo necesiten.

Regla 110
Convendrá que se tomen disposiciones, de acuerdo con los organismos competen-

tes, para que, en caso necesario, se continúe el tratamiento psiquiátrico después de la 
liberación y se asegure una asistencia social pospenitenciaria de carácter psiquiátrico.

LEGISLACIÓN NACIONAL

Ley de Salud Mental. Ley 19.529 (Arts. 6, 24, 27 al 38, 46)
Capítulo II - Derechos
Artículo 6
(Derechos). La persona usuaria de los servicios de salud mental tiene derecho a:
A) Ser tratada con el respeto debido a la dignidad de todo ser humano. 
(…)
D) Recibir atención sanitaria y social integral y humanizada, basada en funda-

mentos científicos ajustados a principios éticos.
E) Ser tratada con la alternativa terapéutica indicada para su situación, que me-

nos restrinja sus derechos y libertades, promoviendo la integración familiar, 
laboral y comunitaria.
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F) Recibir información completa y comprensible inherente a su situación, a los 
derechos que la asisten y a los procedimientos terapéuticos incluyendo, en 
su caso, alternativas para su atención.

G) Tomar, por sí o con la participación de familiares, allegados o representantes 
legales, decisiones relacionadas con su atención y tratamiento.

K) Acceder por sí o a través de sus representantes legales, a su historia clínica.
L) En caso de requerir permanencia en régimen de hospitalización, a ejercer 

sus derechos y obligaciones como cualquier otra persona usuaria de los ser-
vicios de salud del prestador correspondiente.

M) Que las condiciones de su hospitalización sean supervisadas periódica-
mente por la Comisión Nacional de Contralor de la Atención en Salud Men-
tal, que se crea en la presente ley.

N) Ser protegida de todo tipo de explotación, estigmatización, trato discrimi-
natorio, abusivo o degradante.

P) Ser atendida en un ambiente apto, con resguardo de su intimidad y privacidad.
T) Contar con asistencia letrada cuando se compruebe que la misma es nece-

saria para la protección de su persona y bienes. Si fuera objeto de una acción 
judicial, deberá ser sometida a un procedimiento adecuado a sus condicio-
nes f ísicas y mentales.

Artículo 24
(Hospitalización). La hospitalización es considerada un recurso terapéutico de 

carácter restringido, deberá llevarse a cabo solo cuando aporte mayores benefi-
cios que el resto de las intervenciones realizables en el entorno familiar, comuni-
tario y social de la persona y será lo más breve posible.

Se fundará exclusivamente en criterios terapéuticos con fundamentos técnicos 
reservándose especialmente para situaciones agudas y procurando que se realice 
en hospital o sanatorio general y en el caso de niñas, niños y adolescentes en hos-
pital pediátrico o en áreas de internación pediátrica en hospitales generales.

En ningún caso la hospitalización será indicada o prolongada para resolver 
problemas sociales o de vivienda.

Durante la hospitalización, se promoverá el mantenimiento de vínculos, con-
tactos y comunicación de las personas hospitalizadas con sus familiares, allegados 
y con el entorno laboral y social, salvo en aquellos casos en que el equipo de salud 
interviniente lo deniegue por razones terapéuticas debidamente fundadas.
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Artículo 27
(Requisitos previos). Toda indicación de hospitalización deberá cumplir con 

los siguientes requisitos:
A) Evaluación, diagnóstico y motivos que la justifican, con la firma de un pro-

fesional médico.
B) Obtención del consentimiento informado de la persona o del representante 

legal cuando corresponda, tramitado según lo dispuesto en el artículo 23 de 
la presente ley.

Artículo 28
(Hospitalización voluntaria). Cuando profesionalmente se determine la conve-

niencia de tratar a la persona con trastorno mental a través de hospitalización, se 
alentará su ingreso voluntario, brindándole oportunidad de elección entre posi-
bles alternativas.

La persona hospitalizada voluntariamente podrá, en cualquier momento, deci-
dir por sí misma el abandono de la hospitalización.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, al momento de gestionar 
el consentimiento informado para la hospitalización, se le debe hacer saber a la 
persona que los profesionales intervinientes podrán impedir su externación si se 
dieran las condiciones para una hospitalización involuntaria que se establecen en 
el artículo 30 de la presente ley.

Artículo 29
(Deber de notificación). El Director Técnico del prestador de salud a cargo de-

berá comunicar a la Comisión Nacional de Contralor de la Atención en Salud 
Mental y a la Institución Nacional de Derechos Humanos, las hospitalizaciones 
voluntarias e involuntarias que se prolonguen por más de cuarenta y cinco días 
corridos, dentro de las setenta y dos horas de vencido dicho plazo.

Artículo 30
(Hospitalización involuntaria). La persona solo podrá ser hospitalizada invo-

luntariamente o retenida en un prestador en el que ya hubiera sido admitida como 
usuaria voluntaria, cuando:

A) Exista riesgo inminente de vida para la persona o para terceros.
B) Esté afectada su capacidad de juicio, y el hecho de no hospitalizarla pueda 

llevar a un deterioro considerable de su condición o impedir que se le proporcione 
un tratamiento adecuado que solo pueda aplicarse mediante la hospitalización.
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En la reglamentación de la presente ley, el Poder Ejecutivo establecerá cuáles 
son las situaciones de riesgo inminente de vida para el usuario y para terceros.

Artículo 31
(Formalidades para hospitalización involuntaria). La hospitalización involun-

taria de una persona con trastorno mental solo podrá tener fines terapéuticos y se 
ajustará a las siguientes formalidades:

A) Declaración firmada por el familiar más cercano, allegado o representante 
legal si lo hubiera, solicitando su hospitalización y expresando su conformi-
dad con la misma.

 Si no hubiera familiar, allegado ni representante legal, o habiéndolos se ne-
garan a consentir la hospitalización y se dieran los supuestos del artículo 30 
de la presente ley, se podrá realizar cumpliendo únicamente con el dictamen 
profesional a que refiere el literal siguiente del presente artículo.

B) Dictamen profesional del servicio de salud que realice la hospitalización, 
determinando la existencia de los supuestos establecidos en el artículo 30 de 
la presente ley, firmado por dos profesionales médicos que no tengan rela-
ción de parentesco, amistad o vínculos económicos con la persona, uno de 
los cuales deberá ser especialista en psiquiatría. En el abordaje terapéutico 
posterior deberá intervenir un equipo interdisciplinario.

C) Informe sobre las instancias previas implementadas, si las hubiere.

Artículo 32
(Carga de la notificación). Toda hospitalización involuntaria deberá ser noti-

ficada por el Director Técnico del prestador a cargo, a la Comisión Nacional de 
Contralor de la Atención en Salud Mental, la institución Nacional de Derechos 
Humanos y al Juez competente dentro de las veinticuatro horas siguientes, con los 
fundamentos que sustenten la misma y las constancias a que refiere el artículo 31 
de la presente ley.

El Juez podrá requerir, en caso de considerarlo necesario, información amplia-
toria a los profesionales tratantes o indicar peritajes externos que no perjudiquen 
la evolución del tratamiento, tendientes a confirmar los supuestos que justifiquen 
la medida.

Artículo 33
(Hospitalización por orden judicial). El Juez competente podrá disponer una 

hospitalización involuntaria cuando cuente con informe médico que la justifique.
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El Juez podrá, en cualquier momento, pedir al prestador a cargo de la hospita-
lización, información sobre el curso del proceso asistencial, a fin de reevaluar si 
persisten las razones para la continuidad de la medida.

Cuando estén dadas las condiciones para el alta de la persona, el Director Téc-
nico del prestador deberá notificarlo a la Comisión Nacional de Contralor de la 
Atención en Salud Mental y al Juez. Este deberá expedirse al respecto en un plazo 
no mayor a tres días hábiles a contar desde el día siguiente al de la notificación.

Artículo 34
(Hospitalización de niñas, niños y adolescentes). El Juez solo podrá disponer la 

hospitalización involuntaria de niñas, niños y adolescentes de conformidad con lo 
dispuesto por el artículo 121 de la Ley N° 17.823, de 7 de setiembre de 2004, en la 
redacción dada por el artículo 323 de la Ley N° 19.149, de 24 de octubre de 2013.

Artículo 35
(Notificación de hospitalización por orden judicial). En todos los casos de hospi-

talizaciones por orden judicial, el Director Técnico del prestador a cargo deberá noti-
ficar, dentro de las primeras veinticuatro horas a la Comisión Nacional de Contralor 
de la Atención en Salud Mental y a la Institución Nacional de Derechos Humanos.

Artículo 36
(Alta y permiso de salida). El alta y el permiso de salida son facultad del médico 

tratante, sin perjuicio de los derechos de la persona hospitalizada voluntariamente 
y de las competencias del juez respecto de hospitalizaciones ordenadas por él.

Artículo 37
(Desinstitucionalización). Se impulsará la desinstitucionalización de las perso-

nas con trastorno mental, mediante un proceso progresivo de cierre de estructu-
ras asilares y monovalentes, las que serán sustituidas por un sistema de estructu-
ras alternativas.

Se entiende por estructuras alternativas, entre otras, los centros de atención 
comunitaria, los dispositivos residenciales con apoyo y centros de rehabilitación e 
integración psicosocial.

Las estructuras alternativas no podrán reproducir las prácticas, métodos, pro-
cedimientos y dispositivos cuyo único objetivo sea el disciplinamiento, control, 
encierro y en general, cualquier otra restricción y privación de libertad de la per-
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sona que genere exclusión, alienación, pérdida de contacto social y afectación de 
las potencialidades individuales.

Artículo 38
(Establecimientos asilares y monovalentes). Queda prohibida la creación de 

nuevos establecimientos asilares y monovalentes, públicos y privados desde la 
entrada en vigencia de la presente ley. Los ya existentes deberán adaptar su fun-
cionamiento a las prescripciones de esta ley, hasta su sustitución definitiva por 
dispositivos alternativos, de acuerdo a los que establezca la reglamentación.

Queda igualmente prohibida, a partir de la vigencia de la presente ley, la in-
ternación de personas en los establecimientos asilares existentes. Se establecerán 
acciones para el cierre definitivo de los mismos y la transformación de las estruc-
turas monovalentes. El desarrollo de la red de estructuras alternativas se debe 
iniciar desde la entrada en vigencia de esta ley.

El Poder Ejecutivo establecerá en la reglamentación de la presente ley el crono-
grama de cierre de los establecimientos asilares y estructuras monovalentes. El cum-
plimiento definitivo del cronograma no podrá exceder temporalmente el año 2025.

Artículo 46
(Protección especial). Encomiéndase especialmente a la Institución Nacional 

de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo, creada por la Ley N° 18.446, de 24 
de diciembre de 2008, defender y promover los derechos de las personas recono-
cidos en la presente ley.
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Normativa referida a la población  
LGTBI privada de libertad

INTERNACIONAL

Principios sobre la aplicación de la legislación internacional de  
derechos humanos en relación con la orientación sexual y la  
identidad de género. “Principios de Yogyakarta” (Principios 9 y 10)

Principio Nº 9 
El derecho de toda persona privada de su libertad a ser tratada humanamente 
Toda persona privada de su libertad será tratada humanamente y con el respeto 

debido a la dignidad inherente al ser humano. La orientación sexual y la identidad 
de género son fundamentales para la dignidad de toda persona. 

Los Estados: 
A. Asegurarán que la detención evite una mayor marginación de las personas 

en base a su orientación sexual o identidad de género o las exponga al riesgo 
de sufrir violencia, malos tratos o abusos f ísicos, mentales o sexuales; Pro-
veerán a las personas detenidas de un acceso adecuado a atención médica y 
consejería apropiada a sus necesidades, reconociendo cualquier necesidad 
particular con base en su orientación sexual o identidad de género, incluso 
en lo que respecta a salud reproductiva, acceso a información sobre el VIH/
SIDA y la terapia correspondiente, y a terapia hormonal o de otro tipo, como 
también a tratamientos para reasignación de género si ellas los desearan;

B. Garantizarán que, en la medida que sea posible, todas las personas privadas 
de su libertad participen en las decisiones relativas al lugar de detención 
apropiado de acuerdo a su orientación sexual e identidad de género; 

C. Establecerán medidas de protección para todas las personas privadas de su 
libertad que resulten vulnerables a la violencia o los abusos por causa de su 
orientación sexual, identidad de género o expresión de género y asegurarán 
que dichas medidas no impliquen más restricciones a sus derechos de las 
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que experimenta la población general de la prisión, en la medida en que esto 
pueda llevarse razonablemente a la práctica;

D. Asegurarán que las visitas conyugales, donde estén permitidas, sean otorga-
das en igualdad de condiciones para todas las personas presas y detenidas, 
con independencia del sexo de su pareja; 

E. Estipularán el monitoreo independiente de los establecimientos de deten-
ción por parte del Estado, como también de organizaciones la identidad de 
género; 

F. Emprenderán programas de capacitación y sensibilización dirigidos al per-
sonal penitenciario y a todos los otros funcionarios y funcionarias de los 
sectores público y privado involucrados en los establecimientos de deten-
ción sobre las normas internacionales de derechos humanos y los principios 
de igualdad y no discriminación, incluidos los referidos a la orientación se-
xual y la identidad de género. 

Principio Nº 10 
El derecho de toda persona a no ser sometida a torturas ni a penas o tratos 

crueles, inhumanos o degradantes 
Todas las personas tienen el derecho a no ser sometidas a torturas ni a penas o 

tratos crueles, inhumanos o degradantes, incluso por razones relacionadas con la 
orientación sexual o la identidad de género. 

Los Estados: 
A. Adoptarán todas las medidas legislativas, administrativas y de otra índole 

que sean necesarias a fin de impedir que se perpetren torturas y penas o 
tratos crueles, inhumanos o degradantes por motivos relacionados con la 
orientación sexual o la identidad de género de la víctima, así como la incita-
ción a cometer tales actos, y brindarán protección contra ellos; 

B. Adoptarán todas las medidas razonables para identificar a las víctimas de 
torturas y penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes perpetrados por 
motivos relacionados con la orientación sexual o la identidad de género y 
ofrecerán recursos apropiados, incluyendo resarcimientos y reparaciones, 
así como apoyo médico y psicológico cuando resulte apropiado; 

C. Emprenderán programas de capacitación y sensibilización dirigidos a agen-
tes de la policía, al personal penitenciario y a todos los otros funcionarios 
y funcionarias de los sectores público y privado que se encuentren en posi-
ción de perpetrar o impedir que ocurran dichos actos.
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Glosario de siglas
APT  Asociación para la Prevención de la Tortura

CD  Consejo Directivo de la INDDHH

CEDAW Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra  
  la Mujer

INDDHH Institución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo

LGTBI   Lesbianas, gays, bisexuales, personas transgénero e intersexuales

MNP  Mecanismo Nacional de Prevención de la Tortura

ONU  Organización de las Naciones Unidas

OPCAT  Protocolo Facultativo de la Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas  
  Crueles, Inhumanos o Degradantes

SPT  Subcomité para la Prevención de la Tortura



La Institución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del 
Pueblo (INDDHH), creada por Ley 18.446 del 24 de diciembre de 
2008, es un órgano estatal autónomo cuyo cometido es la defensa, 
promoción y protección, en toda su extensión, de los derechos hu-
manos reconocidos por la Constitución de la República y el derecho 
internacional.

La misma Ley 18.446 asignó a la INDDHH las funciones del Me-
canismo Nacional de Prevención, al que se refiere el Protocolo Fa-
cultativo de la Convención Contra la Tortura y Otros Tratos o Penas 
Crueles, Inhumanos o Degradantes (OPCAT), tratado internacional 
del que la República es parte.


